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AIC: Asociación Indígena del Cauca

AMEU: Aspiración Manual Endouterina

CEDAW: Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer

DSDR: Derechos Sexuales y Derechos Reproductivos

EAPB: Empresa Administradora de Planes de Beneficios

EPS-I: Entidad Promotora de Servicios de Salud - Indígena

EPS: Entidad Promotora de Servicios de Salud

IPS: Institución Prestadora de Servicios de Salud

IVE: Interrupción Voluntaria del Embarazo

OMS: Organización Mundial de la Salud

OSIGD: Orientaciones Sexuales e Identidades de Género Diversas 

RIAMP: Ruta Integral de Atención en Salud Materno Perinatal

RIPS: Registros Individuales de Prestación de Servicios de Salud 

SSSR: Salud Sexual y Salud Reproductiva

UNFPA: Fondo de Población de las Naciones Unidas
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Autonomía reproductiva: 
Autodeterminación e independencia 
sobre las decisiones que hacen parte del 
campo de la reproducción. Es el derecho 
a decidir con libertad y sin violencia sobre 
si se quiere tener o no hijos/hijas, cuándo, 
con quién, y a disponer de información y 
medios para alcanzar el nivel más eleva-
do de salud sexual y reproductiva (Corte 
Constitucional, Sentencia C-355 de 2006; 
Sentencia C-055 de 2022).

Barreras de acceso a la IVE: 
“Conjunto de conductas que por ac-
ción o por omisión constituyen limita-
ciones u obstáculos para que las mu-
jeres accedan de forma efectiva al 
aborto legal, en el servicio de salud, sin 
importar el régimen de afiliación” (Gon-
zález Vélez y Castro González, 2017, p. 12).

Discriminación contra la mujer: 
De acuerdo con la CEDAW, se trata de 
“toda distinción, exclusión o restricción 
basada en el sexo que tenga por objeto 
o resultado menoscabar o anular el reco-
nocimiento, goce o ejercicio por la mujer 
[…] de los derechos humanos y las liber-
tades fundamentales”, en cualquier esfera. 
Puntualmente, en la salud reproductiva, la 
negación de servicios puede considerar-
se discriminatoria, así como las barreras de 
acceso e interpretaciones restrictivas (Co-
mité CEDAW, Observación 24). 

Estigmatización (del aborto): 
Conjunto de las actitudes y creencias ne-
gativas que desacreditan, disminuyen el 
valor y generan un trato diferenciado por 
parte de la sociedad sobre quienes inte-
rrumpen el embarazo, prestan servicios de 
aborto o defienden la capacidad de deci-

dir (Goffman, 2009; Zamberli, 2015; Vivas, 
Valencia y González, 2016).

Misoprostol: 
Medicamento para la gestión y el acceso 
eficaz y seguro al aborto. Es indicado y 
autorizado por la OMS. Al consumirse se 
generan contracciones en el útero y dilata-
ción del cuello uterino, lo que permite que 
en los siguientes días se produzca la eva-
cuación del producto del embarazo (Ipas 
México, 2020).

Violencia reproductiva: 
Cualquier acción que afecta o impida, me-
diante coacción, la concreción de la auto-
nomía reproductiva, ocasionando con ello 
daños físicos, psicológicos o emocionales 
(Alianza Cinco Claves, 2023).

Vulneraciones a la IVE: 
De acuerdo con lo que se propone en este 
informe, son una trasgresión de derechos 
humanos que impide el pleno ejercicio del 
derecho a la IVE o de alguno de los de-
rechos relacionados, lo que se puede dar 
antes, durante o después de la atención o 
práctica del procedimiento. Estas vulnera-
ciones, por acción o por omisión, suponen 
incumplimientos en las obligaciones de 
respetar, proteger y cumplir a cargo del 
Estado y, en algunos casos, de agentes 
privados. Con esta denominación se re-
saltan también las consecuencias: daños, 
lesiones o perjuicios que se generan en las 
personas que se ven directamente afec-
tadas, así como en familiares y personas 
cercanas, afectadas de manera indirecta. 
Estas vulneraciones se explican en la dis-
criminación y violencia basada en género 
como parte de un orden social en el que 
las mujeres son subordinadas. 

Glosario
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Para la Defensoría del Pueblo, en su cali-
dad de Institución Nacional de Derechos 
Humanos y en cumplimiento de su man-
dato constitucional, es de vital importan-
cia contribuir a la garantía de los derechos 
sexuales y reproductivos mediante la rea-
lización de acciones integradas, como 
atender, orientar y asesorar en el ejercicio 
de los derechos; proteger y defender los 
derechos humanos y prevenir sus violacio-
nes; y promover, ejercer y divulgar los de-
rechos humanos.

En concordancia con la organización y el 
funcionamiento de la Defensoría del Pue-
blo de Colombia, que está regulada por 
la Ley 24 de 1992 y demás normas que la 
adicionan o modifican —como el Decreto 
025 de 2014—, se crea la Delegada para 
los Derechos de las Mujeres y Asuntos de 
Género, cuyo propósito fundamental es 
el de “promover, divulgar y defender los 
derechos humanos consagrados en ins-
trumentos internacionales en el marco del 
Derecho Internacional de los DD.HH., del 
DIH y del derecho interno, respecto de 
las mujeres, la población lesbiana, gay, bi-
sexual, transgénero e intersexual (LGBTI) y 
de cualquier persona, grupo de personas, 
minoría víctima de diversas formas de vio-
lencia y/o discriminación en razón de su 
identidad de género o sexual, a través del 
desarrollo de acciones para la promoción 
de sus derechos, el acceso a la justicia, y la 
prevención de la violencia, visibilización y 
denuncia” (Art. 2, Resolución 063 de 2014). 
En este marco, entre otros derechos, se ha 
propuesto abordar la garantía del derecho 
fundamental a la Interrupción Voluntaria 
del Embarazo (IVE), en concordancia y es-
trecho vínculo con los derechos sexuales 

y reproductivos, el derecho a la salud de 
las mujeres y a una vida libre de violencias. 

La Delegada para los Derechos de las 
Mujeres y Asuntos de Género, en cumpli-
miento de su propósito, ha venido conso-
lidando el equipo de trabajo en territorio 
a través de las Duplas de Género, confor-
madas por una o un profesional jurídico y 
un o una profesional psicosocial, ubicadas 
en las sedes de las Defensorías Regionales 
y que desarrollan sus actividades y funcio-
nes en el marco de los procesos misiona-
les de la Entidad y los propios de la Dele-
gada en mención. Sus responsabilidades 
se enfocan en brindar acompañamiento, 
atención, orientación o asesoría a mujeres 
y personas con orientación sexual e iden-
tidad de género diversa (OSIGD), quienes 
hayan sido sujeto de vulneración de sus 
derechos o de violencias en razón a su 
género o por prejuicio; realizar actividades 
de prevención, promoción y divulgación 
de los derechos de las mujeres y personas 
con OSIGD; e incidir en la articulación in-
terinstitucional e implementación de rutas 
de atención y acceso a la justicia.

Es fundamental resaltar que las Duplas de 
Género —equipo jurídico y psicosocial 
conformado por dos profesionales—, en 
cada uno de los territorios en los que se 
encuentran, han ejercido las funciones 
enunciadas, en especial las de acompaña-
miento y gestión defensorial en los casos 
en los que se han presentado barreras para 
el acceso al derecho a la IVE, y han brinda-
do orientaciones y asesorías a quienes han 
requerido conocer o ampliar información 
sobre sus derechos en esta materia. 

Presentación
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Se aúna a lo anterior el alcance y cum-
plimiento que realizan frente a las órde-
nes emitidas por la Corte Constitucional, 
para que la Defensoría del Pueblo preste 
acompañamiento y seguimiento y ade-
lante acciones de promoción de los dere-
chos sexuales y reproductivos.

Por otra parte, en materia de intervencio-
nes1  ante la Corte Constitucional, la De-
fensoría del Pueblo ha realizado interven-
ciones con la finalidad de promover el 
ejercicio y restitución de los derechos se-
xuales y reproductivos de mujeres, niñas 
y personas con capacidad de gestar, así 
como el derecho a la salud, los derechos 
a la salud sexual y reproductiva y a la no 
discriminación y autonomía de las niñas y 
las mujeres a decidir sobre sus cuerpos.

De igual manera, en cumplimiento de 
sus funciones constitucionales y legales, 
en especial la guarda y promoción de 
los derechos fundamentales, ha inter-
puesto acciones de tutela para defender 
los derechos fundamentales a la vida, 
la salud, la dignidad, la personalidad, la 
autonomía reproductiva, la interrupción 
voluntaria del embarazo, la integridad 
física y emocional, la dignidad y el prin-
cipio del interés superior del menor, en 
casos acompañados de niñas y mujeres 
que solicitaron interrumpir el embara-
zo y vieron vulnerados estos derechos. 
Producto de la revisión de estas acciones, 
la Corte Constitucional se ha pronuncia-
do2. 

La Defensoría del Pueblo, en el ejercicio y 
cumplimiento de estas acciones, orienta-
das a la garantía de los derechos sexuales 

1 Sentencias C-355 de 2006, T-209 de 2008, T-388 de 2009, C-341 de 2017 y SU-096 de 2018.
2 Sentencias T-697 de 2016 y T-731 de 2016.



9
y reproductivos y la IVE, reconoce y agra-
dece el acompañamiento técnico y la vo-
luntad de sumarse a un trabajo conjunto 
y articulado por parte de organizaciones 
de la sociedad civil y de la cooperación 
internacional en distintos lugares del país.
Con este Informe Defensorial sobre la im-
plementación de la Sentencia C-055 de 
2022 y el acceso a la atención integral de 
la IVE, la Defensoría del Pueblo se pro-
pone dar cuenta del estado de este de-
recho durante el primer año y medio de 
aplicación de las nuevas medidas norma-
tivas que reclaman también una transfor-
mación cultural, frente a la cual estamos 
comprometidos al asumir los retos y de-
safíos que el presente informe convoca. 
Este trabajo fue posible gracias al apoyo y 
asesoría técnica del Fondo de Población 
de las Naciones Unidas (UNFPA), el orga-
nismo de las Naciones Unidas encargado 
de la salud sexual y reproductiva, en el 
marco del Memorando de Entendimiento 
suscrito en el 2023; así como de La Mesa 
por la Vida y la Salud de las Mujeres, una 
organización de la sociedad civil dedica-
da a la defensa de la libertad reproductiva 
de las mujeres. 

Para esta Entidad es de un alto valor e 
importancia presentar el primer Informe 
Defensorial dedicado íntegramente al 
tema, advirtiendo sobre la prioridad que 
significan los derechos sexuales y repro-
ductivos y, en particular, las decisiones 
reproductivas autónomas de las mujeres 
y personas con capacidad de gestar, sien-
do así una contribución a posicionar la IVE 
de manera integral dentro de los dere-
chos de las mujeres y en el panorama de 
su garantía. 

Carlos Ernesto Camargo Asís
Defensor del Pueblo 
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En la búsqueda del nivel más alto de sa-
lud posible, la salud sexual y reproductiva 
es fundamental para el pleno desarrollo 
de las personas, familias, comunidades y 
naciones, y para salvaguardar sus dere-
chos humanos de cara a lo propuesto en 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible en 
cuanto a salud, bienestar e igualdad de 
género (OMS, 2022). 

Dentro de la salud sexual y reproductiva, la 
atención integral para el aborto se consi-
dera un servicio esencial para proteger la 
salud y el bienestar de las mujeres, lo que 
incluye brindar información al respecto, 
su gestión (tanto del aborto espontáneo 
como del provocado) y la atención poste-
rior (OMS, 2022). 

Desde la Conferencia Internacional so-
bre Población y Desarrollo realizada en El 
Cairo en 1994, la salud de las mujeres, la 
reducción de los impactos del aborto in-
seguro y el aumento del acceso a la anti-
concepción han estado entre los compro-
misos de los Estados parte, entre los que 
se encuentra Colombia. Los estándares 
internacionales de derechos humanos en 
la materia resaltan que los Estados de-
ben eliminar las barreras de acceso a los 
servicios de salud sexual y reproductiva, 
asegurar su accesibilidad y asequibilidad, 
y buscar su descriminalización (Brown et 
al., 2019). Asimismo, se recomienda que 
el tratamiento de complicaciones del 
aborto inseguro se integre al paquete de 
salud sexual y reproductiva y que se brin-
de educación sexual integral (Comisión 
Guttmacher – Lancet Comission, 2018). 
La desaprobación y sanción social y mo-
ral del aborto están asociadas, entre otras 

razones, a las ideas sobre el rol de las mu-
jeres en la sociedad: para quienes consi-
deran que la maternidad es su principal rol, 
la decisión de no tener hijos o hijas es casi 
una desviación, por lo que el aborto es es-
tigmatizado; así también por parte de quie-
nes rechazan que las mujeres sean sujetos 
de derechos y decidan libre y autónoma-
mente sobre su cuerpo, su reproducción 
y plan de vida (Sahar y Karasawa, 2005). 

Si bien Colombia reconoce los derechos 
sexuales y derechos reproductivos como 
parte de los derechos humanos y el acceso 
a la IVE como un componente esencial de 
aquellos, así como la particularidad que re-
visten para las mujeres considerando el rol 
históricamente asignado como principales 
responsables de la reproducción, distintos 
aspectos perjudican y vulneran el acceso 
efectivo y oportuno a los servicios asociados. 

En el 2006, mediante la Sentencia C-355, la 
Corte Constitucional despenalizó el aborto 
en tres circunstancias, a saber: peligro para 
la salud o la vida de la mujer, malformación 
del feto que haga inviable su vida y em-
barazo producto de violencia sexual. En 
el 2022, este tribunal estudió la demanda 
interpuesta por el movimiento Causa Jus-
ta, y en la Sentencia C-055 decidió que el 
aborto no es punible dentro de las prime-
ras veinticuatro (24) semanas de gestación, 
cuando las mujeres y personas con capaci-
dad de gestar pueden acceder según su li-
bertad de conciencia; así también estipuló 
que este límite temporal no aplica para las 
causales previamente despenalizadas. 

En consecuencia, los actores del sistema 
de salud tienen responsabilidades frente 

Introducción



11a la atención del aborto, y las autoridades 
públicas de todos los niveles tienen obli-
gaciones de respetar y hacer respetar la 
autonomía personal en esta esfera. 

La promoción, divulgación y defensa de 
los derechos de las mujeres y de las perso-
nas con identidades sexuales y de género 
diversas, incluidos sus derechos sexuales 
y derechos reproductivos, se encuentran 
dentro del propósito principal de la De-
legada para los Derechos de las Mujeres 
y Asuntos de Género de la Defensoría del 
Pueblo. Esta misión involucra la elabora-
ción de evaluaciones de la situación de 
derechos humanos de las mujeres y la for-
mulación de observaciones o denuncias 
de carácter general. 

El presente Informe Defensorial sobre Inte-
rrupción Voluntaria del Embarazo tiene por 
objetivo analizar el primer año y medio de 
implementación de la Sentencia C-055 de 
2022 a la luz de los derechos humanos de 
las mujeres y personas con capacidad de 
gestar, específicamente del derecho que 
tienen a decidir sobre su reproducción y 
su salud. El análisis incluye las condiciones 
para la garantía de estos derechos y las 
vulneraciones a estos, desde un enfoque 
de género, diferencial y territorial, aten-
diendo a la diversidad de las mujeres, las 
niñas y personas con identidades de gé-
nero binaria, intersexual y hombres trans. 

Para la elaboración de este informe se revi-
saron las siguientes fuentes: 

	M Matriz de casos de IVE acompañados 
por las Duplas de Género. 

La primera matriz revisada contenía 277 ca-
sos atendidos entre el primero de enero 
del 2018 y el 31 de agosto de 2023 por las 
Duplas de Género, quienes consignan en 
esta —bajo custodia de la Delegada para 
los Derechos de las Mujeres y Asuntos de 
Género— cada uno de los acompaña-

mientos que realizan en las distintas regio-
nales a propósito de la IVE. Esta explora-
ción estuvo orientada al reconocimiento 
de las variables, los registros y, en particu-
lar, la descripción de los hechos. La matriz 
fue depurada suprimiendo los casos en los 
que no era clara la relación con la IVE, que-
dando 222 casos en total. Posteriormente, 
se definieron dos períodos de análisis: del 
22 de agosto de 2020 al 21 de febrero de 
2022, y del 22 de febrero de 2022 y el 21 
de agosto de 2023, con el propósito de 
contrastar en iguales periodos de tiempo 
los cambios en el antes y después de la 
Sentencia C-055 de 2022. Estos 222 casos 
fueron objeto de un análisis cuantitativo y 
cualitativo a profundidad, lo que permitió 
identificar patrones y tendencias y selec-
cionar algunos enfoques diferenciales. La 
Mesa por la Vida y la Salud de las Mujeres 
—organización que defiende el derecho 
al aborto y asesora legalmente a mujeres 
que buscan interrumpir el embarazo— su-
ministró el relato de algunos casos y com-
plementó información de los acompaña-
dos conjuntamente con la Defensoría del 
Pueblo, o en los que se produjo alguna 
articulación entre la organización y el Mi-
nisterio Público.

	M Grupos focales con las Duplas de Gé-
nero.

Se conformaron seis grupos de hasta cin-
co duplas, buscando contar con repre-
sentación regional, profesionales con va-
rios años de trayectoria en la Defensoría 
del Pueblo y experiencia en la atención 
de casos con enfoque diferencial. Los 
grupos se realizaron de manera virtual 
entre el 14 y el 26 de septiembre de 2023 
y fueron grabados en audio. Se hicieron 
transcripciones completas para el análisis 
de la información recolectada por temas 
y variables.

	M Entrevistas semiestructuradas a per-
sonas expertas. 



12 Se construyó una lista de personas e ins-
tituciones relevantes para la conversación 
sobre aborto en el país, además de una 
guía de entrevista. Nueve personas acep-
taron la invitación y se realizaron las entre-
vistas de manera virtual entre el 17 y el 31 
de octubre. 

	M Peticiones de información a enti-
dades públicas. 

Estas peticiones indagaron por datos de 
acceso y acciones para dar cumplimiento 
a las obligaciones legales de promoción, 
atención en salud, gestión en salud públi-
ca, e inspección, vigilancia y control. Fue-
ron consultadas las siguientes entidades: 
Fiscalía General de la Nación, Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar, Insti-
tuto Nacional de Salud, Ministerio de Sa-
lud y Protección Social, Superintendencia 
Nacional de Salud, Tribunal Nacional de 
Ética Médica y Procuraduría General de 
la Nación. Todas las entidades aportaron 
información, a excepción de la Procura-
duría. Además, se presentaron solicitudes 
de información a las Secretarías de Salud 
(o quien hace sus veces) de Bogotá, Me-
dellín, Barranquilla, Cartagena, Manizales 
y Cali. Esta selección de entidades terri-
toriales priorizó las principales ciudades 
del país y no buscaba ser exhaustiva; de 
esta manera debe entenderse la informa-
ción presente a lo largo del capítulo de 
hallazgos; una mayor cobertura podría 
buscarse en futuros estudios. Todas las 
respuestas fueron clasificadas por funcio-
nes y variables. 

	M Investigaciones recientes.
 Búsqueda de estudios e investigaciones 
en revistas académicas, informes y otros 
formatos. 

	M Medios de comunicación. 
Se desarrolló un análisis de las noticias y 
notas de prensa en circulación en medios 
de comunicación.

	M Marco normativo. 
Se realizó un rastreo y análisis sistemático 
de la legislación y jurisprudencia vigente 
en la materia. ...
De este modo, la investigación es des-
criptiva con método mixto. Toda esta 
información permitió la identificación de 
actores clave para la garantía de la IVE 
como componente de los DSDR y la cons-
trucción de las variables de análisis, a sa-
ber: estatus legal del aborto, obligaciones 
estatales, inobservancias, vulneraciones y 
amenazas a la IVE, barreras de acceso y 
violencia reproductiva. Para el desarrollo 
de este Informe Defensorial se conformó 
un equipo técnico con el Fondo de Po-
blación de las Naciones Unidas y La Mesa 
por la Vida y la Salud de las Mujeres, que 
acompañó todo el proceso, lo que per-
mite ejemplificar la pertinencia y los bue-
nos resultados del trabajo articulado en-
tre distintos actores. 

Además, se reconocen y agradecen los 
aportes de las personas que fueron en-
trevistadas y participaron de los grupos 
focales.

En los siguientes capítulos se desarrolla-
rán repasos por el marco conceptual y el 
marco normativo, que permitan ubicar el 
contexto del tema, las protecciones que 
cobijan la autonomía reproductiva de las 
mujeres en el país y las obligaciones esta-
tales. Seguidamente, se presentan los ha-
llazgos a propósito de la implementación 
de la Sentencia C-055 de 2022 desde tres 
ángulos: la atención y el acceso, el acom-
pañamiento que brinda la Defensoría del 
Pueblo a través de la Delegada para los 
Derechos de las Mujeres y Asuntos de 
Género, y las vulneraciones a la IVE como 
componente de los derechos sexuales y 
derechos reproductivos. Estos avances y 
vulneraciones presentan análisis sobre las 
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discriminaciones cruzadas que afrontan 
algunos grupos de mujeres. Por último, se 
consolidan conclusiones y recomenda-
ciones, acudiendo a las potestades de la 
Defensoría del Pueblo dentro del Estado 

colombiano y bajo la idea de promover, 
divulgar y defender los derechos de las 
mujeres, en particular su derecho a deci-
dir con autonomía sobre la reproducción.  





01. MARCO 
CONCEPTUAL
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La toma de decisiones sobre sexualidad 
y reproducción implica a las personas de 
manera individual y a la sociedad en su 
conjunto. Estas decisiones deben darse de 
manera informada, libre, sin ningún tipo de 
coerción, violencia o discriminación, y res-
petando la confidencialidad y privacidad 
de las personas. Su promoción y protec-
ción son esenciales para la plena realiza-
ción de las personas y el logro de la justicia 
social y el desarrollo sostenible con igual-
dad (CEPAL, 2013).

Los derechos sexuales y derechos repro-
ductivos están estrechamente relaciona-
dos, aunque son independientes y con 
entidad propia; guardan también inter-
dependencia con otros derechos. En los 
tratados internacionales en los que se les 
reconoce, como la Convención para la 
Eliminación de todas las formas de Discri-
minación contra la Mujer (CEDAW), la Con-
ferencia Internacional sobre Población y 
Desarrollo (El Cairo, 1994) y la Cuarta Con-
ferencia Mundial de la Mujer (Beijing, 1995) 
—que hacen parte de los compromisos 
adquiridos por el Estado colombiano—, su 
núcleo esencial son otros derechos funda-
mentales, que son la base para su disfru-
te. Entre ellos se encuentran los derechos 
a la vida, la salud, la dignidad, la igualdad, 
la no discriminación, la libertad, la libertad 
de conciencia, el libre desarrollo de la per-
sonalidad, la integridad personal, el estar 
libre de violencia y la intimidad. 

Los derechos reproductivos han sido re-
conocidos como derechos humanos en 
los tratados internacionales e incluyen el 
derecho fundamental de todas las perso-
nas a “decidir libremente el número y el 

espaciamiento de hijos y a disponer de la 
información, la educación y los medios ne-
cesarios para poder hacerlo” (Cairo, 1994), 
lo que implica el acceso a métodos anti-
conceptivos de elección y a la IVE. Com-
prenden entonces los servicios necesarios, 
en todas las etapas de la vida, para mante-
ner la salud reproductiva y “la capacidad 
de disfrutar de una vida sexual satisfactoria 
y sin riesgo y de procrear, y la libertad para 
decidir hacerlo o no hacerlo, cuándo y con 
qué frecuencia” (El Cairo, 1994). 

Esta libertad se ve obstaculizada cuando se 
recurre a la coacción o la violencia, cuando 
no se cuenta con los servicios necesarios 
para materializarla y no se suministra in-
formación veraz. La violación de los dere-
chos reproductivos puede conducir a que 
se afecten los derechos que hacen parte 
de su fundamento y otros derechos como 
el trabajo y la educación; además, distin-
tas formas de violencia basada en género 
los menoscaban, toda vez que implican la 
salud y autonomía sexual y reproductiva. 
Es así que estos derechos se protegen a 
través de otros derechos legalmente reco-
nocidos (Cook y Fathalla, 1996).

Se entiende que estos derechos protegen 
a todas las personas y que las necesida-
des en estos aspectos son universales; no 
obstante, su surgimiento como categoría 
dentro de los derechos humanos se co-
rresponde con la problematización que 
hizo el movimiento feminista en torno a 
la discriminación de la que históricamen-
te han sido objeto las mujeres (Tamayo, 
2001). La capacidad reproductiva de los 
cuerpos femeninos y la función social que 
históricamente se les ha sido asignado a las 

1. Sobre los derechos reproductivos 
y la autonomía de las mujeres



17mujeres frente a la maternidad, el cuidado 
y la crianza han servido para justificar y edi-
ficar restricciones a su autonomía, libertad 
y pleno desarrollo personal, limitando así 
el ejercicio de su ciudadanía. 

El principio de igualdad y la prohibición 
de discriminación por el sexo asignado 
al nacer y el género se encuentran desa-
rrollados en numerosos tratados de dere-
chos humanos, así como en el contexto de 
otros derechos reconocidos, como es el 
caso de los derechos sexuales y derechos 
reproductivos. Ya que la igualdad no signi-
fica un tratamiento idéntico para todas las 
personas, la discriminación se configura si 
se da una distinción o tratamiento diferen-
cial que carece de justificación razonable y 
objetiva, esto es, si no se conserva propor-
cionalidad entre los medios empleados y 
el fin que se busca, que debe ser legítimo, 
basándose entonces en fines arbitrarios y 
en conflicto con la dignidad humana (Ta-
mayo, 2001). Al respecto, la CEDAW defi-
ne la discriminación contra la mujer como 
“toda distinción, exclusión o restricción 
basada en el sexo que tenga por objeto 
o resultado menoscabar o anular el reco-
nocimiento, goce o ejercicio por la mujer 
[…] de los derechos humanos y las liber-
tades fundamentales”, en cualquier esfera. 
Puntualmente, en la salud reproductiva, la 
negación de servicios puede considerar-
se discriminatoria, así como las barreras 
de acceso e interpretaciones restrictivas 
(Comité CEDAW, Observación 24). 

Lo concerniente a la reproducción afec-
ta a las mujeres de manera diferenciada, 
toda vez que es crucial en su experiencia 
personal y en su posición social. En corres-
pondencia, los establecimientos, bienes y 
servicios de salud deben ser accesibles y 
asequibles, sin maltrato o discriminación. 
Algunos grupos de mujeres presentan ne-
cesidades específicas, condiciones singu-
lares y vulnerabilidades más pronunciadas, 

por lo que es necesario aplicar enfoques 
diferenciales (Comité CEDAW, Observa-
ción 24). Niñas, jóvenes y adolescentes, 
mujeres migrantes, con discapacidad, en 
contextos de pobreza, zonas rurales, vícti-
mas de violencia, con pertenencia étnica, 
diversas sexualmente, sin educación, entre 
otras, viven múltiples formas de discrimina-
ción a la hora de ejercer estos derechos y 
enfrentan asimetrías de género en materia 
de acceso a los servicios de salud, con lo 
que quedan expuestas a mayores riesgos. 

En Colombia, los derechos sexuales y dere-
chos reproductivos “han entrado a formar 
parte del derecho constitucional, soporte 
fundamental de todos los Estados demo-
cráticos” (Corte Constitucional, Sentencia 
C-355 de 2006). El artículo 42 de la Cons-
titución consagra el derecho a decidir en 
libertad el número de hijos/as. 

Para la Corte Constitucional colombiana, la 
igualdad, la equidad de género y eman-
cipación de las mujeres y las niñas son el 
punto de partida para la consagración, 
protección y garantía de estos derechos, 
y uno de sus componentes esenciales es 
la autodeterminación reproductiva (Sen-
tencia C-055 de 2022). Es así que su reco-
nocimiento se enmarca en la eliminación 
de estereotipos de género que sustenta la 
discriminación contra las mujeres.

Estas garantías, ha precisado la Corte, se 
edifican en dos dimensiones: una prime-
ra, sobre la libertad, que implica que el 
Estado y la sociedad no puedan imponer 
restricciones injustificadas contra las deci-
siones personales en esta materia y mucho 
menos interferencias como la violencia, 
coacción o discriminación; y una segunda, 
prestacional, relacionada con las medidas 
positivas para garantizar el goce de estos 
derechos o el acceso a los servicios de 
salud (Corte Constitucional, Sentencia 
SU-096 de 2018).



18 El respeto a las decisiones reproductivas 
de las mujeres refleja la relación de la auto-
nomía y la libertad con su salud. De modo 
que determinar asuntos relacionados con 
la reproducción refiere tanto a una capaci-
dad (autodeterminación) como a las con-
diciones necesarias para ejercerla y llevar 
a cabo lo que se decida, entre ellas, vivir 
libre de violencias y acceder a servicios 
e información sin el riesgo de criminali-
zación. Bajo este marco de libre toma de 
decisiones y ciudadanía plena, son las mu-
jeres las que deben definir sus propios es-

El aborto es una intervención sanitaria ha-
bitual y segura —si se realiza de manera 
apropiada— que requiere una atención de 
calidad y bajo criterios de equidad e inclu-
sión; puede ser gestionada por trabajado-
res de la salud o personas fuera del siste-
ma, y el método depende de las semanas 
de gestación  (OMS, 2022). 

A nivel global se estima que 6 de cada 10 
embarazos son no planeados y 3 de cada 
10 embarazos terminan en un aborto pro-
vocado (OMS, 2022). Entre 2015 y 2019, el 
61% de los embarazos no deseados en el 
mundo terminaron en abortos, esto es, al-
rededor de 73 millones de abortos anual-
mente (Guttmacher Institute, 2022). 

En Colombia, entre el 2015 y el 2019, más 
de la mitad de los embarazos fueron no 
planeados, y de estos, el 43% terminaron 
en aborto (Guttmacher Institute, 2022).

La penalización del aborto no modifica la 
necesidad de los servicios, pero sí las con-
diciones de acceso, dado que las mujeres 
evaden la ley y buscan canales alternos al 
sistema de salud, donde pueden llegar a 

tándares de bienestar y las circunstancias 
en las que continuar un embarazo resulta 
incompatible con su proyecto de vida.

Por ello, el contenido de la IVE no se limita 
a la materialización del procedimiento mé-
dico; antes bien, de manera coherente con 
su alcance en el conjunto de los derechos 
reproductivos, está vinculado estrecha-
mente con los derechos a la dignidad, la 
autonomía, la vida digna, el libre desarrollo 
de la personalidad, la libertad de concien-
cia y la salud.

encontrarse condiciones menos seguras e 
indignas. Es así que entre el 4.7% y el 13.2% 
de las muertes maternas se deben a abor-
tos peligrosos, las que son casi totalmente 
prevenibles; las variaciones están dadas 
por nivel de ingresos de los países y el es-
tatus legal del aborto (OMS, 2022). 

Las consecuencias en la salud de su prác-
tica sin los mínimos estándares de segu-
ridad comprenden, entre otras, abortos 
incompletos, hemorragias, infecciones, 
peritonitis, lesiones de vagina y útero, has-
ta la muerte; así como cargas sociales y 
financieras para las mujeres. En 2012, 6.9 
millones de mujeres fueron hospitalizadas 
por complicaciones de abortos inducidos, 
y solo un 60% de las que sufrieron algún 
problema de salud tras el procedimiento 
recibieron tratamiento (Guillaume, Rossier 
y Reeve, 2018). Se estima que los trata-
mientos de estas complicaciones oscilan 
anualmente entre 189.000 y 134 millones 
de dólares (Soleimani et al., 2020), cons-
tituyéndose en una porción importan-
te de los gastos en salud a nivel mundial 
(Rodgers et al., 2021).

2. Sobre el aborto como 
problema  de salud pública 
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Distintos factores y barreras como el estig-
ma asociado al aborto, la negación de ser-
vicios basada en motivaciones religiosas y 
contextos legales restrictivos son causan-
tes de que anualmente se produzcan 25 
millones de abortos inseguros (Comisión 
Guttmacher – Lancet, 2018). El 45% de los 
abortos a nivel mundial son inseguros y 
el 97% de estos ocurren en países en vía 
de desarrollo; en América Latina se calcula 
que aproximadamente el 25% de los abor-
tos son clasificados como menos seguros, 
esto es, realizados por personal no califi-
cado o con una técnica no recomendada 
por la OMS (Ganatra et al., 2017).

Por el contrario, legislaciones respetuosas 
de los derechos humanos y accesibles a 
la demanda de las mujeres y las niñas son 
garantía de un entorno propicio para que 
los servicios se presten con calidad y con-
tinuidad; de esta manera, en países donde 
el aborto es legal y se dispone de servicios 
y programas de prevención, la mortalidad 
materna por esta razón es casi nula (Gui-
llaume, Rossier y Reeve, 2018). La cobertu-
ra universal de servicios disponibles, acce-
sibles y de calidad se traduce en ahorros 
para el sistema de salud y para las mujeres 
que los requieren (Comisión Guttmacher – 
Lancet Comission, 2018). Adicionalmente, 
la liberalización del aborto mediante la re-
ducción de nacimientos no deseados y la 
fertilidad también tiene efectos en la edu-
cación de las mujeres y su participación en 
el mercado laboral, así como en la infancia 
a través de una mayor inversión en niñas 
y niños que fueron deseados (Rodgers et 
al., 2021).

En Colombia, durante el 2023, con corte a 
la semana epidemiológica 24, se han pre-
sentado 398 casos de morbilidad materna 
extrema que registran como causa com-
plicaciones de aborto, lo que representa 
el 2.5% de los casos totales; la cifra había 

sido 653 en el 2022, 543 en el 2021 y 437 en 
el 2020 (Instituto Nacional de Salud, 2023). 
En el 2023, Bogotá y Antioquia presentaron 
el mayor número, y por grupos de edad, 
las mujeres de 25 a 29 años presentan la 
mayor frecuencia de casos. Al revisar las 
muertes maternas tempranas, en el 2023 
(semana epidemiológica 24), el 4.2% apa-
rece bajo la causa embarazo terminado en 
aborto, lo que incluye aborto espontáneo 
e inducido.

En el 2008, en el país, aproximadamente 
93.300 mujeres recibieron tratamiento en 
establecimientos de salud por complica-
ciones de aborto inducido; la tasa de abor-
to se estimó en 39 por mil mujeres entre los 
15 y los 44 años, esto es, 400.400 abortos 
inducidos, de los cuales una mínima parte 
(menos del 1%) se produjeron en el marco 
del sistema de salud (Prada, Biddlecom y 
Singh, 2011). Datos más recientes muestran 
que la proporción de embarazos no de-
seados que terminaron en aborto aumen-
tó del 31% al 43% en aproximadamente 30 
años (Guttmacher Institute, 2022). 

Mujeres de todas las edades, estado civil, 
nivel educativo y socioeconómico optan 
por un aborto. Una revisión en 28 países 
con ingresos bajos y medios encontró 
que cerca de la mitad de los abortos en 
el mundo eran realizados por mujeres en-
tre los 20 y 29 años (Guillaume, Rossier y 
Reeve, 2018), lo que se explica porque a 
la edad de los veinte años la mayoría de 
mujeres tienen una vida sexual activa, 
tienen pareja y buscan limitar el tamaño de 
la familia. 

En los países desarrollados, entre las 
adolescentes, la proporción de embarazos 
no deseados que terminan en aborto 
oscila entre el 35% y el 55% (Sedgh et al., 
2015).





02. MARCO 
NORMATIVO
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Los Objetivos de Desarrollo Sostenible fijan 
como metas globales la salud y el bienestar 
(ODS 3) y la igualdad de género (ODS 5). El 
tercer objetivo se propone reducir la tasa 
mundial de mortalidad materna y el quinto 
busca poner fin a todas las formas de dis-
criminación y violencias contra las mujeres 
y las niñas. Ambos objetivos coinciden en 
la necesidad de asegurar acceso universal 
a servicios de salud sexual y reproductiva, 
bajo lo acordado en la Conferencia Inter-
nacional sobre Población y Desarrollo y su 
Plan de Acción (1994), así como en la Plata-
forma de Acción de Beijing (1995). 

Estos dos instrumentos internacionales son 
el marco de reconocimiento de la salud se-
xual y reproductiva como derecho huma-
no fundamental y de la comprensión de su 
trascendencia para el empoderamiento, 
bienestar y desarrollo de las personas, en 
especial de las mujeres y las niñas. Los dos 
fueron un punto de inflexión en la forma 
de concebir los asuntos sobre población 
y desarrollo, al igual que su conexión con 
la agenda de los derechos de las mujeres. 

Colombia ha ratificado su compromiso con 
la agenda de los derechos reproductivos 
y la salud sexual y reproductiva, así como 
con otros tratados de derechos humanos 
que los refuerzan y permiten establecer su 
alcance, entre ellos la Convención sobre 
la Eliminación de todas las formas de Dis-
criminación contra la Mujer, la Convención 
para Eliminar y Erradicar la Violencia contra 
la Mujer, y el Pacto Internacional de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales (PI-
DESC), cuyo contenido debe interpretarse 
como parte de nuestra Constitución Políti-
ca. En función de todos ellos, el Estado co-

lombiano debe asumir medidas delibera-
das, concretas y selectivas para la garantía 
del disfrute del más alto nivel posible de 
salud sexual y reproductiva.

El Comité de seguimiento al PIDESC ha se-
ñalado el derecho a la salud como funda-
mental e indispensable para el ejercicio de 
otros derechos, entre ellos los derechos a 
la vida, la no discriminación, la libertad, la 
privacidad, la información, a vivir una vida 
de libre de violencias y a no ser sometida 
a tratos crueles, inhumanos o degradantes, 
los que tienen significancia especial para 
las mujeres (Comité DESC, Observación 
General N.º 14). 

Del mismo modo, para este Comité, el con-
junto de libertades y derechos que implica 
el derecho a la salud sexual y reproduc-
tiva abarca la autonomía y libertad sobre 
el propio cuerpo, sin violencia, coacción 
ni discriminación (Comité DESC, Obser-
vación N.º 22, Caso I.V. vs. Bolivia y Corte 
IDH; Manuela y otros vs. El Salvador, 2021), 
así como acceder sin trabas a estableci-
mientos, bienes y servicios; y a informa-
ción, educación y los medios que permi-
tan el pleno disfrute de estos derechos, de 
forma libre y responsable (Comité DESC, 
Observación N.º 22, Caso I.V. vs. Bolivia y 
Corte IDH; Manuela y otros vs. El Salvador, 
2021). Estas dos obligaciones han sido re-
conocidas por la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos en pronunciamientos 
con fuerza judicial, como los casos de I.V. 
vs. Bolivia y Manuela vs. El Salvador.

De esta manera, este Comité ha dicho que 
por ser la salud sexual y reproductiva parte 
integrante del derecho a la salud, abarca 

1. Marco Normativo Internacional
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los siguientes elementos interrelacionados 
y esenciales (Comité DESC, Observación 
N.º 22): 

	` Disponibilidad 
de establecimientos, bienes y servicios. 
Debe contar con lugares adecuados con 
personal y proveedores capacitados, así 
como con los medicamentos necesarios.

	` Accesibilidad 
de los establecimientos, bienes, informa-
ción y servicios para todas las personas, sin 
discriminación ni obstáculos. La accesibili-
dad es física, económica (asequibilidad) y 
de la información, según las especificida-

des de las personas y los grupos.

	` Aceptabilidad 
en tanto deben respetarse las particulari-
dades de las personas y la aplicación de 
los enfoques diferenciales.

	` Calidad 
ya que los establecimientos, bienes y ser-
vicios deben ser adecuados y actualizados 
científica y médicamente.

Las obligaciones que se generan para los 
Estados en cuanto al derecho a la salud, 
aplicadas a la salud sexual y reproductiva, 
se muestran en la figura 1.

Esquema 1. 
Obligaciones estatales frente a la salud sexual y reproductiva.

Fuente: elaboración propia.

Se entiende como la 
exigencia de que los 
Estados se abstengan de 
injerir en el ejercicio de 
estos derechos y de no 
limitar el acceso a servi-
cios de salud sexual y 
reproductiva. En el marco 
de esta obligación, 
deben reformar las leyes 
que menoscaben la 
capacidad de hacer 
efectivo el derecho a la 
salud sexual y reproducti-
va, como la penalización 
del aborto.

Referida a las medidas 
que desde los Estados se 
asuman para evitar la 
injerencia directa o 
indirecta de terceros 
contra el disfrute de 
estos derechos; esto 
abarca la prohibición de 
la interposición de 
obstáculos y de la 
difusión de desinforma-
ción.  Deben velar enton-
ces por el pleno acceso a 
información veraz y la 
apl icación adecuada 
de la  objeción de 
conciencia.

Por cuanto se deben 
adoptar medidas de todo 
tipo para hacer efectivo 
estos derechos y que se 
asegure el acceso univer-
sal a los servicios y medi-
camentos esenciales, por 
ejemplo, erradicando 
costos desproporciona-
do o fallas en el acceso 
geográfico a la atención.

RESPETO PROTECCIÓN CUMPLIMIENTO



24
Son numerosos los documentos, los pro-
nunciamientos y las recomendaciones 
internacionales, de distinto valor norma-
tivo, que aconsejan que la despenaliza-
ción del aborto no se limite a situacio-
nes excepcionales, en aras de proteger 
los derechos de las mujeres y actuar en 
favor de la eliminación de la violencia y 
la discriminación en su contra; aspectos 
que se tuvieron en cuenta para el cam-

La Corte Constitucional de Colombia, 
al estudiar una demanda contra el deli-
to de aborto consentido (artículo 122 del 
Código Penal) que fue interpuesta por el 
movimiento Causa Justa, consideró que 
mantener la penalización del aborto vio-
laba los derechos a la salud y a la salud 
reproductiva, y esto incluye entre sus com-
ponentes la IVE. La Corte explicó que este 
delito funciona como una barrera de ac-
ceso y viola el derecho a la igualdad de 
las mujeres en situación de vulnerabilidad 
y en situación migratoria irregular, ya que 
hay unos mayores efectos discriminatorios 
sobre todas ellas, pues son las más denun-
ciadas y tienen menores posibilidades de 
acceder a servicios de salud seguros y de 
calidad. Igualmente, a juicio de la Corte, la 
penalización del aborto consentido es una 
vulneración a la libertad de conciencia y 
a la posibilidad de actuar conforme a los 
valores y las convicciones individuales; en 
tanto la autonomía y libertad reproductiva 
se asocian con la dignidad, estas son de-
cisiones personalísimas, individuales e in-
transferibles. 

Del mismo modo, en el análisis constitu-
cional, el Tribunal concluyó que la exis-
tencia del delito de aborto es inútil pues 
no cumple con la protección de la vida en 
gestación ni evita que se realicen abortos. 

bio normativo que se dio en Colombia 
en el 2022. 

Entre aquellos se destacan las últimas di-
rectrices sobre aborto de la OMS (2022) y 
lo dicho por el Comité de la CEDAW en su 
recomendación N.º 35 (2017). Incluso en el 
país, la Comisión de Política Criminal del 
Estado había recomendado en el 2012 una 
despenalización más amplia.

Conservar la penalización como la vía pre-
dominante para regular el aborto desco-
noce la dignidad humana y discrimina a las 
mujeres. 

En la Sentencia C-055 de 2022, la Corte 
Constitucional, buscando remover el obs-
táculo normativo que impedía el goce de 
la salud reproductiva, resolvió eliminar el 
delito de aborto consentido hasta la se-
mana 24 de gestación, estableciendo que 
la decisión de interrumpir un embarazo 
responde a razones íntimas de la persona 
que solicita la atención: sea niña, mujer o 
persona gestante, sin que deba cumplir 
con requisito distinto a su consentimien-
to. 

Después del plazo de las 24 semanas y sin 
límite de edad gestacional, rigen las tres 
causales despenalizadas en la Sentencia 
C-355 de 2006:

	` Peligro para la vida o la salud de la 
mujer, certificada por un/a profesional 
de la salud, adscrito o no a la EPS de 
la mujer. La salud abarca su dimensión 
física, mental y social. Impedir que la 
mujer determine el riesgo que desea 
asumir sería instrumentalizarla con fines 
reproductivos y vulnerar su dignidad.

2. Marco Normativo Nacional
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ble con la vida por fuera del útero, 
certificada por un/a profesional de la 
medicina. En estas condiciones, llevar 
adelante un embarazo puede significar 
someter a la mujer a tratos crueles, in-
humanos y degradantes.

	` Embarazo producto de violencia se-
xual o incesto, para lo que se debe 
presentar copia de la denuncia. Por 
tratarse de una violencia sexual, la con-
tinuación del embarazo desconoce la 
autonomía, dignidad y libertad de la 
mujer.

Así las cosas, la acción penal sólo se inicia-
rá cuando se cometa el aborto después 
de la semana 24 de gestación y si no se 
adecúa a ninguna de las causales. En los 
demás casos, de acuerdo con las directri-
ces para la investigación y la judicialización 
del delito de aborto de la Fiscalía General 
de la Nación (Directiva 009 de 2023), las y 
los fiscales deben inadmitir las denuncias 
y, cuando ya exista investigación en curso, 
archivar las diligencias, solicitar la preclu-
sión o terminación de la investigación y 
la absolución perentoria. Además, deben 
indagar por el contexto en el que se die-
ron los hechos para evaluar si se configu-
raba alguna de las causales o si procede el 
principio de oportunidad, preservando la 
reserva de la información relacionada con 
la IVE.

Desde la Sentencia C-355 de 2006, al pon-
derar la vida como bien jurídico con el 
derecho a la vida del que son titulares las 
mujeres, la Corte precisó que la protección 
de la vida se da de manera incremental y 
gradual, de modo que no es absoluta, por 
lo que decidió dar preeminencia a la pro-
tección de los derechos de las mujeres.

En la Sentencia C-055 de 2022, la Corte 
exhorta al Gobierno nacional y al Congre-

so para que formulen una política pública 
sobre derechos sexuales y derechos re-
productivos. Esta debe ser integral en el 
sentido de abarcar el acceso a métodos 
anticonceptivos y a la IVE, la educación 
sexual integral, la prevención y atención 
de las violencias basadas en género, en-
tre otros componentes; debe tener enfo-
que de género y alcance interseccional, y 
debe mantener la línea del fallo. 

En atención a esta orden, el Ministerio de 
Salud y Protección Social emitió la Circular 
044 de 2022, con instrucciones a los acto-
res del sistema de salud que permitieran 
asegurar la implementación de la senten-
cia, y la Resolución 051 de 2023 con los 
estándares constitucionales fijados por la 
Corte para la atención integral de la IVE, 
como se verá más adelante. 

Del mismo modo, adoptó el Plan de acele-
ración para la reducción de la mortalidad 
materna y la correspondiente Circular ex-
terna 047 de 2022, en la que emite instruc-
ciones al sistema de salud para fortalecer 
la atención integral en salud de mujeres y 
personas gestantes, y recién nacidos/as 
de acuerdo con la RIAMP. En esta circular 
se reitera que se debe asegurar el acceso 
sin barreras a los servicios de IVE desde el 
primer nivel de complejidad para todas las 
mujeres, incluyendo a las migrantes irregu-
lares, y la necesidad de emprender accio-
nes de cualificación del personal y de co-
municación a nivel territorial con enfoque 
intercultural. De acuerdo con el Ministerio, 
estas medidas administrativas “hacen par-
te de la política pública para la reducción 
de la mortalidad materna, especialmente 
la que se relaciona con la prevención del 
aborto inseguro” (Ministerio de Salud y 
Protección Social, 2023, p. 4).

Además de las dos sentencias cita-
das, existen más de 20 en las que la 
Corte se refiere a la IVE, su alcance e im-
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plicaciones en el sistema de salud, de 
manera que la protección de este com-
ponente de los DSDR se ha dado de ma-
nera progresiva. Recientemente, la Corte 
precisó que lo dicho en la Sentencia C-055 
de 2022 supone “el derecho de acceder 
a los servicios de salud requeridos para la 
práctica de la interrupción voluntaria del 
embarazo” (Corte Constitucional, 2023). En 
la SU-096 de 2018, la Corte Constitucional 
enfatizó en las obligaciones de respeto y 
cumplimiento de la IVE en calidad de de-
recho reproductivo, de manera que servi-
dores, instituciones estatales, prestadores 
públicos y privados de servicios de salud, 
sean laicos o confesionales, tienen respon-
sabilidades al respecto.

En correspondencia, el Estado y otros ac-
tores del sistema de salud deben cumplir 
con estos deberes, los que fueron reca-
pitulados por el Ministerio de Salud en 
la mencionada Resolución 051, la que da 
cumplimiento a las órdenes dadas por la 
Corte de contar con una regulación única 
en la materia para eliminar las barreras de 
acceso (SU-096 de 2018) y de formular una 
política pública integral (C-055 de 2022). 
A continuación, se presentan estos están-
dares, que deben ser respetados por el Es-
tado y quienes prestan servicios de salud:

	` En materia de IVE, la información debe 
ser comprensible, oportuna, suficiente, 
adecuada, pertinente, objetiva, preci-
sa, confiable, accesible, científica y ac-
tualizada. Este deber está a cargo de 
las autoridades públicas y de las enti-
dades de salud. 

	` Accesibilidad y disponibilidad de la 
atención integral en salud para la IVE 
en todo el territorio, niveles de com-
plejidad y etapas del embarazo, sin ba-
rreras, interrupciones ni discriminación 
y de manera urgente y gratuita, sin 

copagos ni cuotas moderadoras. Co-
rresponde a las entidades territoriales 
de salud garantizar la disponibilidad de 
una red que pueda brindar la atención 
con estos criterios.

	` La atención de la IVE es esencial y de 
carácter urgente, por lo que debe dar-
se de manera inmediata dentro de un 
plazo de cinco días calendario des-
de que se expresa la voluntad de in-
terrumpir la gestación. El diagnóstico 
debe ser oportuno e integral.

	` Se debe guardar la confidencialidad y 
respetar el derecho a la intimidad de 
las mujeres, así como el secreto profe-
sional.

	` La autonomía supone que la decisión 
de interrumpir el embarazo se dé en 
libertad, sin ningún tipo de coacción, 
violencia o injerencia de terceros.

	` La objeción de conciencia es un de-
recho del/la profesional que realiza 
directamente el procedimiento, no co-
bija a las personas jurídicas ni a quie-
nes cumplen funciones asistenciales o 
administrativas. No puede vulnerar los 
derechos de las mujeres, por lo que 
deberá recibir información y remitirse 
a otro prestador que pueda encargar-
se de la atención. La objeción se pre-
senta por escrito y por razones mora-
les profundas. 

Por lo demás, está prohibido llevar a cabo 
prácticas indebidas como: la realización 
de juntas médicas; la interposición de 
demoras injustificadas; hacer remisiones 
no solicitadas por la consultante; reportar 
los abortos ante las autoridades de justi-
cia; solicitar dictámenes médicos, órdenes 
judiciales, autorizaciones de familiares, tu-
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tores legales, entre otros; suscribir pactos 
individuales y conjuntos para no prestar 
los servicios; desconocer los conceptos 
médicos de profesionales por fuera de la 
red de prestadores; brindar información 
engañosa; maltratar a las mujeres; negarles 
medicamentos para el manejo del dolor 
cuando lo solicitan y cualquier otra prácti-
ca que obstaculice el acceso a la atención 
o afecte su salud. 

De acuerdo con la Corte Constitucional 
(Sentencia C-055 de 2022), la penalización 
del aborto está en tensión con el derecho 
a la igualdad de las mujeres en situación 
de vulnerabilidad y acrecienta estas con-
diciones. Son mujeres que tienen menos 
recursos y opciones para interrumpir un 
embarazo sin riesgo de penalización y en 
condiciones seguras, de calidad y con la 
información suficiente, como es el caso de 
mujeres que viven en zonas rurales, remo-
tas y en contextos de pobreza, migrantes 
irregulares, víctimas de violencia, niñas y 
adolescentes, mujeres con pertenencia 
étnica, con discapacidad, personas con 
identidad de género diversa con capaci-
dad de gestar, entre otras, que encuentran 
mayores barreras de acceso a los servicios 
de salud. 

Teniendo en cuenta estos factores inter-
seccionales, la Corte ha realizado las si-
guientes consideraciones en la SU-096 de 
2018 y otras de sus sentencias. En todas las 
circunstancias las mujeres deberán ser tra-
tadas con respeto sin sufrir discriminación 
alguna.

	` Niñas y adolescentes: 
en reconocimiento de la autonomía pro-
gresiva y contextual, las niñas y adolescen-

Cualquier falta dará lugar a sanciones ad-
ministrativas, disciplinarias o penales. Son 
las Secretarías de Salud las encargadas de 
inspeccionar, vigilar y controlar que el sis-
tema de salud cumpla este marco norma-
tivo, de manera que las entidades presta-
doras tengan una red en todos los niveles 
de complejidad con servicios de telesalud 
y telemedicina; y que las IPS cuenten con 
los insumos necesarios. 

tes pueden expresar su consentimiento in-
formado; para ello deben ser ampliamente 
informadas acorde con su edad, contexto 
y capacidades. La voluntad de niñas y ado-
lescentes debe ser respetada, aun cuando 
representantes o tutores/as no estén de 
acuerdo (Sentencia T-209 de 2008). En 
casos de menores de 14 años, el consen-
timiento sustituto no es determinante, de 
modo que es la decisión de la menor la 
que se debe considerar válida. Dado que 
todo embarazo de una menor de 14 años 
de edad se presume producto de violen-
cia sexual, no es obligatorio presentar la 
denuncia penal cuando se busca la aten-
ción después de las 24 semanas de gesta-
ción a través de esta causal. 

	` Mujeres con discapacidad: 
el Estado tiene la obligación de facilitar los 
apoyos necesarios, ajustes razonables y 
salvaguardas que permitan conocer con 
certeza la voluntad de la mujer con disca-
pacidad (Ley 1996 de 2019). Cuando esto 
no sea posible, el consentimiento contará 
con la asistencia de personas que demues-
tren una relación de confianza, en diálo-
go con las y los profesionales de la salud 
(Resolución 1904 de 2017). La información 
debe ser ajustada a las particularidades 
personales, de manera que se asegure la 

2.1. Enfoque diferencial: igualdad y situaciones 
de vulnerabilidad
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comprensión y la expresión de la voluntad. 
Solicitar autorizaciones de terceros y sen-
tencias de interdicción se considera una 
barrera de acceso.

	` Mujeres indígenas: 
de ser necesario, debe garantizarse un 
intérprete de la lengua en que se comu-
nica la persona que solicita la atención 
(Ley 1381 de 2010). En la jurisprudencia en 
materia de IVE, la Corte ha planteado de 
manera general que en el ordenamiento 
constitucional los derechos reproductivos 
imponen un límite a la injerencia de terce-
ros y que en cuanto a las decisiones so-
bre la maternidad debe primar la voluntad 
de las mujeres. Al decidir anular dos fallos 
de tutela referidos a dos mujeres indíge-
nas que solicitaron servicios de aborto y 
estos les fueron negados por la EPS Indí-
gena AIC tras consultar a las autoridades 
tradicionales, la Corte estimó que se había 
desconocido la jurisprudencia del mismo 
tribunal, que es precedente obligatorio y 
cuyo espíritu es la protección de las mu-
jeres en situaciones de vulnerabilidad, y 
que la imposición de límites adicionales a 
la práctica de la IVE “constituyen una lesión 
directa de la dignidad de las mujeres ges-
tantes” (Corte Constitucional de Colombia, 
2023). La Corte consideró que se les había 
reconocido una competencia inexistente a 
las autoridades indígenas, pues no les co-
rresponde interferir en la decisión de asu-

mir la maternidad, la que es un límite a la 
autonomía de las comunidades indígenas 
(Auto 2397 de 2023, que anula la Sentencia 
T-158 de 2023).

	` Mujeres migrantes: 
las mujeres migrantes regularizadas en el 
país deben afiliarse al sistema de salud 
para ser atendidas, y las que no han re-
gularizado su situación migratoria pueden 
acceder a través de los servicios de urgen-
cias de la red pública de manera urgente y 
prioritaria (Sentencia SU-677 de 2017). Esto 
quiere decir que el estatus migratorio no 
es obstáculo para el acceso. La condición 
migratoria debe ser tenida en cuenta para 
valorar la salud de la mujer, especialmente 
en los casos de más de 24 semanas. 

	` Mujeres víctimas de violencia sexual 
en el conflicto armado: 

considerando los riesgos y las dificultades 
para interponer la denuncia penal, esta no 
es obligatoria en la causal violencia sexual 
después de las 24 semanas de gestación...

	` Personas con capacidad de gestar: 
a hombres transgénero, personas inter-
sexuales y personas no binarias debe brin-
dárseles atención integral para la IVE sin 
barreras, discriminación o estigmatización. 
Deben respetarse sus derechos a la identi-
dad de género, la igualdad, la dignidad y 
el libre desarrollo de la personalidad.
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2.2. Las políticas públicas

Un asunto como el aborto revela desigual-
dades y estereotipos de género presentes 
en nuestra sociedad, por lo mismo, sobre-
pasa los alcances de lo legal y puntualmen-
te de lo penal. Los imaginarios culturales 
sobre el rol de las mujeres en la reproduc-
ción hacen parte del contexto de discri-
minación y estigmatización del aborto, lo 
que debe abordarse a través de medidas 
alternativas, amplias y diversas, como por 
ejemplo las políticas públicas, tal como ha 
exhortado la Corte.

En los Lineamientos de la Política Pública 
Nacional de Equidad de Género para las 
Mujeres de 2012 se mencionó la impor-
tancia de incorporar en esta política una 
línea de acción orientada a la atención 
oportuna y eficaz de la IVE, de acuerdo 
con la Sentencia C-355 de 2006, lo que no 
fue nombrado de manera específica en el 
CONPES 161 de 2013 – Equidad de Género 
para las Mujeres, aunque sí incluido en el 
diagnóstico y como parte del eje temático 
de Salud y DSDR. En la Política Pública Na-
cional de Equidad de Género para las Mu-
jeres (CONPES 4080 de 2022) actualmen-
te vigente, la promoción de los derechos 
sexuales y derechos reproductivos es uno 
de los ejes priorizados. Aun así, las medi-
das que se señalan con relación a la IVE no 
tienen una línea de acción propia, sino que 
se inscribe en la de reducir la mortalidad 
materna, esto quiere decir que el énfasis 
no recae en el fomento de la autonomía. 

Entre el 2014 y el 2021 el país tuvo su se-
gunda política pública sobre sexualidad, 
derechos sexuales y derechos reproducti-
vos, un conjunto de acciones sectoriales e 

intersectoriales para promover estos dere-
chos y la equidad de género, y prevenir y 
atender de manera integral la salud sexual 
y reproductiva con enfoque de derechos 
humanos (Ministerio de Salud y Protección 
Social, 2014). 

Esta política debe ser actualizada armóni-
camente considerando el exhorto realiza-
do por la Corte en la sentencia C-055 de 
2022, que llama por una política pública 
integral que contenga como mínimo: in-
formación sobre opciones reproductivas, 
la eliminación de barreras para el ejercicio 
de los derechos sexuales y reproductivos, 
instrumentos de prevención del embarazo 
y de planificación, educación sexual y re-
productiva, medidas de acompañamiento 
a madres gestantes, entre otros compo-
nentes, todos los que deben proteger la 
dignidad de las mujeres, su autonomía y 
libertad. 

Durante la construcción del Plan Nacio-
nal de Desarrollo 2022-2026 “Colombia, 
potencia mundial de la vida”, se puso en 
consideración un artículo sobre una Políti-
ca nacional de derechos sexuales y dere-
chos reproductivos. En la deliberación en 
el Congreso de la República se propuso 
suprimir este último grupo de derechos 
poniendo en riesgo su contenido, que 
trasciende la IVE, y la integralidad e inter-
dependencia entre los derechos sexuales 
y los reproductivos. Finalmente, este artí-
culo fue eliminado por completo del Plan, 
sin que se haya recogido en este instru-
mento de planeación nacional el compro-
miso con estos derechos, que reclaman 
medidas estatales decididas. 





03. HALLAZGOS 
CON RELACIÓN A LA 
IMPLEMENTACIÓN DE LA 
SENTENCIA C-055 DE 2022
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Los hallazgos del primer año y medio de 
implementación de la Sentencia C-055 de 
2022 muestran un panorama de impor-
tantes avances y pendientes que no dan 
espera. Por un lado, se destacan mejoras 
en el acceso oportuno a la IVE, adopción 
de medidas y buenas prácticas en favor 
de una oportuna implementación, fortale-
cimiento del conjunto normativo y de polí-
tica pública —a través de la expedición de 
la Resolución 051 de 2023 del Ministerio de 
Salud y de la Directiva 009 de 2023 de la 
Fiscalía— y mayor reconocimiento de los 
derechos reproductivos de las mujeres, 
como lo muestra la encuesta Polimétrica, 
según la cual un 48% de las personas en-
cuestadas piensa que la IVE es un derecho 
(20% más que en diciembre de 2021) y un 
67% considera que la IVE es una decisión li-
bre de la mujer, esto es, el doble de la favo-
rabilidad expresada en diciembre del 2021 
(Cifras y Conceptos y La Mesa por la Vida 
y la Salud de las Mujeres, 2023). Por otro 
lado, no obstante, persisten vulneraciones 
a la IVE, entendidas como situaciones de 
daño, lesión o perjuicio que impiden el 
ejercicio pleno de este derecho; aunque 
con variaciones propias del nuevo marco 

Del balance del primer año de implemen-
tación de la sentencia, realizado por La 
Mesa por la Vida y la Salud de las Mujeres 
y la Fundación Oriéntame, se extraen para 
este Informe Defensorial cuatro grandes 
conclusiones con relación al acceso a la 
IVE (Niño Contreras et al., 2023):

La primera, a partir de los datos de Orién-
tame —IPS que ofrece servicios de salud 
sexual y reproductiva a través de 12 sedes 

normativo, las vulneraciones se expresan 
en barreras de tipo social y cultural marca-
das por el desconocimiento y la estigmati-
zación, violencia reproductiva, discrimina-
ción, criminalización, barreras de acceso a 
los servicios y fallas en el sistema de salud, 
además del retraso frente a la actualización 
de la política pública de derechos sexuales 
y derechos reproductivos en los términos 
fijados por la Corte Constitucional en el ex-
horto de la decisión en cuestión en este 
Informe Defensorial.

Este capítulo está dedicado a presentar al-
gunas cifras sobre la atención y el acceso 
a la IVE bajo el marco normativo actual y 
medidas institucionales notorias que con-
tribuyen a la implementación de la Senten-
cia C-055 de 2022; seguidamente se ca-
racterizan los casos acompañados por las 
Duplas de Género de la Delegada para los 
Derechos de las Mujeres y Asuntos de Gé-
nero y, con ellos como base, junto a otras 
fuentes de información, se exponen cinco 
categorías de vulneraciones a la IVE como 
componente de los derechos sexuales y 
derechos reproductivos.    

físicas en el país—, indica que, respecto al 
año inmediatamente anterior al fallo, se 
mantuvo constante el porcentaje de mu-
jeres que accedieron durante las primeras 
12 semanas de gestación (93%); menos del 
1% de los procedimientos tuvieron lugar 
con más de 24 semanas. En esta misma lí-
nea, La Mesa, que se especializa en acom-
pañar legalmente a mujeres que enfrentan 
barreras de acceso y por lo mismo viven 
demoras que hacen que lleguen a la or-

1. Atención y acceso a la IVE en el primer año 
y medio de implementación de la Sentencia 
C-055 de 2022



33ganización con edades gestacionales avan-
zadas, evidenció un aumento del 27% entre 
las que se encontraban en las primeras 12 
semanas de embarazo y una consecuente 
disminución en el porcentaje de mujeres 
asesoradas por encima de esta edad (-9 
puntos porcentuales de las que estaban 
entre la semana 13 a la 20, -6 puntos entre 
la semana 21 a 24, y -5 puntos después de 
la semana 24). 

La segunda conclusión advierte que menos 
mujeres requirieron acompañamiento legal 
y gestiones administrativas por parte de La 
Mesa (-11%), en cambio, más solicitaron in-
formación sobre el nuevo marco normativo 
(14%).

La tercera conclusión apunta al aumento en 
el acceso por telemedicina y teleexperticia, 
que en Oriéntame alcanzó el 28% del total 
en el primer año de implementación de la 
Sentencia C-055 de 2022, esto es, un 5% por 
encima del periodo anterior. 

La cuarta conclusión es que hubo un incre-
mento de mujeres que accedieron a través 
de su EPS: 15% entre las asesoradas legal-
mente por La Mesa; no obstante, el 56% 
de las mujeres atendidas por Oriéntame, 
aun estando afiliadas al sistema de salud, 
pagaron con sus propios recursos el pro-
cedimiento o fueron beneficiadas de algún 
subsidio otorgado por la Fundación. 

Por su parte, Profamilia —IPS especializada 
en salud sexual y reproductiva con 52 clíni-
cas en distintas ciudades del país— informó 
que en el primer año de la sentencia realizó 
49.000 atenciones, 65.9% más que el año 
anterior; de estas, el 97.2% se hicieron antes 
de la semana 16 de gestación y el 86% antes 
de la semana 12; solo el 1.1% de los procedi-
mientos fueron después de las 24 semanas 
(Profamilia, 2023a). Su Directora Ejecutiva, 
Marta Royo, considera que el cambio nor-
mativo permite “simplificar la ruta de acce-

so” (comunicación personal, 31 de octubre 
de 2023). Cifras más recientes de la misma 
organización muestran que entre enero y 
julio de 2023 se produjo un aumento del 
36.7% en los procedimientos respecto al 
mismo periodo del año anterior (Profamilia, 
2023c). Su balance a septiembre del 2023, 
a más de año y medio del fallo, señala que 
el 75% de los abortos realizados en su red 
ocurrieron antes de la semana 9, mediante 
métodos farmacológicos y en muchos ca-
sos a través de telemedicina, y el 88% en las 
primeras 12 semanas de gestación, es decir, 
que 3 de cada 4 abortos sucedieron en el 
primer trimestre (Profamilia, 2023c). El 75% 
de las mujeres que accedieron pertenecían 
a los estratos socioeconómicos 1 y 2 (Profa-
milia, 2023c).

Aunque estas dos IPS —las de mayor co-
bertura de atención de la IVE en el país— 
presentan algunas diferencias en sus datos 
—como el hecho de que Profamilia experi-
mentó aumentos en las atenciones, no así 
Oriéntame—, de sus balances es posible 
deducir al menos dos hallazgos. En primer 
lugar, en el primer año de implementación 
de la sentencia, las atenciones se concen-
traron en las primeras 12 semanas de ges-
tación (93% en el caso de Oriéntame y 86% 
en el caso de Profamilia), de manera que la 
despenalización hasta las 24 semanas re-
dunda positivamente en el acceso oportu-
no y, a la par, los abortos de más de 24 se-
manas estarían relacionados principalmente 
con barreras de acceso, como se verá más 
adelante. En segundo lugar, un modelo con 
menos requisitos, un entorno en el que se 
abandona la penalización y la forma en la 
que se están prestando los servicios pare-
ciera motivar una gestión más autónoma 
del acceso. En la entrevista realizada a Laura 
Castro González, coordinadora de La Mesa 
por la Vida y la Salud de las Mujeres, nom-
bró que las mujeres están derribando las 
barreras por ellas mismas (comunicación 
personal, 24 de octubre de 2023). 
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Como se dijo, Oriéntame y Profamilia son 
IPS especializadas en salud sexual y re-
productiva, de modo que tienen personal 
entrenado, rutas definidas de atención, 
experiencia en la práctica de los procedi-
mientos durante los años de implementa-
ción del modelo de causales, investigación 
y gestión del conocimiento, sistemas de 
información que hacen seguimiento a la 
IVE y otros elementos que hacen sus datos 
altamente valiosos y confiables para eva-
luar la implementación. De ahí que se haya 
optado por presentarlos en un primer mo-

Esta falencia afecta el trazado de políticas 
públicas en la materia y el seguimiento 
que hace la sociedad civil, ya que no tiene 
información pública disponible, o bien, la 
que se encuentra despierta desconfianza. 

De acuerdo con la respuesta del Ministe-
rio de Salud (2023) a la petición presenta-
da, entre el 2022 y mayo del 2023 (preli-
minares) se atendieron en el país 30.683 
mujeres de 10 a 49 años en los servicios 
de salud por diagnóstico principal aborto 
médico incompleto y completo, falla de la 
inducción medica del aborto, extracción 
menstrual y problemas, lo que —como se 
ve— no diferencia aborto voluntario de es-
pontáneo. 

mento, esto sin dejar de analizar, como se 
hará a continuación, los datos oficiales, que 
si bien despiertan inquietudes por el subre-
gistro y las inconsistencias como errores en 
la codificación de los procedimientos y sus 
métodos, dan cuenta del comportamiento 
agregado de prestadores públicos y priva-
dos, incluyendo los dos anteriores, y de la 
calidad misma del sistema de información 
nacional al respecto. A esto se refirió Óscar 
Marroquín, ginecólogo y referente médico 
de la Fundación Oriéntame: 

El 76% de las atenciones (23.263) fueron 
en el 2022 y el 24% en el 2023 (7.420), con 
corte a mayo, por lo que no es posible 
comparar el comportamiento entre los 
dos años. 

Por departamentos y distrito capital, la 
mayor frecuencia de atenciones se regis-
tró así: 8.314 en Bogotá (27%), 3.893 en 
Antioquia (12.6%), 2.673 en Valle del Cau-
ca (8.7%), 1.978 en Cundinamarca (6.4%) y 
1.532 Santander (5%), lo que indicaría una 
relación entre desarrollo urbano/concen-
tración de servicios públicos y privados, y 
la prestación efectiva de los servicios de 
salud. Los demás departamentos pueden 
verse en el siguiente gráfico.

“En los sistemas de búsqueda de información la interrupción [voluntaria 
del embarazo] no está bien codificada, entonces mira que […] el perso-
nal de salud no lo sabe codificar y siguen por ejemplo codificando una 
interrupción como un aborto incompleto. Entonces, claro, cuando va 
y se busca la información, esa codificación se genera en un problema 
y entonces ahí es cuando entramos en la discusión por el número de 
abortos por interrupción que se practican en este país y es totalmen-
te desconocido, […] entonces es muy difícil poder identificar adecua-
damente la práctica que hacemos (interrupción) versus el aborto que 
es espontáneo”. (comunicación personal, 17 de octubre de 2023)”



Por edades, las mujeres se encontraban 
principalmente entre los 20 y 29 años de 
edad (53.5%). Las que estaban entre los 
10 y los 24 años fueron las que recibieron 
más atenciones (29%), seguidas de las 
que tenían entre 25 y 29 años (24.5%), y 
las de entre 30 y 34 años (17%). 

Un 1.1% de los casos eran de menores de 
14 años, esto es, 352 casos en los que se 
presume violencia sexual. 

Gráfico 1. Departamentos y distrito capital de las mujeres atendidas por diagnóstico 
principal aborto médico incompleto y completo, falla de la inducción medica del 
aborto, extracción menstrual y problemas, 2022-2023*

Fuente: Ministerio de Salud y Protección Social, 2023. RIPS.
Nota: Los datos de 2022 y 2023 son preliminares, el último año es con corte a mayo.
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Gráfico2. Grupos de edad de las mujeres atendidas, 2022-2023*

Fuente: Ministerio de Salud y Protección Social, 2023. RIPS.
Nota: Los datos de 2022 y 2023 son preliminares, el último año con corte a mayo.
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Al revisar la pertenencia étnica de 
las mujeres atendidas, el 95.6% no 
reportó esta información. Un 1.4% 
se identificó como indígena, un 1.2% 
como negra, mulata, afrocolombiana o 
afrodescendiente, y 1.6% se identificó 
como de otras etnias. Los porcentajes de 
palenquera, raizal y rom se encuentran 
por debajo del 1%, con una, cinco y seis 
mujeres, respectivamente. 
 
Ahora bien, teniendo claro que los datos 
aportados por el Ministerio de Salud son 
preliminares y que abarcan periodos 
diferentes a los datos disponibles de 
las IPS especializadas, es posible hacer 
una comparación que nos da una 
idea aproximada de las brechas de 
información. Mientras, según información 
del Ministerio, entre 2022 y 2023 (mayo) 
se atendieron 8.314 mujeres en Bogotá, la 
información solo de Oriéntame entre el 
22 de febrero de 2022 y el 1 de febrero 
de 2023 reporta 8.421 mujeres atendidas 
en la capital del país. Los datos de 
Oriéntame deberían estar incorporados 
en los nacionales que maneja la autoridad 
sanitaria; estos deberían, a su vez, incluir 
la información de otros prestadores 
disponibles en la ciudad, como la misma 
Profamilia, que tiene mayores volúmenes 
de atención. De manera que se abren 
preguntas sobre el sistema de información 
y los alcances reales de la atención. 

Al seguir indagando por los datos en esta 
entidad territorial encontramos que entre 

2022 y 2023 (enero a junio) se realizaron 
en Bogotá, de acuerdo con los RIPS que 
reportan las Empresas Administradoras 
de Planes de Beneficio (EAPB), 18.054 
procedimientos de IVE; de estos, 11.911 
corresponden al año 2022 y 6.143 al 
primer semestre del 2023 (Secretaría 
Distrital de Salud de Bogotá, 2023). La red 
pública reportó 578 procedimientos en el 
2022, equivalentes al 3.2%, y ninguno en 
el 2023, de manera que el 96.8% de los 
procedimientos se realizaron en la red 
privada. Ya que se tiene conocimiento de 
que en la capital del país la red pública 
presta efectivamente servicios de IVE, 
estos datos indican omisiones en la 
obligación de reportar y un ejercicio más 
juicioso por parte de los prestadores 
privados, sin decir con esto que todos 
lo hagan. Además, vuelve a generar 
inquietudes sobre los datos aportados 
por el Ministerio de Salud.

La Secretaría Distrital de Salud de Bogotá, 
consciente del subregistro de algunas 
IPS a los RIPS, diseñó en enero de 2023 
una matriz para el seguimiento a los 
procedimientos de IVE, la que a su juicio se 
ajusta más a la realidad, encontrando que 
entre enero y junio de 2023 se realizaron 
9.124 procedimientos, una diferencia 
de 2.981 procedimientos respecto a lo 
reportado en los RIPS. En estos datos, el 
método más utilizado es el farmacológico 
(53%), seguido por otros métodos (21%), 
aspiración al vacío (20%), dilación y 
curetaje (4%) y asistolia fetal (2%). 
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Gráfico 3. Métodos utilizados para la IVE, Bogotá, 2022-2023*

Fuente: Secretaría Distrital de Salud de Bogotá, 2023. Matriz de seguimiento a la IVE 
de la entidad.
Nota: Datos de 2023 con corte a junio.

Mientras en lo reportado a los RIPS no hay 
información disponible sobre las semanas 
de gestación, en el seguimiento que reali-
za la Secretaría se encuentra que el 99.2% 
de los procedimientos sucedieron con 24 
semanas de gestación o menos (9.053) y 
el 0.77% en las semanas siguientes. Estos 
datos tienen vacíos como los señalados; 
aun así, se consideran más confiables pues 
son consistentes con los registros de las 
dos IPS especializadas en estos servicios 
en el país. Frente a la edad de las mujeres 
solicitantes, el 61% estaba entre los 20 y los 
30 años, el 24% entre los 31 y los 40 años, 
el 12% tenía 19 o menos años, y el 3% más 
de 40 años.

En Medellín, de acuerdo con la Secretaría 
de Salud (2023), entre 2022 y 2023 (infor-
mación preliminar, se asume el corte al 21 
de agosto por ser el solicitado) se reali-
zaron 7.417 procedimientos relacionados 
con la terminación del embarazo, 4.129 
en el 2022 y 3.288 en el 2023. La informa-
ción por edades muestra que el 71% de las 
atenciones se dieron entre los 20 y los 34 
años. Según los datos del Ministerio de Sa-
lud (2023), entre el 2022 y mayo del 2023 
(preliminares), las atenciones en Medellín 
fueron 2.085, evidenciándose nuevamente 
las inexactitudes en los reportes.
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Gráfico 4. Procedimientos relacionados con la terminación del embarazo, por 
edades, Medellín, 2022-2023*

Fuente: Secretaría de Salud de Medellín, 2023. RIPS.
Nota: Las cifras de 2023 son preliminares, se asume el corte al 31 de agosto por ser el 
solicitado.

La Secretaría de Salud Pública de Santiago 
de Cali (2023) informó que entre febrero 
de 2022 y enero de 2023 se reportaron 
714 procedimientos. Según la entidad, la 
información preliminar del 2023, con cor-
te a agosto, indica que se realizaron 305 
interrupciones del embarazo. 

Por su parte, el Ministerio de Salud (2023) 
informó, con base en los RIPS, que entre el 
2022 y mayo de 2023 (preliminares) fueron 
1.827 atenciones en esta ciudad.
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Gráfico 5. Procedimientos asociados a la IVE reportados, Santiago de Cali, 2022-2023*

Por su parte, la Secretaría Distrital de Salud 
de Barranquilla informó 2.824 atenciones 
desde febrero del 2022 y hasta el 30 de 
junio de 2023, de las cuales 1.074 corres-
pondían al 2022 y 1.750 al primer semestre 
del 2023. Casi el 80% de las atenciones se 

realizaron con menos de 12 semanas de 
gestación, y las atenciones por encima de 
las 25 semanas representan menos del 1%. 
El Ministerio de Salud informó que entre el 
2022 y mayo de 2023 (preliminares) se die-
ron 436 atenciones en Barranquilla.

Fuente: Secretaría de Salud Pública de Santiago de Cali, 2023. RIPS
Nota: Datos de febrero de 2022 a enero de 2023.
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Gráfico 6. Edades gestacionales de las atenciones a la IVE, Barranquilla, 2022-2023*

En Manizales se realizaron 887 atenciones 
(Secretaría de Salud de Manizales, 2023). 
De estas, 538 ocurrieron en el 2022 y 349 
en el 2023 (a agosto); del total, el 64.2% co-
rresponden al método farmacológico y el 
35% a aspiración manual. No figuran más 
métodos ya que en la ciudad solo tres insti-

tuciones realizan procedimientos de IVE, y 
ninguna en edades gestacionales mayores 
a la semana 15. Los datos del Ministerio de 
Salud (2023) informan 161 atenciones entre 
el 2022 y mayo de 2023 (preliminares) en la 
capital del departamento de Caldas.

Fuente: Secretaría Distrital de Salud de Barranquilla, 2023. RIPS
Nota: Datos de 2023 con corte a junio.
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Gráfico 7. Atenciones IVE por método y año, Manizales, 2022-2023*

El Departamento Administrativo Distrital de Salud de Cartagena respondió lo siguiente 
sobre las atenciones en el distrito:

Esta respuesta ignora la obligación de 
los departamentos de salud de adoptar, 
implementar, administrar y coordinar 
la operación de un sistema integral de 
información en salud en su territorio, 
además de generar y reportar la 

información que requiera el sistema de 
salud, tal como lo establece la Ley 715 de 
2021 en su artículo 43. Al revisar la respuesta 
del Ministerio (2023), en Cartagena se 
registraron 1.059 atenciones entre el 2022 
y mayo de 2023 (preliminares).

“Actualmente no [se] cuenta con esta información, dado que las 
IPS están obligadas por ley a enviar directamente esos datos a las 
EAPB para ser ingresados en el Sistema de Información General del 
Ministerio de Salud SISPRO; sin embargo, al realizar la búsqueda 
en este sistema, la información validada tiene un atraso de 
aproximadamente 2 años. (Departamento Administrativo Distrital de 
Salud de Cartagena, 2023, p. 6).” 

Fuente: Fuente: Secretaría de Salud de Manizales, 2023. RIPS
Nota: Datos de 2023 con corte a agosto.
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Aunque los datos son disímiles entre enti-
dades territoriales, pues cubren periodos 
diferentes y aportan variables distintas, 
muestran que se están prestando servi-
cios y, además, permiten llegar al menos 
a tres conclusiones: i) aunque no todas 
las interrupciones en el primer trimestre 
se realizan con medicamentos, el méto-
do farmacológico es el más utilizado en el 
país para interrumpir el embarazo dentro 
del sistema de salud; ii) la mayoría de inte-
rrupciones se producen dentro del plazo 
de las 24 semanas, en Bogotá y Barranqui-
lla, ciudades que aportaron información 
sobre edad gestacional; sucede de esta 
manera en el 99% y el 90% de los casos, 
respectivamente; y iii) las atenciones se 
concentran en mujeres jóvenes de 20 a 30 
años, como lo muestra la información de 
Bogotá, donde son el 61%, y Medellín, don-
de alcanzan el 57%. 

Entre las medidas en pro de la implementación de la Sentencia C-055 de 2022 se en-
contraron: pronunciamientos y actos de orden administrativo; asistencias técnicas y de 
fortalecimiento de competencias; nuevos servicios; acciones de promoción de la IVE 
como DSDR y la creación y sostenimiento de instancias técnicas de articulación.

La expedición de la Resolución 051 de 
2023 es un paso fundamental para la efec-
tiva implementación de la Sentencia C-055 
de 2022 en el sector salud y para el desa-
rrollo de una política pública sobre abor-
to por fuera del ámbito penal. Del mismo 
modo, es valiosa la comunicación emitida 
el 20 de febrero de 2023 por la Superinten-
dencia Delegada para Prestadores de Ser-
vicios, en la que se reitera la Circular Exter-
na 003 de 2013 con las instrucciones que 
sobre la IVE deben seguir los prestado-

Renglón aparte merecen las inconsisten-
cias entre los datos reportados al Minis-
terio y los que custodian las autoridades 
sanitarias de departamentos, distritos y 
municipios. 

La disparidad de la información dificulta 
realizar análisis más completos y justifican 
la enorme necesidad de reportes actuali-
zados y confiables, de modo que se co-
rrespondan con la realidad de la atención 
y permitan entender mejor quiénes son 
las mujeres o personas con capacidad de 
gestar que abortan. Es de esperar que con 
la despenalización hasta la semana 24 si-
gan mejorando estos registros y que las 
autoridades sanitarias promuevan las opti-
mizaciones esperadas, como viene suce-
diendo en Bogotá y en Santander, según 
se supo por diagnóstico de autoría de Pro-
familia (comunicación personal, 2023).

res (Superintendencia Nacional de Salud, 
2023). Este comunicado hace un llamado 
al cumplimiento de la Sentencia C-055 
para que se permita el acceso a partir de 
la manifestación de la voluntad de la niña, 
adolescente, mujer o persona gestante, o 
en las causales permitidas cuando se esté 
ante un embarazo de más de 24 semanas, 
y pide definir previamente los/as profesio-
nales que realizarán los procedimientos, 
quienes deberán ser capacitados/as para 
evitar cualquier estigmatización.

a. Actos administrativos consecuentes con la Sentencia C-055 de 2022

1.1. Medidas en Pro de la implementación de la 
Sentencia C-055 de 2022
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La Fiscalía General de la Nación dio ejem-
plo al hacer lo correspondiente con la Di-
rectiva 009 de 2023, sobre investigación y 
judicialización del delito de aborto. Otras 
entidades del orden nacional deberán 
actualizar y ajustar sus lineamientos e ins-
trucciones al régimen actualmente vigen-
te. Este es el caso del ICBF (2023), que in-
formó que su meta actual es actualizar el 
Lineamiento técnico para la atención de 
niños, niñas y adolescentes con derechos 
amenazados y/o vulneradas víctimas de 
violencia sexual, el que data del 2017, para 
lo que debería tener en cuenta un aborda-
je integral a la IVE, no únicamente en casos 
de violencia sexual, asuntos críticos como 
el consentimiento en menores de edad y 
las sanciones al personal que intente cons-
treñirles. 

En sintonía con la jurisprudencia y con los 
lineamientos de política pública, algunas 
autoridades de los niveles departamental, 
distrital y local han emitido actos adminis-
trativos propios que propugnan por la apli-
cación de estos en su circunscripción. 

Además de estos lineamientos y reco-
mendaciones, la implementación de los 
estándares legales y el marco normativo 
encuentra en la asistencia técnica una im-
portante herramienta de asesoría persona-
lizada y descentralizada. Por sus funciones, 
el Ministerio de Salud lidera lo correspon-
diente frente a las asistencias técnicas so-
bre la Resolución 051 y la RIAMP en lo que 
refiere a aborto, las circulares 044 y 047, lo 
que es apreciado como un gran esfuerzo. 
No obstante, desde el nivel territorial se re-
clama un mayor acompañamiento (grupo 
focal 5, 18 de septiembre de 2023). 

El nivel central del ICBF, también se ofrecen 
asistencias técnicas para el fortalecimiento 

De esta manera, la Secretaría Distrital de 
Salud de Bogotá expidió la Circular 024 
de 2023, con recomendaciones para ga-
rantizar el acceso seguro, oportuno y de 
calidad a la atención integral de la IVE, en 
el marco de los derechos sexuales y de-
rechos reproductivos. En ella se exhorta 
a los prestadores de servicios de salud 
públicos y privados a hacer lo necesario 
para garantizar el acceso y eliminar todo 
tipo de barrera, con lo que se busca re-
ducir los embarazos no deseados y eli-
minar los abortos inseguros. La Secretaría 
de Salud Pública de Cali emitió la Circular 
4145.020.22.2.1020.007370 del 10 de sep-
tiembre de 2022, sobre la obligatoriedad 
del cumplimiento de la Sentencia C-055 
de 2022, dirigida a los gerentes de las En-
tidades Administradoras de Planes de Be-
neficios EAPB y a los gerentes de las Em-
presas Sociales del Estado. En el caso del 
departamento de Santander, la Secretaría 
de Salud Departamental emitió la Circular 
013 del 14 de febrero de 2023, en la que di-
funde las competencias y obligaciones de 
los actores del sector salud frente a la IVE. 

de capacidades de autoridades adminis-
trativas y equipos interdisciplinarios de la 
sede nacional, las regionales y los centros 
zonales. Además, suscribió un acuerdo de 
entendimiento con el UNFPA para la for-
mación en derechos sexuales y derechos 
reproductivos. A su vez, la Fiscalía realizó, 
en marzo del 2023, una formación sobre 
la IVE.

La Secretaría de Salud de Bogotá ofrece 
orientaciones técnicas y fortalecimiento 
de competencias a profesionales de las 
subredes, EAPB e IPS, y tiene un curso vir-
tual dedicado a la RIAMP, de la que hace 
parte la IVE. Además de las asistencias 
técnicas, capacitaciones y entrenamiento 

b. Asistencia técnica sobre la IVE como componente de los DSDR y 
parte de la atención de las VBG
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al personal de salud y social, la Secreta-
ría de Salud de Medellín implementa ac-
ciones de información y sensibilización 
en farmacias y droguerías para la capta-
ción temprana de mujeres en edad fértil 
y orientación frente a su reproducción, in-
cluida la IVE. En Manizales, la Secretaría de 
Salud formó al Comité de Salud Sexual y 
Reproductiva y a los agentes comunitarios 
del equipo de Atención Primaria en Salud, 
quienes a su vez asesoran y acompañan 
a las mujeres. Barranquilla realizó capaci-

De la mano de lo anterior, varias personas 
entrevistadas y que participaron de los 
grupos focales hicieron menciones so-
bre nuevos prestadores de IVE tras el fa-
llo, entendiendo por esto prestadores de 
servicios de salud que antes no brindaban 
esta atención aun teniendo en sus estable-
cimientos las condiciones para ello. En su 
entrevista, Liliana Oliveros León, abogada 
del Grupo Sexualidad, Derechos Sexuales 
y Reproductivos del Ministerio de Salud y 
Protección Social, expresó que cada vez 
recibían más solicitudes de asesoría para 
estos fines (comunicación personal, 27 de 
octubre de 2023). 

Para la Fundación Oriéntame, pionera en 
el país en la atención del aborto mediante 
telemedicina, esta modalidad de atención, 
que tuvo un gran impulso durante la pan-
demia del Covid-19, es una estrategia de 
ampliación del acceso, por permitir supe-
rar barreras asociadas al desplazamiento y 
la distancia, además de hacer posible que 

taciones específicamente en esta materia 
en el 2023, del mismo modo Cali, además 
de entrenamientos para el primer nivel de 
atención; y Cartagena lo hizo como parte 
de la atención integral en salud a víctimas 
de violencia sexual. Algunas de estas ac-
ciones han contado con la participación 
de organizaciones de la sociedad civil, 
como La Mesa por la Vida y la Salud de las 
Mujeres, la Fundación Mujer y Futuro, y Ja-
carandas, así como de prestadores como 
Oriéntame y Profamilia.

la mujer reciba el acompañamiento en un 
lugar en el que se sienta segura y cómoda 
(Oriéntame, 2020).  

Haciendo uso de las nuevas tecnologías, 
desde el 2021 Profamilia puso en marcha 
Mía, un servicio de aborto legal seguro 
hasta la semana 12 de gestación a través 
de telemedicina, de manera que este 
puede ser autogestionado en el espacio 
que determine la consultante (Profamilia, 
2023b). Mía también incluye el envío de un 
kit, atención 24/7 en caso de necesitarse, 
una cita de control posterior para verifi-
car que el procedimiento fue adecuado 
y asesoría en anticoncepción u otro tema 
de salud sexual y reproductiva (Profamilia, 
2023b). Entre 2021 y octubre de 2023, la or-
ganización calcula que 15.000 personas re-
cibieron asesoría, información y atención 
por este servicio, encontrándose el 34% 
en ciudades pequeñas e intermedias (Pro-
familia, 2023b). 

c. Nuevos servicios de atención de la IVE
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Las Secretarías de Salud de Bogotá, Mede-
llín, Cali y Barranquilla y el Departamento 
Administrativo Distrital de Salud de Carta-
gena vienen desarrollando, en el primer 
año y medio de implementación de la Sen-
tencia C-055, acciones de formación y di-
fusión sobre el aborto legal con diferentes 
públicos ciudadanos. En Bogotá se hizo a 
través de radio, redes sociales, plataformas 
de la dependencia y otros canales digita-
les y en los entornos cuidadores comuni-
tario, educativo y hogar, con el propósito 
de empoderar a las mujeres. En Medellín 
se realizaron espacios de socialización de 
la sentencia y se destacó la estrategia que 
al respecto tiene la Secretaría de las Muje-
res. La Secretaría de Salud de Cali imple-

En lugares como Bogotá, Medellín, Valle 
del Cauca, Santander, Norte de Santander 
y Putumayo se han instalado mesas técni-
cas intersectoriales dedicadas a la IVE. Es-
tas instancias permiten un seguimiento es-
trecho, fortalecimiento de las capacidades 
institucionales y mayor articulación entre 
la institucionalidad y la sociedad civil que 
trabaja en torno a los derechos sexuales y 
derechos reproductivos. La Delegada para 
los Derechos de las Mujeres y Asuntos de 
Género participa en varios de estos espa-
cios y ha impulsado la conformación de 
estas mesas en algunos departamentos.

En Bogotá la instancia se denomina Mesa 
intersectorial para la garantía de la interrup-
ción voluntaria del embarazo en el marco 
de los derechos sexuales y reproductivos, 
cuyo propósito es aunar esfuerzos entre 
los diferentes actores para garantizar una 
atención integral, segura, humanizada y 

mentó un formato llamado Hablemos de 
Sexualidad Comunal, que fue orientado 
a la promoción de estos derechos y a la 
divulgación del derecho fundamental a 
la IVE, lo que también se hizo como par-
te del desarrollo del plan de choque para 
la reducción de la mortalidad materna. En 
Barranquilla la difusión de los estándares 
constitucionales sobre la IVE estuvo en el 
plan de medios de comunicación de la 
entidad y se hizo un trabajo con jóvenes y 
adolescentes a través de los servicios ami-
gables y en los colegios. En Cartagena re-
saltan las acciones de educación en salud 
desplegadas en instituciones educativas 
para la promoción de los derechos sexua-
les y derechos reproductivos.

oportuna. Allí se construyó un plan inter-
sectorial con cuatro aspectos generales: 
ampliación de la red integrada de servi-
cios (implementación de tratamiento far-
macológico, métodos anticonceptivos 
modernos, acompañamiento e inspección 
técnica), espacios de fortalecimiento de 
competencias al talento humano en salud 
(inclusión en el currículo), desarrollo de es-
trategias de información y comunicación, 
y articulación sectorial e intersectorial.  

En Medellín, desde la Mesa técnica distri-
tal por el derecho a la IVE se busca hacer 
seguimiento al diseño, implementación y 
evaluación de los servicios, para mejorar 
la capacidad de respuesta institucional y 
apoyar la capacidad instalada. En el Valle 
del Cauca la instancia existe desde el 2010 
con el liderazgo de la Secretaría Depar-
tamental de Salud; su trabajo se enfoca 
en la gestión, superación de las barreras, 

d. Promoción de la IVE como componente de los DSDR y del 
derecho a la salud

e. Instancias técnicas de articulación 
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análisis de los casos y evaluación de la 
ruta de atención. La mesa ha sufrido cam-
bios como el ingreso de nuevos actores 
—como sucedió en el 2016 con la Defen-
soría del Pueblo y Profamilia—, el retiro de 
otros —como la Veeduría Ciudadana, que 

Las Duplas de Género de la Delegada para 
los Derechos de las Mujeres y los Asuntos 
de Género de la Defensoría del Pueblo re-
sumieron sus funciones en materia de IVE 
de la siguiente manera en los grupos fo-
cales realizados para este informe: promo-
ción y divulgación de los derechos sexua-
les y reproductivos para que las entidades 
cumplan con sus obligaciones y las perso-
nas puedan hacer exigibilidad de sus de-
rechos; orientación y acompañamiento de 
casos desde las perspectivas psico-social 
y legal, lo que requiere responder a las ne-
cesidades particulares de las mujeres y ge-
nerar redes estratégicas para que los casos 
les sean remitidos; activación de las rutas 
de atención e incidencia y gestión ante 
diversas instituciones públicas y privadas 
para la superación de barreras, y el respec-
tivo seguimiento. Para estos efectos, en el 
2022 se construyó una guía de atención a 
la luz de la Sentencia C-055 de 2022, con 
el fin de estandarizar el paso a paso y dar 
herramientas a todas las profesionales. 

Entre el 2018, año a partir del cual se lleva 
registro de manera sistemática, y el 31 de 
agosto 2023, las Duplas de Género cono-
cieron 222 casos relacionados con la IVE. 

ha sido un ejercicio muy poderoso en el 
departamento— y la transformación de 
Cali en distrito, con lo cual cambiaron las 
funciones del antes municipio (Marta Ceci-
lia Castaño Parra, comunicación personal, 
17 de octubre de 2023).

Desde el 2018 y hasta el 2020 se observa 
una tendencia al alza, siendo este último el 
año en que se presentaron más casos, con 
un total de 66, equivalentes al 30% del to-
tal. El aumento puede atribuirse al ejercicio 
proactivo de la Delegada por conocer más 
casos, a la mayor difusión y conocimiento 
del marco legal vigente y a los efectos de 
la pandemia de la Covid-19 en la atención 
de este servicio esencial, ya que se redujo 
su oferta por la concentración del sistema 
de salud en lo relacionado con el virus y 
por las restricciones a la movilidad, lo que 
requirió la participación de instituciones 
con capacidad de incidencia como la De-
fensoría. 

En el 2021 se produjo una importante dis-
minución, que hizo que este último año 
solo representara un 6% del total de los 
casos, que se explica por cambios en los 
procedimientos administrativos que se re-
flejaron en la contratación de los equipos. 
En el 2022 se da un repunte con 45 casos 
(20% del total). Con la información disponi-
ble al 31 de agosto del 2023, que muestra 
que han sido acompañados 38 casos, es 
posible prever que se producirá un incre-
mento respecto al 2022.

2. Los casos acompañados por la Delegada 
para los Derechos de las Mujeres y los 
Asuntos de Género
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Gráfico 8. Casos de IVE acompañados por las duplas de género entre 2018 y 2023*

Fuente: Delegada para los Derechos de las Mujeres y Asuntos de Género.
Nota: Datos de 2023 con corte a 31 de agosto.

Con el fin de analizar la implementación 
de la Sentencia C-055 de 2022 a partir de 
la base de datos, se propuso hacer énfa-
sis en dos periodos de tiempo: un primer 
periodo, del 22 de agosto de 2020 al 21 de 
febrero de 2022, en el que se encontraba 
vigente el modelo de las tres causales; y 
un segundo periodo, entre el 22 de febre-
ro de 2022 y el 21 de agosto de 20233 , que 
corresponde al primer año y medio de 
implementación del modelo mixto (plazo 
de 24 semanas + causales). 

Estas delimitaciones temporales bus-
can que las comparaciones se reali-
cen entre periodos iguales de un año y 
medio antes y después de la 

despenalización del aborto hasta la semana 
24 de gestación, para así analizar los cam-
bios producto de la nueva normatividad.

En el primer periodo fueron acompaña-
das 39 mujeres y en el segundo periodo, 
74 mujeres. Este aumento de casi un 90% 
pudo deberse —como se verá— a una 
combinación entre un mayor acercamien-
to de las ciudadanas de manera indepen-
diente y sin mediaciones a los servicios 
que ofrece la Defensoría a través de la 
atención al público —un canal amplio—, 
y a una consulta especializada en materia 
de derechos de las mujeres mediante el 
contacto directo con la Delegada en unas 
zonas puntuales del país.

3 Para facilitar la lectura los periodos, serán referenciados como el primer año y medio antes de la Sentencia C-055 de 
2022 y el primer año y medio después; o periodo 2020-2022 y 2022-2023, respectivamente.
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Gráfico 9. Acompañamiento de las duplas de género de casos IVE por períodos.

Fuente: Delegada para los Derechos de las Mujeres y Asuntos de Género.
Nota: Datos de 2023 con corte al 31 de agosto.

El año y medio antes de la Sentencia C-055 
de 2022, la principal fuente de recepción 
de los casos fue externa, a través de re-
misiones de otras entidades (41%) y orga-
nizaciones sociales (23%); y la atención al 
público representó el 31%. Durante este 
tiempo no se dieron remisiones por parte 
de la misma Delegada. En el año y medio 
después del fallo, la principal fuente pasó 
a ser la atención al público (39%), que 
respecto al período anterior aumentó un 
8% (del 31 al 39%), seguida de la remisión 
externa de otras entidades (25%) y orga-
nizaciones de la sociedad civil (11%), que 
compartió el tercer lugar como fuente con 
la Delegada (11%). 

Al revisar las características sociodemográ-
ficas de las mujeres acompañadas por las 
Duplas de Género durante el primer año y 
medio de implementación de la Sentencia 
C-055 de 2022, se encuentra que la mayor 
parte de los casos fueron de mujeres jó-
venes entre los 25 y los 29 años (24.3%) y 
entre los 20 y 24 años (20%), seguidas de 
las que estaban entre los 15 y los 19 años, y 
los 30 y los 34 años (12% cada quinquenio 
de edad), además de las de 35 a 39 años 
(9.5%), las niñas entre los 10 y los 14 años 
(7%), casos en los que se presume violen-
cia sexual, y por último, las de 40 a 44 años 
(3%). De un 12.2% no se tuvo información 
sobre su edad.
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Gráfico 10. Grupos de edad de las mujeres acompañadas, 2022-2023*

Fuente: Delegada para los Derechos de las Mujeres y Asuntos de Género
Nota: Datos de 2023 con corte a 31 de agosto.

En el periodo anterior a la Sentencia C-055, 
las edades fueron las siguientes: el 23% te-
nía entre 20 y 24 años, el 20% entre 10 y 
14 años, el 18% entre 25 y 29 años, el 13% 
entre 30 y 34 años, el 8% entre 15 y 19 años, 
el 5% de 40 a 44 años, y los grupos entre 
35 y 39 años y entre 45 y 49 años tenían 
2.5% cada uno. No se tuvo información de 
la edad del 8% de las mujeres. Al compa-
rar la variable edad en ambos periodos, 
se evidencia una disminución de los casos 
de violencia sexual de menores de 10 años 
(del 20% al 7%) y que en promedio el 52% 
de las acompañadas estaban entre los 15 y 
los 29 años, es decir, eran mujeres adoles-
centes y jóvenes. 

En el período 2022-2023 todas las perso-
nas acompañadas se identificaron como 
mujeres heterosexuales, solamente una 
pertenecía a la población OSIGD, reco-

nociéndose como bisexual. En el período 
anterior ninguna mujer se identificó como 
parte de esta población. En cuanto a la 
pertenencia étnica del primer año y medio 
de implementación, un 9.5% de las muje-
res acompañadas se identificaron como 
afrodescendientes y un 4% como indíge-
nas. En el periodo anterior, un 10% dijeron 
ser afrodescendientes, un 2.5% indígenas 
y un 15% indicó otra pertenencia étnica no 
especificada. El 72% en el primero periodo 
y el 86.5% en el segundo no se identifica-
ron en alguna etnia.  

Las mujeres con discapacidad entre el pri-
mer y el segundo período pasaron de ser 
el 2.5% al 9%, un aumento de 6.5 puntos 
porcentuales. A propósito de la naciona-
lidad de las mujeres acompañadas, estas 
eran en su mayoría colombianas (85%) y 
un 11% venezolanas, datos similares a los 
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Tabla 1. Lugar de acompañamiento de los casos, 2022-2023*

Fuente: Delegada para los Derechos de las Mujeres y Asuntos de Género.
Nota: Datos de 2023 con corte a 31 de agosto.

del período anterior, donde las colombia-
nas fueron el 82% y las venezolanas el 18%. 

En el período 2022-2023, el 88% de las 
mujeres acompañadas estaban afiliadas al 
sistema de salud, el 11% no lo estaba, y no 
se tenía este dato para el 1%. En el periodo 
anterior, el porcentaje de afiliadas era me-
nor (74%) y el de no afiliadas mayor (23%), 
lo que hace pensar que las modificaciones 
pueden deberse a la entrada en vigencia 
del Estatuto Temporal de Protección para 
Migrantes Venezolanos adoptado en el 
2021, propuesto para regularizar a la pobla-
ción venezolana en el país y, de esta ma-
nera, facilitar su acceso a servicios sociales 
como la afiliación al sistema de salud. No 
obstante, no se cuenta con datos que per-
mitan analizar si las solicitudes y el acceso 
a la IVE, cuando se dio, sucedió a través 
de las entidades promotoras de salud a las 
que se encontraban afiliadas.

Las mujeres acompañadas en el periodo 
que comprende el modelo mixto residían 
principalmente en zona urbana (82%), tal 
como se evidenció en el período ante-
rior. Las mujeres rurales pasaron de ser el 
18% en el primer periodo a representar el 
16% durante el segundo período de im-
plementación de la sentencia. De un 2% 
no se tuvo esta información. Al revisar los 
lugares de atención de los casos, se apre-
cia una predominancia de Valle del Cauca 
(36.5%), seguido con distancia por Norte 
de Santander (11%) y Caquetá y Antioquia 
(cada uno con un 7% de los casos), lo que 
se explica por las características mismas 
de los territorios, entre ellas situaciones 
de alteración del orden público y los altos 
flujos migratorios mixtos, y la experticia de 
las profesionales que prestan atención en 
estos lugares. Particularmente en Valle del 
Cauca se reciben casos de zonas rurales 
dispersas del Pacífico donde no se cuenta 
con garantías para un acceso efectivo.
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Aun cuando la Regional Bogotá recibe el 
mayor volumen de casos a nivel país de 
toda la Delegada —eso es, de todo el uni-
verso de aspectos relacionados con dere-
chos de las mujeres—, el bajo número de 
solicitudes relacionadas con la IVE en la 
capital del país podría deberse, como se 
mencionó en uno de los grupos focales, 
al mayor posicionamiento de organiza-
ciones sociales que brindan acompaña-
miento y de IPS que prestan la atención 
en salud. En el año y medio anterior a la 
Sentencia C-055 de 2022, Valle del Cauca 
(41%), Norte de Santander (10%) y Putuma-
yo (8%) fueron las regionales desde donde 
se acompañaron más casos.

En cuanto a la educación de las mujeres 
acompañadas durante el primer año y 
medio de implementación de la Senten-
cia C-055 de 2023, el 32% contaban con 
bachillerato, el 13.5% con primaria y el 
6.7% con ningún grado. Del 36.5% de las 
mujeres no se tuvo esta información. En el 
periodo anterior bajo el modelo de causa-
les, las que tenían bachillerato eran el 41%, 
en segundo lugar se encontraban las que 
habían realizado primaria (15%), y un 10% 
tenía pregrado, nivel escolar en el que se 
produjo una disminución al 4% en el se-
gundo periodo. No se tuvo información en 
el 36% de los casos.

Las ocupaciones de las mujeres acompa-
ñadas durante el primer año y medio de 
implementación de la Sentencia C-055 
de 2022 fueron actividades remuneradas 
(19%), estudiante (15%), desempleada (11%), 
actividades de cuidado no remuneradas 
(7%), actividades sexuales pagadas (3%) y 
una mujer se encontraba en una Casa Re-
fugio (1%). Del 44% no se tuvo información. 
Respecto al periodo anterior, las variacio-
nes se produjeron en la disminución de 
mujeres dedicadas a actividades remune-

radas (del 26% al 19%) y de cuidado no re-
muneradas (del 18% al 7%), al tiempo que 
aumentó la falta de información sobre esta 
variable.

Durante el primer año y medio del mode-
lo mixto, las mujeres acompañadas eran 
mayoritariamente solteras (61%), seguidas 
de las que estaban en algún tipo de unión 
(11%) y, por último, de las separadas el 4%. 
Del 24% no se tuvo esta información. Datos 
similares tuvo la variable estado civil en el 
año y medio anterior a la despenalización 
hasta la semana 24.

Al menos un 7% de las mujeres acompa-
ñadas en el primer año y medio de la im-
plementación eran víctimas del conflicto 
armado; de estas, un 20% fue víctima de 
algún delito contra la integridad sexual en 
este contexto. Antes, en el año y medio 
previo a la despenalización hasta la sema-
na 24, las víctimas del conflicto representa-
ban el 20% de las mujeres acompañadas, 
y dentro de este grupo la mitad había sido 
vulnerada en su integridad sexual. 

Ahora bien, al margen del conflicto arma-
do, en el periodo 2022-2023 al menos un 
54% de las acompañadas afirmaron haber 
sido víctimas de violencia psicológica, un 
34% de violencia sexual, un 15% de violen-
cia física, un 7% de violencia económica y 
un 5% de violencia patrimonial; todas ellas, 
violencias reconocidas en la Ley 1257 de 
2008.

En el periodo 2020-2022, las mujeres que 
expresaron haber sufrido violencia sexual 
fue el 58%, lo que se reflejaba en las cau-
sales de acceso a la IVE: la causal violen-
cia sexual representaba el 56.5%, seguida 
de la causal riesgo para la salud o la vida 
(38.5%) y malformación fetal (2.5%). No se 
tenía información del 2.5% de los casos. 
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datos indican que, a diferencia de la pre-
eminencia de la causal salud en los datos 
nacionales de acceso a la IVE 4  (por en-
cima del 90%), el acompañamiento de la 
Defensoría se concentró, durante el año y 
medio antes de la eliminación del delito 
de aborto hasta la semana 24, en la causal 
violencia sexual (más del 50% de los ca-
sos), lo que se explica por la misionalidad 
misma de la Delegada para Derechos de 
las Mujeres y Asuntos de Género respec-
to a las violencias basadas en género y su 
presencia en sitios con altas vulneraciones 
a los derechos humanos y a los derechos 
de las mujeres, como zonas con presen-
cia de actores armados, ausencia estatal y 
precariedades socioeconómicas. 

Esta relación estrecha entre violencias ba-
sadas en género e IVE en la atención de 
las Duplas de Género se expresa también 
en el hecho de que en algunas zonas del 
país la articulación institucional para la ges-
tión de los casos de IVE se ha construido 
alrededor de las instancias dedicadas a la 
prevención y atención de las violencias 
contra las mujeres, como afloró en algunos 
grupos focales. A nivel nacional también 
ha funcionado así. Sonia Serna, profesional 
de la Consejería Presidencial para la Equi-
dad de la Mujer, explicó cómo el estudio 
de casos complejos sobre IVE se daba en 
el Mecanismo articulador para el abordaje 
integral de las violencias por razones de 
sexo y género, de las mujeres, niños, niñas 
y adolescentes (comunicación personal, 
18 de octubre de 2023). El espacio natu-
ral debería ser la Comisión Intersectorial 
de Promoción de los Derechos Sexuales 
y Derechos Reproductivos, la que hasta 

el momento no tiene la IVE entre sus ejes, 
como señaló en su entrevista Liliana Olive-
ros León del Ministerio de Salud (comuni-
cación personal, 27 de octubre de 2023), y 
los espacios departamentales, distritales y 
locales creados para la IVE, como se men-
cionó en el segmento sobre medidas en 
favor de la implementación de la Senten-
cia C-055 de 2022.

En cuanto al periodo 2022-2023, la base 
de datos presenta información insuficiente 
sobre la edad gestacional, la causal de ac-
ceso en los casos correspondientes a eda-
des gestacionales mayores a la semana 24 
y el resultado efectivo de la atención (si la 
mujer accedió, desistió, se perdió contac-
to, entre otras), por lo que no se aborda en 
este análisis. Tras identificar estos vacíos, la 
Delegada para los Derechos de las Muje-
res y Asuntos de Género tomó las mejoras 
correspondientes.

En resumen, durante el primer año y medio 
de implementación de la Sentencia C-055 
de 2022 las mujeres acompañadas por las 
Duplas de Género fueron principalmente 
jóvenes entre los 20 y los 29 años de edad 
(44.3%), en su mayoría solteras (61%), resi-
dentes de zonas urbanas (82%), afiliadas al 
sistema de salud (88%), de nacionalidad 
colombiana (85%) y víctimas de algún tipo 
de violencia basada en género, primor-
dialmente violencia psicológica. Entre to-
das las acompañadas, el 7% fueron niñas 
entre los 10 y los 14 años, presumiendo que 
sus embarazos fueron producto de violen-
cia sexual. Además, un 11% de las acompa-
ñadas eran mujeres de origen venezolano, 
un 9.5% afrocolombianas y un 9% tenía una 
discapacidad.

4 Las cifras de Fundación Oriéntame y Profamilia muestran que, tras la adecuación de la atención bajo el modelo de cau-
sales, la principal causal de acceso a la IVE era la causal salud, representando más del 98% de los casos (González Vélez, 
2020). Un estudio con información de mujeres atendidas por IVE en el 2019 en dos IPS de Medellín, una privada y otra pú-
blica, identificó que en un 94% de los casos el acceso se produjo por la causal salud (Cárdenas Arias et al., 2022). Las cifras 
del acompañamiento legal que realiza La Mesa por la Vida y la Salud de las Mujeres también mostraban, a partir del 2008 
y hasta el 2017, una prelación de solicitudes por la causal salud, que era del 88.6% (González Vélez y Castro González, 2017).
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Como lo ha señalado el Comité de DESC 
en la antes citada Observación General N.º 
22 (2016), son numerosos los obstáculos en 
materia de salud sexual y reproductiva, de 
manera que el pleno disfrute de estos de-
rechos sigue siendo lejano para muchas 
personas, especialmente para mujeres, 
jóvenes, adolescentes y niñas en todo el 
mundo. 

De conformidad con lo planteado en 
el marco normativo y conceptual sobre 
las dimensiones que a juicio de la Corte 
Constitucional comprenden los derechos 
sexuales y derechos reproductivos (sobre 
la libertad y su faceta prestacional), y la de-
finición del Comité DESC sobre el conte-
nido de la salud sexual y reproductiva, a 
saber: autonomía, acceso a servicios y a 
información y educación, en este Informe 

Defensorial se propone una clasificación 
de las vulneraciones a la IVE en cinco ca-
tegorías5, para lo que se tuvo en cuen-
ta la información que arrojaron los casos 
acompañados por las Duplas de Género, 
los grupos focales, las entrevistas semies-
tructuradas, las respuestas a las peticiones 
realizadas a instituciones públicas y las 
fuentes secundarias. A propósito de estas 
últimas, y a pesar de que en el primer año 
y medio de implementación del modelo 
mixto de acceso al aborto se han registra-
do cambios positivos, como se vio en la 
primera sección de este capítulo, existen 
continuidades en las dificultades y desafíos 
presentes durante el modelo de causales, 
por lo que aquí se retoman y aplican análi-
sis, diagnósticos e informes de barreras de 
acceso elaborados durante esos años. 

3. Vulneraciones a la IVE como componente 
de los derechos sexuales y derechos 
reproductivos

5 Esta clasificación surgió tras varias lecturas, en especial, la literatura sobre barreras de acceso a la IVE (González Vélez 
y Castro González, 2017; Brack et al., 2017; Parra Rodríguez, 2021; Médicos sin Fronteras, s.f.), la cual ha sido considerada 
incluso por la Corte Constitucional en sus análisis; de hecho, la persistencia de las mismas en contra del derecho a la salud 
y los derechos reproductivos, aun bajo el régimen de causales, fue evaluada para decidir despenalizar el aborto hasta 
la semana 24. Entre esta literatura sobresalen los estudios elaborados por La Mesa por la Vida y la Salud de las Mujeres, 
entre los cuales hay al menos seis realizados con organizaciones regionales de Tolima (Delgado, 2017; Pérez Hernández y 
Cardoso Marín, 2023), Boyacá (Guevara Zotaquira y Benítez Cuchigay, 2022), Neiva (Álvarez Hurtado et al., 2021), Quindío 
(Chingaté, 2022) y Pereira (Maturana Maturana, 2023), uno contextual en tiempos de Covid-19 (La Mesa et al., 2021), y dos 
sobre la situación de las mujeres migrantes venezolanas (Triviño et al., 2019; Martínez Londoño, 2022). En su primer informe 
sobre barreras, La Mesa propuso, a partir de la casuística de su asesoría legal, la siguiente clasificación: desconocimiento 
del marco normativo, interpretación restrictiva del marco legal y fallas en la prestación del servicio de salud, cada una con 
ramificaciones en subcategorías. Este Informe Defensorial dialoga con esa clasificación y propone algunas variaciones a 
partir de las fuentes a las que se tuvo acceso. Además de optar por la denominación amplia de vulnerabilidades a la IVE, 
en la presente propuesta se adopta la definición de violencia reproductiva, se destacan discriminaciones por motivos de 
pertenencia étnica, nacionalidad, edad, entre otros, que afectan la autonomía reproductiva de manera más gravosa para 
algunos grupos de mujeres, hombres trans y personas no binarias, y se hace explícita la criminalización como una vulnera-
ción, al tiempo que se les da mayor estatus a las barreras socioculturales. También fueron importantes las conversaciones 
con las abogadas María de los Ángeles Ríos Zuluaga, de la Red Nacional de Mujeres; Sara Méndez, de La Mesa por la 
Vida y la Salud de las Mujeres, y María Cecilia Ibáñez, de Women’s Link Worldwide, particularmente sobre violencia repro-
ductiva. La recomendación de Ibáñez del documento La violencia reproductiva: bases para su comprensión autónoma 
en la justicia transicional colombiana (Alianza Cinco Claves, 2023) permitió organizar las ideas que sobre este asunto se 
presentan aquí. A las tres, gracias por su tiempo, preguntas y apreciaciones. 
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La violencia reproductiva, la discriminación 
y la criminalización son vulneraciones a la 
autonomía reproductiva, entendida como 
la autodeterminación e independencia so-
bre las decisiones que hacen parte de este 
campo, como si se quiere tener o no hijos/
hijas. Las barreras de acceso truncan o di-
latan el acceso a la salud reproductiva, en 
especial a la atención de la IVE, y las barre-
ras socioculturales apuntan a todo el con-
texto de patrones culturales y religiosos, 
estigma y desconocimiento de derechos 
que afectan e impiden el acceso a infor-
mación, educación y medios para decidir, 
los que son requisitos para la toma infor-
mada de decisiones. 

Se opta por calificar este grupo de situa-
ciones como vulneraciones para explici-
tar y dar mayor énfasis a la trasgresión de 
derechos humanos que representan, toda 
vez que impiden el pleno ejercicio de la 
IVE (antes, durante o después) o de algún 

derecho relacionado con esta, como el 
derecho a la salud o incluso el trabajo. Con 
esta denominación se resaltan también las 
consecuencias: daños, lesiones o perjui-
cios que se generan en las personas que 
se ven directamente afectadas, así como 
en familiares y personas cercanas, afecta-
das de manera indirecta. 

Este grupo de vulneraciones se explican 
en la discriminación y violencia basada en 
género como parte de un orden social de 
género que descree de la capacidad mo-
ral de las mujeres y de su autonomía re-
productiva. 

Estas vulneraciones, por acción o por 
omisión, suponen incumplimientos en las 
obligaciones de respetar, proteger y cum-
plir a cargo del Estado y en algunos ca-
sos de agentes privados —legales como 
los prestadores de servicios de salud e 
ilegales como grupos armados de este 

Esquema 2. Propuesta de categorías de vulneraciones a la IVE según los componentes 
de la salud sexual y reproductiva.

Fuente: elaboración propia.
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tipo— respecto del derecho a la salud se-
xual y reproductiva, y deberían conducir a 
la restitución de los derechos vulnerados 
y a la imposición de sanciones. Debe des-
tacarse como parte de estas el deber del 
Estado de eliminar la discriminación contra 
personas y grupos por cualquier razón o 
motivo, y garantizar su dignidad e igual-
dad frente al derecho a la salud sexual y 
reproductiva, y de eliminar las condicio-
nes, actitudes y estereotipos que perpe-
túan la desigualdad y discriminación, en 
especial por razones de sexo y género, es 
decir, que no se menoscabe su autonomía 
y puedan acceder a información, bienes y 
servicios en materia de salud sexual y re-
productiva sin obstáculos. 

Como se muestra a continuación, al des-
cribir y analizar las cinco categorías, las 
vulneraciones a la IVE se entretejen y cons-
truyen mutuamente, no se dan de manera 
aislada y es posible que se presenten en 

Las categorías de vulneraciones a la IVE 
que se proponen en este Informe Defen-
sorial se dan en un clima extendido de 
tabúes y estigma sobre el aborto, y de va-
lores culturales y religiosos que socavan la 
capacidad de las mujeres de decidir so-
bre su cuerpo, sexualidad, reproducción y 
proyecto de vida, constituyéndose así en 
barreras de acceso. 

Esta categoría de barreras socioculturales: 
estigmatización y desconocimiento de 
los derechos busca sintetizar los impedi-
mentos al aborto que se imponen desde 

simultáneo, algo ya dicho sobre las ba-
rreras (González Vélez y Castro González, 
2017; Brack et al., 2017); y se observan en 
distintos momentos del proceso: la toma 
de la decisión, la búsqueda de informa-
ción y servicios, la atención y el post-abor-
to. Asimismo, tienen efectos en las muje-
res, niñas, hombres trans y personas no 
binarias que buscan interrumpir el emba-
razo, entre ellos, dilaciones y retrasos, de-
sistimiento, estrés, culpa, enfrentar dilemas 
éticos y morales, aislamiento, vivir de ma-
nera solitaria el procedimiento, al tiempo 
que pueden poner en riesgo su salud y su 
vida, al presionarlas a practicarse abortos 
inseguros, siendo las más perjudicadas las 
personas con mayores vulnerabilidades y 
que afrontan discriminaciones cruzadas. 
De ahí que se concluya que estas vulnera-
ciones son ante todo una obstrucción de 
derechos en distintos niveles que cuestio-
na su estatuto de ciudadanía.

los procesos socioculturales y la cons-
trucción relacional con la estigmatización 
y el desconocimiento de los derechos y 
del marco normativo sobre la IVE. De esta 
manera, aborda tanto lo que experimen-
tan las mujeres que buscan interrumpir un 
embarazo como quienes participan de al-
guna de las etapas de la prestación de la 
atención, sea en el sector público o priva-
do. En esta categoría se pretende recoger 
la trama sociocultural que ha configurado 
el aborto como un asunto reprochable y 
gravoso, lo que implica simultaneidad y 
conjunción de estas subcategorías.

3.1. Barreras socioculturales: estigmatización y 
desconocimiento de los derechos
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Según el propio Ministerio de Salud, las 
barreras para la atención en salud “están 
asociadas principalmente con la existencia 
de mitos, prejuicios o creencias equivoca-
das sobre el aborto, así como con estereo-

tipos de género relacionados con el rol de 
la mujer frente a la maternidad” y otras se 
deben “a la falta de conocimiento de los 
estándares jurídicos” (2023, p. 4). 

Esquema 3. Categoría: barreras socioculturales: estigmatización y desconocimiento de 
los derechos.

Fuente: elaboración propia.
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Existen patrones culturales y religiosos 
que influyen negativamente en las ideas 
y representaciones sobre la autonomía 
reproductiva de las mujeres y el aborto. 
La influencia predominante de la religión 
y moral católica-cristiana en Colombia 
ha configurado el cuerpo de las mujeres 
como objeto de control con un discurso 
de culpabilización, así como otras religio-
nes que median en la construcción de 
estereotipos sobre el aborto y en su es-
tigmatización. Mujeres que abortan son 
frecuentemente despreciadas y juzgadas 
como pecadoras, asesinas, irresponsables 
y culpables de romper con los designios 
divinos y el orden natural (Laza-Vásquez y 
Castiblanco-Montañez, 2017). 

La literatura indica que la educación y la 
asistencia a actividades religiosas son los 
factores contextuales que influyen con 
más fuerza en las actitudes de rechazo 
frente al aborto consentido (Singh y Leahy, 
1978), así como una moral fundamentada 
en valores tradicionales (Zucker, 1999). Du-
rante la despenalización por causales en 
el país, algunos estudios demostraron que 
el desconocimiento de la normatividad, 
los valores religiosos y la estigmatización 
afectaban el deseo de prestar servicios de 
IVE, así como la calidad de estos (Tamaño 
Muñoz et al., 2015; Laza-Vásquez y Casti-
blanco-Montañez, 2017; Troche-Gutiérrez, 
Cerquera-Bonilla, 2021): 

Estas barreras socioculturales tienen con-
secuencias de distinto tipo. Para la Funda-
ción Unimédicos, “causan daño moral y 
psicológico a las mujeres que toman esta 
decisión; el estigma y el señalamiento son 
perjudiciales para la salud mental de las 
mujeres” (Luz María Aljuri, comunicación 
personal, 27 de octubre de 2023). 

También pueden conducir a represalias. 
Mujeres indígenas, convocadas a un diá-
logo sobre IVE por el Fondo de Población 
de las Naciones Unidas, el 17 de agosto de 
2023 en Bogotá, manifestaron la existencia 
de castigos como el destierro y la expul-
sión espiritual de sus comunidades.

a. Patrones culturales y religiosos que se oponen a la autonomía 
reproductiva

“El desconocimiento de los profesionales de la salud sobre la 
legislación vigente en torno al aborto legal y la dificultad de 
desarraigo de lo moral y religioso en la práctica profesional son los 
principales obstáculos para la identificación de profesionales de la 
salud dispuestos a laborar en servicios de aborto legal”. (Troche-
Gutiérrez y Cerquera-Bonilla, 2021, p. 15)
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El desconocimiento de los derechos y del 
marco normativo se da en las mujeres, 
hombres trans y personas no binarias que 
requieren servicios, así como en los pres-
tadores, el personal de distintos sectores 
que cumple obligaciones en materia de 
salud sexual y reproductiva, y también en 
los medios de comunicación que difunden 
información en muchas ocasiones poco 
clara, distante de la verdad y violatoria de 
los derechos de las mujeres, contribuyen-
do así al estigma. 

“La primera barrera que nosotros sabe-
mos que existe no solamente en Bogo-
tá, sino en toda Colombia, es que las 
mujeres no conocen claramente el de-
recho a interrumpir el embarazo, el de-
recho al aborto legal, y ese, sabemos, 
es la primera, no barrera, sino violación 
del derecho” (Jorge Caro, comunica-
ción personal, 17 de octubre de 2023). A 
esto agrega que el mismo personal de 
salud desconoce las rutas de atención. 
Con esto también coincide el ginecó-
logo Óscar Marroquín, quien desde la 
Fundación Oriéntame se ha dedicado 
a capacitar hospitales públicos de pri-
mer nivel: “El desconocimiento es muy 
grande cuando tú vas a un territorio: 
las personas que prestan la atención y 
los servicios de salud están totalmente 
ignorantes frente a la información, no 
les llega la información” (comunicación 
personal, 17 de octubre de 2023). Así lo 
vivió en Arauca, donde incluso los mé-
dicos que practicaban IVE no conocían 
la Resolución 051 de 2023, que para el 
momento de la visita cumplía ya ocho 
meses de expedida. En ocasiones, este 
desconocimiento habla también de una 
especie de desidia por aprehender so-
bre los derechos reproductivos y, en 
particular, sobre la IVE. 

Desde las instituciones públicas también 
se acusa este desconocimiento entre las 
personas responsables del cumplimiento 
de la norma. El ICBF (2023) identifica la si-
guiente barrera para el acceso de meno-
res de edad: “Desconocimiento por parte 
de algunas(os) profesionales del sector sa-
lud de los requisitos para adelantar la IVE, 
los cuales se evidenciaron en las llamadas 
y correos electrónicos donde solicitaban 
el permiso de la autoridad administrativa 
para llevar a cabo el procedimiento” (p. 9).

En el diagnóstico elaborado por Profamilia 
para el departamento de Santander se afir-
ma que “la gran mayoría de integrantes de 
la comunidad no cuentan con información 
correcta sobre aborto (jurídica, médica, 
de derechos), y quienes sí la tienen, no la 
transmiten o desconocen cómo hacerlo” 
(Profamilia, 2023d, p. 6). Asimismo, el traba-
jo para disminuir el desconocimiento por 
parte del personal de la salud se encuentra 
con el reto de la alta rotación del personal, 
aspecto que fue señalado por Patricia Cai-
cedo de la Secretaría de Salud de Santan-
der (comunicación personal, 17 de octubre 
de 2023). Al respecto, varias de las perso-
nas entrevistadas se refirieron a la falencia 
de las universidades frente a la enseñanza 
de la IVE, de manera que sienten que las 
autoridades asumen una formación que 
llamaron “remedial”.

La información es una condición indis-
pensable para el acceso, y la calidad de la 
atención se pone en riesgo cuando esta es 
escasa. Sin información clara, veraz y opor-
tuna, las mujeres son conducidas a prác-
ticas inseguras. De acuerdo con Médicos 
sin Fronteras (2023), en Nariño las mujeres, 
ante la negación de los servicios y “sin reci-
bir en muchos casos orientación, terminan 
buscando un aborto inseguro en lugares 
clandestinos”.

b. Desconocimiento de los derechos y del marco normativo



60

El estigma asociado al aborto, principal-
mente en contextos de penalización, se 
traduce en un entorno sociocultural desfa-
vorable que generaliza actitudes negativas 
y de silenciamiento a su alrededor. Este cli-
ma de desaprobación se alimenta de po-
siciones religiosas y morales que lo recha-
zan y juzgan por transgredir expectativas 
sociales relacionadas con una sexualidad 
femenina apropiada y la maternidad como 
el ideal de las mujeres. Estas visiones este-
reotipadas y distorsionadas sobre el abor-
to restringen la realización de la autonomía 
de las mujeres, de manera que las barreras 
que enfrentan expresan, en buena medida, 
el proceso de estigmatización del aborto 
(Vivas, Valencia y González, 2016). 

A su vez, el estigma afecta tanto la búsque-
da y acceso a la información y los servicios 
como su prestación. Las mujeres que inte-
rrumpen un embarazo y los prestadores de 
servicios son percibidos de manera nega-
tiva, enfrentan acciones de discriminación, 
hostigamiento y violencia, y experimentan 
emociones negativas como culpa, censura 
y vergüenza, lo que también logra alcan-
zar a familiares, amistades y personas que 
les apoyan (Zamberli, 2015). Las Duplas de 
Género comentaron cómo personas den-
tro de la entidad cuestionaban desde sus 
creencias y con sesgos las funciones que 
cumplían con relación a la IVE (grupo fo-
cal 3, 14 de septiembre de 2023). Hay que 
agregar que el estigma sobre el aborto 
también recae sobre las activistas y de-
fensoras de la IVE, que pueden llegar a ser 
censuradas y discriminadas. 

Es posible identificar estrategias de hosti-
gamiento, culpabilización, desinformación 
y estigmatización lideradas por personas 
y grupos, la mayoría con nexos religiosos, 
que se oponen a la práctica de procedi-
mientos de aborto y a la autonomía repro-
ductiva de las mujeres, quienes difunden 
información sesgada, parcial y falaz sobre 
el marco normativo y otros aspectos de la 
IVE. Como se verá más adelante, algunas 
de estas acciones trascienden hasta afec-
tar el acceso a los servicios. 

Los imaginarios negativos pueden dismi-
nuirse al ocuparse del aborto por fuera 
del derecho penal y así alentar a que su-
ceda en condiciones seguras y dignas, y 
se construya un entorno de legitimidad de 
las decisiones de las mujeres. De acuerdo 
con la citada encuesta Polimétrica, el 84% 
de las personas encuestadas piensa que la 
maternidad debe ser elegida, el 91% con-
sidera que no debe ser forzada y el 92% 
está totalmente de acuerdo con que las 
decisiones que las mujeres tomen sobre 
su reproducción solo les corresponden a 
ellas (Cifras y Conceptos y La Mesa por la 
Vida y la Salud de las Mujeres, 2023).

Este es parte del alcance del avance del 
que se ocupa este Informe Defensorial; 
adelanto que, aunque se evidencian cam-
bios relevantes, no soluciona por com-
pleto el contexto de estigmatización y 
sanción social, en el que se siguen presen-
tando vulneraciones a la IVE como las que 
se explicarán con detalle a continuación. 

c. Estigmatización del aborto
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De acuerdo con la Recomendación Gene-
ral N.º 35 del Comité de la CEDAW (2017), 
las violaciones de la salud y los derechos 
sexuales y reproductivos de las mujeres 
—entre los que se encuentran la penali-
zación del aborto, la negación y dilación 
de la atención del aborto y post -aborto, 
la continuación forzada del embarazo, el 
maltrato y abuso de aquellas que buscan 
información y servicios de salud sexual y 
reproductiva— son formas de violencia en 
razón del género. 

Esta categoría de violencias reproduc-
tivas expresa las formas particulares de 
la violencia basada en género contra las 

Para la anterior propuesta conceptual que 
aquí se acoge, la organización Women’s 
Link Worldwide se apoyó en los desarro-
llos del Comité DESC y la Corte Interame-
ricana, y tomó como referencia la confi-
guración de la categoría violencia sexual, 
buscando, además, sacar el naciente con-
cepto del escenario del conflicto armado. 
De sus análisis se destacan tres elementos 
sobre la violencia reproductiva: el prime-
ro es que la coacción debe entenderse 
de manera amplia como uso de la fuerza, 
falta de consentimiento, amenazas, intimi-
dación, entre otras formas que alimenten 
el miedo o la desesperación, por lo que 
cabría —desde la perspectiva de este infor-
me— la discriminación; el segundo es que 
esta forma de violencia ocasiona daños o 
sufrimiento físicos, psicológicos o emocio-

mujeres en el campo de la reproducción, 
y para los efectos de este informe, de ma-
nera más delimitada, en lo asociado con 
la autonomía reproductiva que permite el 
aborto. Estas particularidades se originan 
en la interpretación socialmente construi-
da sobre la capacidad de embarazo y par-
to de las mujeres, al igual que respecto a 
los roles de género. 

Esta categoría de vulneraciones a la IVE 
acoge la definición de violencias repro-
ductivas como una forma de violencia 
basada en género que viola los derechos 
reproductivos. Se trata de: 

nales; y el tercero es que se fundamenta 
en las desigualdades sociales construidas 
a partir de la diferencia sexual y que ubican 
a las mujeres en lugares de subordinación 
en el que se ignora su autodeterminación 
y son discriminadas (Alianza Cinco Claves, 
2023). Además, esta violencia afecta gra-
vemente derechos relacionados con la re-
producción, como la vida, la integridad y la 
salud (Rosero Arteaga et al., 2020).

De este modo, en esta categoría de vio-
lencias reproductivas se recogen situa-
ciones que afectan o impiden, mediante 
coacción, la concreción de la elección 
de interrumpir el embarazo como parte 
de la autonomía reproductiva, ocasionan-
do con ello daños físicos, psicológicos o 
emocionales. 

3.2. Violencias reproductivas 

“cualquier acción u omisión que ocurra en el ámbito público o 
privado y que, por medio de la coacción, vulnere el derecho a 
la autonomía reproductiva, entendida como el derecho a tomar 
decisiones libres sobre el plan de vida, el cuerpo y la salud, o el 
derecho de acceder al más alto estándar de salud reproductiva por 
medio de servicios médicos e información al impedir la toma de 
decisiones libres sobre la vida, el cuerpo y la salud”. (Alianza Cinco 
Claves, 2023, p. 15) 
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Esquema 4. Categoría: violencias reproductivas

Fuente: elaboración propia.

La violencia obstétrica comprende prác-
ticas y actitudes de irrespeto, abuso, ne-
gligencia, coerción o negación del tra-
tamiento durante el embarazo, su etapa 
previa, durante y posterior, y la atención 
de la IVE, las que abarcan un trato deshu-
manizador y discriminatorio que constitu-
ye violencia contra las mujeres en tanto 
implica una pérdida de su autonomía y ca-
pacidad de decidir (Tamaño Muñoz et al., 
2015). El Grupo Médico por el Derecho a 
Decidir - Colombia (Tamaño Muñoz et al., 
2015) expone algunas de las prácticas cons-
titutivas de violencia obstétrica en aborto, 
a saber: cuidado no confidente y que no 
respeta la privacidad; cuidado no digno y 
discriminatorio; cuidado sub-óptimo (uso 
de tecnologías inadecuadas u obsoletas); 

abuso físico a través del manejo nulo o in-
suficiente del dolor; y abuso psicológico.

En el siguiente caso6 acompañado por la 
Defensoría del Pueblo se evidencian algu-
nas de estas prácticas de violencia obs-
tétrica y malos tratos, tales como el uso 
de tecnologías inadecuadas para la edad 
gestacional y también consideradas obso-
letas de manera general por la OMS, como 
el legrado, las que pusieron en riesgo su 
salud.

Este caso fue litigado por la organización 
Jacarandas y se encuentra en estudio de la 
Corte Constitucional.

a. Violencia Obstétrica

6 Los casos que se presentan a lo largo del informe defensorial utilizan otros nombres y omiten datos personales para 
cuidar la confidencialidad de las mujeres. 

Violencia
Obstétrica

Violencia reproductiva
con ocasión del

conflicto armado

Violencia reproductiva
en el ámbito familliar
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Nereida es una mujer joven, estudiante universitaria. Con 21 semanas de gestación solici-
tó en Santa Marta, ante una IPS privada, la interrupción de su embarazo. Este pedido fue 
comunicado de manera informal, a través de un gestor, a su EPS, para consultar si cubría 
el procedimiento. La EPS informó que, dado que ella no había realizado la portabilidad 
de Maicao, en el departamento de La Guajira, a Santa Marta, en el Magdalena, no sería 
posible atenderla. Además, sin que hubiera mediado otra comunicación con su EPS, esta, 
de manera inconsulta, contactó a su padre para que autorizara el procedimiento. Por su 
parte, en la IPS le realizaron varios exámenes para conocer el estado del embarazo y le 
indicaron que regresara en unos días para una ecografía y valoración por psicología. 

Pasada una semana, cuando regresó a la IPS, le comunicaron que aún no recibían auto-
rización de la EPS. En vista de esta dilación injustificada, Nereida interpuso una tutela por 
la vulneración de su derecho a la no discriminación, derechos sexuales y reproductivos, 
integridad y salud. Una semana después debió pasar por valoración de psicología para 
recibir la autorización médica, lo que ella misma consideró una barrera pues se encon-
traba dentro del plazo de la Sentencia C-055 de 2022. 

A pesar de tener 23 semanas, en la Clínica a la que fue referida por la EPS optaron por 
practicar la IVE con método farmacológico y le suministraron misoprostol cada seis ho-
ras, desconociendo la recomendación de aspiración al vacío en razón de su edad gesta-
cional. Por sus conocimientos de medicina reclamó un método quirúrgico, que le nega-
ron. También señaló que el feto no se encontraba en buena posición, pero la ginecóloga 
dijo que eso no importaba y que de cualquier forma iba a salir. Además, Nereida reportó 
haber sufrido malos tratos, palabras crueles y prácticas degradantes por parte del perso-
nal médico. La ginecóloga se negaba a revisarla y no recibió las dosis del medicamento 
en las horas debidas, también le dijeron que le mostrarían el feto después del aborto. En 
total, estuvo 30 horas con contracciones hasta que finalmente, mientras orinaba, se pro-
dujo el aborto, viéndose forzada a recibir el feto sin acompañamiento médico. Posterior 
a esto tuvo una hemorragia y al final se le realizó un legrado, una práctica no recomen-
dada por la OMS, por considerarla obsoleta.  

Al margen de lo sucedido en el sistema de salud, la jueza de tutela solicitó que Nereida 
acreditara su estado de embarazo, desconociendo que se encontraba amparada por el 
principio de buena fe y la presunción de veracidad. Oportunamente, la Regional Magda-
lena de la Defensoría del Pueblo intervino en el proceso señalando que le correspondía 
a la EPS brindar atención integral en Santa Marta por ser la residencia actual de Nereida 
y solicitando al juzgado el amparo de sus derechos. Finalmente, la jueza no emitió orden 
de protección sobre la IVE por tratarse de un hecho superado y no se pronunció sobre 
las fallas y malos tratos de la atención, afirmando que no se presentaron situaciones que 
vulneran sus derechos.
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La EPS a la que se encontraba afiliada la 
mujer violó el carácter reservado de la 
historia clínica, atentando contra su priva-
cidad, y fue objeto de negligencia, malos 
tratos y palabras crueles que la hicieron 
sentir violentada durante el procedimien-
to. A propósito de los malos tratos que 
vivió, un estudio publicado en 2021 men-
cionaba las medidas coercitivas por parte 
del personal de salud como una forma de 
sancionar: quejas, gritos u otras manifes-
taciones de impaciencia y protesta por 
parte de las mujeres durante la espera del 
procedimiento (Parra Rodríguez, 2021). La 
autonomía reproductiva de Nereida fue 
puesta en tela de juicio, por lo que recurrió 
a la acción de tutela sin obtener la protec-
ción que esperaba. 

El Ministerio de Salud señaló la debilidad 
de la inspección, la vigilancia y el control 
ante la violencia obstétrica, especialmen-
te frente a lo correctivo: “No tenemos 
una respuesta institucional frente a eso, y 
mientras no la tengamos, pues no vamos 
a lograr que realmente se establezcan 
medidas correctivas a largo plazo” (Liliana 
Oliveros León, comunicación personal, 27 
de octubre de 2023).

El especialista en Ginecología y Obste-
tricia, Jorge Enrique Caro, coordinador 
del servicio de gineco-obstetricia del 
Hospital de la Victoria (Bogotá), comen-
tó sobre las adecuaciones de un espa-
cio físico independiente que realizó el 
hospital para que la atención de la IVE 
suceda en un área específica, sin que 
se comparta espacio con las mujeres 
en trabajo de parto o con recién naci-
dos vivos (comunicación personal, 17 de 
octubre de 2023). Esta medida evita una 
práctica que también encaja en la vio-
lencia obstétrica.

Una de las Duplas de Género advierte 
la necesidad de darle mayor prioridad 
al tratamiento del dolor en el segundo y 
tercer trimestres de gestación, y tener en 
cuenta las necesidades de las pacientes 
frente al proceso físico de la lactancia, 
que puede presentarse aun después del 
aborto y generar incomodidad, dolor y 
emociones negativas, asuntos que ella 
nombró como de calidad de vida (gru-
po focal 5, 18 de septiembre). 

En el marco del conflicto armado colom-
biano, los cuerpos y las vidas de las muje-
res han sido controlados, sometidos y vio-
lentados por todos los actores armados. 
En este contexto se acentúa y aumenta la 
vulnerabilidad de las mujeres y se ve afec-
tado gravemente el acceso a los servicios 
básicos de salud, particularmente de salud 
sexual y reproductiva, entre ellos —pero 
no exclusivamente— la IVE (Rodríguez 
Peña, 2020).

La violencia reproductiva en el marco del 
conflicto armado incluye conductas varias 

como la anticoncepción forzada, la esteri-
lización forzada, embarazos por violación, 
maternidades forzadas o coaccionadas, 
denegación de la IVE y abortos forzados; 
conductas que, según han evidenciado or-
ganizaciones de la sociedad civil y la mis-
ma Defensoría del Pueblo, hicieron parte 
de los repertorios de violencia basada en 
género ejercidos por actores armados 
contra las mujeres, niñas y adolescentes, 
tanto de la población civil como en el inte-
rior de sus filas (Rosero Arteaga et al., 2020; 
Women’s Link Worldwide, 2021; Alianza 
Cinco Claves, 2023).

b. Violencia reproductiva con ocasión del conflicto armado
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De acuerdo con la información recopilada 
en los grupos focales, en algunas zonas 
del país con presencia de actores arma-
dos —como las Autodefensas Gaitanistas 
de Colombia y disidencias de las extintas 
FARC— se prohíbe la difusión de informa-
ción sobre la autonomía reproductiva de 
las mujeres, en particular sobre la IVE, y por 
lo mismo las mujeres tienen restricciones 

para solicitar atención y los prestadores 
para realizarlos. Incluso, médicos rurales 
han renunciado, con lo cual los centros de 
salud quedan sin personal suficiente y au-
menta el ambiente de zozobra. En Nariño 
se tuvo conocimiento de que las mujeres 
son obligadas a realizarse exámenes de 
embarazo, una práctica de control para 
impedir la realización de abortos:

Esta categoría se aproxima a circunstancias 
en las cuales las mujeres se ven coaccio-
nadas, presionadas y reciben interferen-
cias indebidas por parte de sus familiares 
al momento de elegir interrumpir un em-
barazo. En estos casos también se eviden-
ció una realidad extendida de violencia, 
de manera que, aunque familiares ejercie-
ron una violencia reproductiva específica 
para evitar la ocurrencia del aborto, es 
posible identificar un continuum de vio-
lencias. Debe advertirse que, en algunas 
ocasiones, este continuum es ignorado 

por las autoridades públicas, de modo 
que no se reconoce la coacción de la 
autonomía de las mujeres, lo que a su vez 
impide generar condiciones para decidir 
en libertad. 

En uno de los grupos focales, una de las 
Duplas de Género planteó casos de me-
nores de edad embarazadas como con-
secuencia de violencia sexual en los que 
madres y otros familiares se oponían me-
diante violencia a la realización del aborto: 

c. Violencia reproductiva en el ámbito familiar

(…) “las mujeres y las mismas instituciones nos han manifestado 
en las mesas que nosotros hacemos de análisis de riesgo que 
está totalmente prohibido hablar de temas de derechos sexuales 
y reproductivos, incluso el actor armado dio una orden y tienen 
carnetizada a toda la población, y toda la población debe estarse 
haciendo exámenes de enfermedades de transmisión sexual y tiene 
que tener pruebas de embarazo”. (Grupo focal 2, 14 de septiembre 
de 2023) 

“Hace más de un mes tuvimos un caso de violencia intrafamiliar (…) 
donde la menor dijo que ya todo el proceso estaba para que le 
interrumpieran el embarazo y la mamá había entrado allá y no había 
permitido que le hicieran la interrupción. y hoy ella pues rechaza 
a su hija, la maltrata y le echa la culpa a su madre. Entonces eso es 
un problema gravísimo, (…) el centro hospitalario permitió que la 
mamá entrara sabiendo que la niña tenía un derecho a decidir, y 
cuando la mamá entró interrumpieron el procedimiento”. (Grupo 
focal 6, 26 de septiembre de 2023)
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El siguiente caso acompañado por las Duplas de 
Género muestra claramente cómo esta violencia 
impide la atención necesaria y, así mismo, pue-
de conducir a que las mujeres pongan en riesgo 
su salud. 

Rosita es una mujer de 26 años de 
un municipio de la sabana cundi-
boyacense. Es víctima de violen-
cia psicológica y sexual, esta última 
presuntamente causada por un tío polí-
tico con quien conviven ella y su madre. 
Rosita queda en embarazo como con-
secuencia del abuso sexual, y aunque 
desea interrumpir, la presión de su ma-
dre para que no diga nada sobre lo 
sucedido y las amenazas del presunto 
agresor con el mismo propósito la llevan 
a tomarse (con 24.4 semanas de ges-
tación) unas pastillas para abortar, que 
desencadenan un aborto incompleto por 
el que consulta en un hospital de otro 
municipio. Allí identifican la violencia de 
la que es víctima, por lo que le abren un 
cupo en una Casa Refugio.

3.3. Discriminación

Esta categoría parte del reconocimiento 
de la discriminación histórica y sistemática 
de la que las mujeres son objeto en nues-
tra sociedad y que se expone con crudeza 
en su sexualidad y reproducción. En este 
último campo, las mujeres han soportado 
discriminación y estereotipos que restrin-
gen su libertad y autonomía. Más aún, al-
gunos grupos de mujeres enfrentan mayo-
res discriminaciones, las que profundizan 
las desventajas que viven con relación a 
estos derechos.

Mediante esta categoría se alude a situa-
ciones de discriminación cruzada que ex-
perimentan algunos grupos de mujeres 
con ocasión de su edad, encontrarse en 
zona rural, haber sido víctima del conflicto 
armado, su pertenencia étnica y naciona-
lidad, tener alguna discapacidad cuando 
buscan ejercer su derecho a interrumpir la 
gestación, y también a la vivencia de hom-
bres trans, personas intersexuales y perso-
nas no binarias, sobre quienes pesan otros 
prejuicios.
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Esta clasificación no pretende desconocer 
la agencia de las personas que integran 
estos grupos; antes bien, busca identificar 
singularidades que respondan al reclamo 
de un abordaje diferencial que permita 
superar la discriminación y que el Estado 
pueda resolver las necesidades específi-
cas de atención con relación a la IVE.

En la Sentencia C-055 de 2022, la Corte 
Constitucional reconoció que “la conver-
gencia de factores estructurales de vulne-
rabilidad repercute en la generación de 
riesgos adicionales contra las mujeres y 
niñas, de tal manera que su combinación 
crea una situación de naturaleza concreta 
con cargas de discriminación mayores por 
la confluencia de tales factores”. 

De cualquier modo, debe resaltarse que 
estas vulneraciones ocurren en un exten-
dido contexto de desigualdad económica 

y pobreza. Por mencionar solo dos indica-
dores, Colombia es uno de los países más 
inequitativo del mundo, cuyo índice de 
Gini en el 2021 fue de 0,523 (DANE, 2022a)7, 
y la pobreza multidimensional tiene ma-
yor incidencia en los hogares con mujeres 
como jefas de hogar (DANE, 2023). 

Esta desigualdad económica determina en 
muchos casos el pleno ejercicio de la au-
tonomía, el acceso a recursos, la relación 
con los servicios de salud y el conocimien-
to sobre los derechos, por mencionar ele-
mentos relacionados; así mismo, es más 
severa para los grupos que se analizan en 
esta subcategoría. Laura Castro, coordina-
dora de La Mesa, se refirió a esta desigual-
dad como una barrera y una brecha: “No 
es lo mismo para una mujer gestionarse 
80.000 pesos para ir al servicio en Bogo-
tá, en Chocó o en Tumaco” (comunicación 
personal, 24 de octubre de 2023).

Esquema 5. Categoría: discriminación.

Fuente: elaboración propia.

7 El índice de Gini representa la desigualdad máxima con un 1, en cuyo caso uno solo de los habitantes recibiría el total 
de los ingresos por salarios. El 0, sin embargo, significa la igualdad total de los ingresos salariales de todos los habitantes

Contra niñas y adolescentes

Contra mujeres rurales

Contra mujeres con discapacidad

Contra mujeres migrantes

Contra mujeres víctimas en el marco del conflicto armado

Contra hombres trans y personas no binarias

Contra mujeres con pertenencia étnica
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En el caso siguiente, acompañado por las 
Duplas de Género, se presentó, además 
de la injerencia de familiares, una vulnera-
ción del derecho a la intimidad de la niña, 
y aun cuando el ICBF ordenó el restable-

cimiento de sus derechos por haber sido 
víctima de violencia sexual, la medida pro-
visional de ubicarla en una institución no 
pudo cumplirse.

Aun cuando las niñas y adolescentes tienen 
plena autonomía para elegir si continuar o 
interrumpir un embarazo, y para expresar 
consentimiento, esta se ve vulnerada ante 
situaciones en las que se solicita autoriza-
ción de madres, padres, tutores y repre-
sentantes legales; igualmente, en ocasio-
nes en las que estas personas, e incluso 
el personal de salud, buscan imponer su 
posición y desconocen la capacidad que 
tienen para decidir. 

El enlace para derechos sexuales y repro-
ductivos de la Secretaría de Salud de la 
Gobernación de Santander comentó de 
comisarios de familia que “tratan de con-
vencer a las niñas, […] de persuadirlas, ha-
cerlas cambiar de opinión” (Patricia Caice-
do Higuera, comunicación personal, 17 de 
octubre de 2023). Esto mismo fue expre-

sado frente a la actuación de comisarios 
y defensores del ICBF en otros departa-
mentos. La profesional de la Secretaría De-
partamental de Salud del Valle del Cauca 
comentó de un colegio en Cartago que, 
desde el servicio de orientación, pretendía 
construir una ruta para que las estudiantes 
informaran los motivos específicos por los 
que consultaban servicios de salud sexual 
y reproductiva en sus EPS, lo que afectaría 
su intimidad (Marta Cecilia Castaño Parra, 
comunicación personal, 17 de octubre de 
2023). 

Estas interferencias son más problemáticas 
cuando se presentan en niñas indígenas, 
por sus contextos de desprotección, como 
se aprecia en el siguiente caso acompaña-
do por las Duplas de Género.

a. Discriminación contra niñas y adolescentes

Angie es una niña de 12 años, que vive en el Amazonas y 
que fue víctima de violencia sexual, de la que resultó un 
embarazo. Con 20 semanas de gestación, y al solicitar la 
IVE, su EPS remitió el caso al ICBF, solicitando que interven-
ga para la garantía de sus derechos, ya que el padre de 
la menor informa que no apoya su decisión y que se en-
cargará de la crianza. La Defensoría interviene en el caso 
solicitando acompañamiento para el traslado hacia el lugar 
en el que se realizaría el procedimiento y advirtiendo que 
la menor había sido víctima de violencia sexual el año an-
terior, por lo que su entorno familiar no era seguro para 
ella. El ICBF ofreció ubicarla en un hogar sustituto para el 
tiempo restante de gestación, considerando, además, 
su bajo peso. Sin embargo, la familia decidió retornar al 
municipio de origen. 



La anterior es, precisamente, una de las 
barreras identificada por el ICBF, consis-
tente en “solicitud de acompañamiento 
de una persona adulta cuando se requiere 
de su traslado [de la menor] a otro nivel 
de atención hospitalaria, lo cual vulnera la 
confidencialidad en la información de las 
mujeres menores de edad” (Instituto Co-
lombiano de Bienestar Familiar, 2023, p. 10).

La labor del ICBF queda en entredicho 
cuando no se logra el restablecimiento 
de derechos de manera integral y con la 
debida diligencia. En los grupos focales y 
en las entrevistas fueron criticadas las inter-
venciones del Instituto, señalando que, en 
muchos casos, evade la responsabilidad 
de protección de la voluntad de las meno-
res, entendiendo la IVE únicamente como 

una atención en salud y discutiendo si son 
directamente responsables o si ello les co-
rresponde a las Comisarías. 

Estos análisis deben hacerse además en 
contraste con el aumento de la violencia 
sexual contra niñas, niños y adolescentes 
en el país, lo que indica un mayor riesgo 
de que vivan violencia sexual. Según los 
datos de Medicina Legal, entre el 2020 y el 
2021 se produjo un incremento del 18% en 
los exámenes médico-legales practicados 
por la entidad a esta población (Defensoría 
del Pueblo, 2023). De manera que la aten-
ción de la IVE, que hace parte de la ruta 
de atención a víctimas de violencia sexual, 
debe estar disponible sin condicionamien-
tos y con plenas garantías.

Ana es una niña de 13 años de edad, oriunda de un municipio 
del Guaviare. Con 23 semanas de gestación, producto de vio-
lencia sexual, estando en consulta de medicina general y des-
pués de recibir asesoría en derechos sexuales y reproductivos, 
solicitó una interrupción del embarazo, por lo que se activó ruta 
y le programaron, 23 días después, una cita en un hospital de 
tercer nivel en Bogotá. Ana no pudo acudir a la cita ya que sus 
padres no quisieron acompañarla. Al día siguiente de incumplir 
la cita, de la Comisaría de Familia, junto con otras instituciones, 
entre ellas el Ministerio Público, se presentaron en su vivienda 
para trasladarla al hospital, a lo que se opusieron rotundamen-
te sus padres, pues querían que llevara adelante el embarazo. 
Los padres accedieron a que la Defensoría hablara con la niña, 
conversación en la que Ana se negó a ir al hospital, por lo que 
gestionaron una visita domiciliaria del médico, a quien ella le 
expresó que deseaba seguir adelante con el embarazo, lo que 
también había expresado en una primera cita de control pre-
natal, ocurrida unos días antes. El ICBF ordenó, para el restable-
cimiento de derechos, que fuera ubicada en un hogar sustituto 
o en institución del ICBF, por considerar que hubo negligencia 
de sus progenitores frente al procedimiento y mientras se des-
cartaba que la violencia sexual hubiese ocurrido en el contexto 
familiar. Esta medida no se llevó a cabo porque no había cupo 
disponible y no se tomaron medidas con relación a la vulnera-
ción de su autonomía reproductiva.
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Las mujeres con discapacidad afrontan un 
mayor cuestionamiento de su autonomía 
reproductiva. La Convención sobre los De-
rechos de las Personas con Discapacidad, 
ratificada por Colombia, promueve un 
modelo social de discapacidad en el que 
las personas con discapacidad deben re-
conocerse como sujetos de derechos que 
toman decisiones sobre su vida, por lo que 
su capacidad para elegir y consentir no 
puede ser anulada; y no debe tratárseles 
como objeto de tratamiento médico, cari-
dad y protección social (Chavarro Naranjo 
y Amaya Monroy, 2023). 

Aunque la información sobre el particular 
es escasa, algunas entrevistadas se refi-
rieron al trato deshumanizante que en la 
atención recibían las mujeres con disca-
pacidad (Sonia Serna, comunicación per-
sonal, 18 de octubre de 2023) y a la nula 
formación del personal para brindar un 
trato adecuado (grupo focal 5, 18 de sep-
tiembre de 2023). En la base de datos de 
los acompañamientos realizados por las 
Duplas de Género se encontró el siguiente 
caso con una práctica indebida por parte 
del profesional de la salud. 

b. Discriminación contra mujeres con discapacidad

Idaluz tiene 27 años y se encuentra en el departamento de Nariño, 
tiene una discapacidad cognitiva y su pareja ha tenido conductas 

violentas en su contra. Ella solicitó interrumpir el embarazo y durante 
la primera consulta el médico la conminó a no acceder al procedi-

miento, el que finalmente se realizó.
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“Algunas de las condiciones que denotan 
ineficacia y ausencia estatal en las zonas 
rurales están relacionadas con la precarie-
dad en los servicios de salud y educación, 
la ubicación geográfica que denota gran-
des distancias entre caseríos y centros de 
atención médica, las vías de acceso y la 
presencia de actores armados en los terri-
torios” (López Chica, 2023). Factores que, 
conjugados, con relación a las solicitudes 
de interrupciones del embarazo, aumen-
tan la edad de gestación (lo que desenca-
dena tener que buscar un centro de salud 
de mayor nivel y seguramente más distan-
te), impiden el acceso a los servicios de 
aborto legal y la materialización de la auto-
nomía reproductiva de las mujeres rurales. 

Debido a estas múltiples falencias y pre-
cariedades, las mujeres rurales están más 
expuestas a prestadores no entrenados y a 
inducirse el aborto mediante métodos no 
recomendados, lo que también deriva en 
que tengan una mayor representación en 
las complicaciones y consecuencias por 
abortos inseguros (Prada et al., 2010). En el 
2022, el porcentaje de ruralidad en Colom-
bia era del 23.7% de la población: unos 12,2 
millones de personas, de los cuales las mu-
jeres eran el 48.2% (DANE, 2022b).

Como se vio en uno de los casos anterio-
res, en departamentos como Amazonas 
las grandes distancias y las dificultades 
para el transporte aumentan los costos de 
atención de quienes se encuentran en co-
munidades apartadas, ya que los centros 
de salud están ubicados en las cabeceras 

municipales, y quienes logran acceder no 
tienen garantizada una atención prioritaria 
con respeto por su privacidad e intimidad 
(Defensoría del Pueblo Regional Amazo-
nas, s. f.). En departamentos como Bolívar, 
Vichada, Nariño y Valle del Cauca —por 
mencionar solo algunos— la situación es 
similar. 

Esto complejiza incluso más la atención de 
niñas, adolescentes y mujeres que, inde-
pendientemente de su edad, están bajo 
el control de sus parejas, pues no pueden 
ausentarse del hogar por largos periodos 
de tiempo sin justificación (Marta Cecilia 
Castaño Parra, comunicación personal, 17 
de octubre de 2023). 

La privacidad es particularmente sensible 
en municipios pequeños, ya que las muje-
res temen que sus familiares y la comuni-
dad se enteren de los motivos de consulta, 
por lo que en algunas circunstancias son 
ellas las que prefieren una atención por 
fuera del municipio de residencia. Así lo 
explicó Martha Cecilia Castaño Parra, pro-
fesional de la Secretaría de Salud del Valle 
del Cauca: “Se dice en toda parte: ‘pueblo 
pequeño, infierno grande’. Sí, entonces las 
mujeres prefieren coger un bus, ir al pue-
blo a media hora, cuarenta minutos, ha-
cerse el procedimiento y volver a su casa” 
(comunicación personal, 17 de octubre 
de 2023). Una medida que estaría media-
da por conservar su privacidad y que fue 
evidenciada por las Duplas de Género en 
territorios rurales.

c. Discriminación contra mujeres rurales 
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Mujeres con pertenencia étnica afrontan 
profundas exclusiones en materia de salud 
reproductiva. Estas exclusiones suceden 
con base en su condición étnica y consti-
tuyen discriminación racial; se dan además 
en contextos complejos de desigualdad 
socioeconómica, ausencia estatal, bajos 
indicadores de calidad de vida, entre otros. 

Las características culturales de algunos 
grupos étnicos y su organización social 
avalan en determinadas circunstancias la 
injerencia de las comunidades y autorida-
des propias; no obstante, debe recordarse 
que decisiones como la de interrumpir un 
embarazo son asuntos personalísimos y 
del fuero interno, que por la dignidad, la

e. Discriminación contra mujeres con pertenencia étnica 

Los impactos diferenciales del conflicto 
armado en niñas, adolescentes, jóvenes y 
mujeres, especialmente afrocolombianas, 
indígenas y campesinas, tienen una de sus 
facetas en la desprotección y violencias es-
tructurales a propósito de sus derechos se-
xuales y reproductivos (Rosero Arteaga et 
al., 2020). Ellas viven amenazas y coacción 
por parte de los actores armados cuando 
desean interrumpir el embarazo; además, 
en sus territorios hay una oferta limitada 
e incluso nula de servicios, precisamente 
por la presencia del conflicto y la intimida-
ción que algunos de ellos ejercen sobre el 
personal de salud. Como lo ha señalado 
el Centro de Derechos Reproductivos, a lo 
largo del conflicto armado se presentaron 
formas institucionales de violencia repro-
ductiva, como la denegación de servicios 
de aborto (Rosero Arteaga et al., 2020).

La presencia de los actores armados res-
tringe el acercamiento al sistema de salud 
e impide el ejercicio de la autonomía: las 
mujeres sienten miedo por ellas mismas y 
sus familiares, lo que ocasiona que se des-
placen para acceder a los servicios. Este 

es un caso comentado por una Dupla de 
Género: “El hecho de entrar solamente en 
la ESE a preguntar la situación implicaba 
que básicamente este actor [armado], esa 
persona, se enterara de que ella estaba 
allí, qué estaba haciendo, entonces ¿qué 
tuvo que hacer ella? Trasladarse al munici-
pio donde nosotros prestamos el servicio 
y preguntar cómo podía hacer para tener 
acceso dentro de otro municipio” (grupo 
focal 3, 15 de septiembre de 2023). 

Corinee Peter, quien fuera coordinadora 
médica de Médicos sin Fronteras, ha rese-
ñado que en las veredas del Triángulo de 
Telembí, en Nariño, zona de conflicto entre 
distintos grupos armados, “se encuentran 
muchas niñas y mujeres embarazadas. Al-
gunas quisieran interrumpir su embarazo, 
pero tienen varios obstáculos: para ir de la 
vereda al pueblo necesitan más de 100.000 
pesos, tienen que contar con la autoriza-
ción del padre o su pareja e incluso con la 
aprobación moral de sus vecinos porque 
las pueden juzgar” (Médicos sin Fronteras, 
2023). 

d. Discriminación contra mujeres víctimas en el marco del conflicto 
armado
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autonomía reproductiva y el derecho a la 
salud de las niñas y mujeres imponen lími-
tes a esas intrusiones, las que han sido de-
tectadas especialmente en casos de niñas 
y mujeres indígenas. 

Dos casos estudiados por la Corte Consti-
tucional sobre una niña y una mujer indíge-
na comprobaron la mayor discriminación 
en su contra al momento de acceder a 
servicios de IVE, debido a que la atención 
fue condicionada a la autorización de las 
respectivas autoridades tradicionales 8. 
En ambos casos, aun cuando tenían dife-
rentes edades (12 y 23 años, respectiva-
mente), se encontraban en distintos luga-
res (Caldas y Cauca, respectivamente) y 
no superaban el primer trimestre de ges-
tación, su EPS-I —la Asociación Indígena 
del Cauca— siguió el conducto interno 
pero inconstitucional de consultar a las 
autoridades, quienes decidieron negarles 
la atención de la IVE, desconociendo, en 
el caso de la menor de edad, que se pre-
sumía víctima de violencia sexual —contri-
buyendo a la normalización de prácticas 
violentas—, y en el caso de la mujer adul-
ta que había expresado no pertenecer al 
resguardo. Tras estudiar los casos en Sala 
Plena, la Corte aseveró: “La imposición de 
límites a la práctica de la interrupción vo-
luntaria del embarazo, cualquiera sea su 
origen, diferentes de los establecidos en 
las sentencias C-355 de 2006 y C-055 de 
2002 —entre otras—, constituyen una le-
sión directa de la dignidad de las mujeres 

gestantes” (Corte Constitucional de Co-
lombia, 2023). 

En el Auto 2797 de 2023, que declaran 
la nulidad de la T-158 de 2023, explica la 
Corte que la decisión de asumir la mater-
nidad entraña un ejercicio de libertad de 
conciencia de carácter personalísimo, in-
dividual e intransferible “compatible con 
las limitaciones que esta Corte ha recono-
cido a la autonomía de las comunidades 
indígenas” (Auto 2397 de 2023), lo que no 
sucedía en estos casos ya que no se afec-
taba la dignidad humana.

En un diálogo sobre IVE con mujeres indí-
genas propiciado por el UNFPA, el 17 de 
agosto de 2023 en Bogotá, y con conexión 
virtual para aquellas que se encontraban 
en otros lugares del país, algunas mujeres 
indígenas manifestaron, con ciertas dife-
rencias, según los grupos étnicos a los que 
pertenecen, preocupación por cuestiones 
estructurales que repercuten en el disfrute 
de sus derechos, como la violencia que se 
vive en sus territorios y la subordinación de 
las mujeres indígenas a autoridades mayo-
ritariamente masculinas que han contro-
lado sus cuerpos, silenciado prácticas del 
universo femenino y no dando cabida a su 
participación política; y por otros asuntos 
propios de su autonomía reproductiva con 
relación a la IVE, entre ellas, falta de infor-
mación, formación y adecuaciones inter-
culturales en la atención. 

8 Los casos corresponden a los estudiados en los fallos de tutela T-430 de 2022 (niña) y T-158 de 2023 (mujer adulta), los 
que fueron anulados posteriormente en Sala Plena por desconocer el precedente jurisprudencial, como se comentó en 
el marco normativo (Auto 2396 de 2023 y Auto 2397 de 2023, respectivamente). Al momento de escritura de este informe 
aún no se habían publicado las sentencias de sustitución, solo el comunicado y los dos autos que declararon la nulidad de 
las citadas sentencias de tutela. La Secretaría de Salud Pública de Santiago de Cali (2023) incluyó el segundo fallo de tutela 
como una barrera que afectaba diferencialmente el acceso a la IVE de mujeres indígenas.
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res manifestó, en el diálogo sobre IVE con 
mujeres indígenas realizado el 17 de agosto 
de 2023, tener conocimiento del progra-
ma Soy Vida, de una IPS adscrita a la EPS-I 
AIC, en el que se busca que las mujeres re-
consideren llevar a término el embarazo. 
Además, la EPS-I cuenta con la Resolución 
N.o 050 de 2 de julio de 2020, que institu-
cionaliza la consulta a la autoridad tradicio-
nal dentro de la ruta de acceso para que 
avale la práctica del procedimiento. En el 
espacio de diálogo reseñado, el Ministerio 
de Salud expresó que la barrera de solici-
tud de aval de la autoridad tradicional está 

concentrada en la EPS-I AIC y no se pre-
senta en otras prestadoras indígenas. Es así 
que, según comunicó la entidad, la AIC ha 
enviado cartas a IPS pidiendo que desistan 
de realizar los procedimientos, amenazan-
do el esquema de funcionamiento de la 
prestación de servicios.

Asimismo, los casos que ha conocido La 
Mesa dejan ver que esta autorización no 
es obligatoria para todas las mujeres, en-
contrándose excepciones como la que se 
aprecia en el siguiente caso asesorado le-
galmente por esta organización: 

Patricia es una mujer indígena de 18 años con un embarazo de 14 semanas producto 
de violencia sexual. Vive con VIH y no ha recibido atención oportuna e integral para 
este diagnóstico. Durante una consulta de medicina general, solicita la IVE. El médico 
que la atiende pide autorización de la EPS Indígena a la que está afiliada, y esta, a su 
vez, traslada la solicitud al resguardo. Pasados 10 días, Patricia consulta en la EPS-I por el 
estado del trámite y le informan que no han recibido aún autorización. En el resguardo 
le dicen no haber recibido la solicitud. Por tanto, la mujer opta por buscar el docu-
mento y radicarlo ella misma. El resguardo estudia la solicitud y niega el aval. En ese 
momento Patricia pide ayuda a su familia, para lo cual revela su diagnóstico de salud 
y haber sido víctima de violencia sexual, información personal que hubiera preferido 
mantener privada. Su padre solicita reunión con el líder del resguardo y le pide recon-
siderar el caso de su hija, exponiendo la intimidad de Patricia en esa conversación. 
Luego de esta, el resguardo concede la autorización, y Patricia con 22 semanas, esto 
es, ocho semanas después de su solicitud inicial, accede al procedimiento.
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Como muestra el caso, lograr el acceso 
implicó el trámite de requisitos adicionales 
que desconocieron su autonomía, cargas 
administrativas injustificadas e innecesa-
rias que fueron asumidas por la mujer, un 
proceso de revictimización que incluyó 
revelar información íntima y personal, una 
espera de ocho semanas atravesada por 
sensaciones negativas y el uso de un mé-
todo médico distinto al que pudo practi-
carse al momento de la solicitud inicial.

Otra situación de vulneración de la auto-
nomía reproductiva de las mujeres indíge-
nas ocurre cuando la interpretación de su 
lengua la brindan hombres con quienes 
ellas no se sienten cómodas, e incluso con 
líderes del resguardo que tienen una posi-
ción de poder (grupo focal 2, virtual, 14 de 
septiembre de 2023).

Con las mujeres afrocolombianas la situa-
ción es diferente. La Asociación Nacional 
de Mujeres Afrodescendientes Guadalu-
pe Zapata, asentada en Pereira, Risaralda, 
junto con La Mesa por la Vida y la Salud 
de las Mujeres (Maturana Maturana et al., 
2023), analizó, previo a la Sentencia C-055 
de 2022, algunos aspectos relacionados 
con la etnia, la cultura y las tradiciones 
que limitan el acceso a la IVE. Entre estos, 
se destaca la desconfianza en la medicina 
occidental y sus métodos, los que consi-
deran violentos y con consecuencias irre-
parables para su salud. Además, las muje-
res afrodescendientes consultadas para la 
elaboración de ese informe comunicaron 
discriminación con motivo de su perte-
nencia étnica, como haber recibido trato 

tosco, irrespetuoso y juzgamiento; algunas 
mujeres afirmaron que bajo la idea de que 
“las negras” son más resistentes al dolor, 
les negaron medicamentos. 

La reflexión que realiza esta Asociación 
pone también en discusión el significado 
cultural que dentro de la “familia negra” se 
le da a tener descendencia: no solamente 
concede el estatus de adultez a los pro-
genitores, sino que también asegura la 
relación entre marido y mujer. Entre los 
significados que desafía la interrupción 
del embarazo, debe considerarse que las 
mujeres llevan la carga de la cultura y la 
religión, y viven a través de la identidad 
materna: “Una mujer adulta sin hijos se ve 
como una mujer incompleta, es por ello 
que las participantes manifestaron que el 
aborto es repudiado socialmente en sus 
comunidades” (Maturana Maturana et al., 
2023, p. 61).

Las Duplas de Género acompañaron varios 
casos de mujeres afrocolombianas, uno 
de ellos en Quibdó, Chocó, en el que una 
mujer de 30 años, ama de casa, durante 
los trámites para realizarse la ligadura de 
trompas, identificó que estaba en embara-
zo, lo que la desestabilizó emocionalmen-
te porque tenía cuatro hijos y una situación 
económica inestable. Según expresaron al-
gunas de las profesionales, en algunas co-
munidades negras la pareja está siempre 
presente en el hospital y los profesionales 
les preguntan directamente a los hombres 
si están de acuerdo con el procedimiento 
(grupo focal 6, 26 de septiembre de 2023).

Las distintas fuentes consultadas concen-
traron sus comentarios sobre las mujeres 
migrantes de nacionalidad venezolana, 
algo apenas lógico teniendo en cuenta 
que Colombia es el primer país receptor 

de población proveniente de Venezuela. 
“Estas mujeres afrontan barreras de acce-
so estructurales y directamente relacio-
nadas con la discriminación y vulnerabili-
dad acentuada, producto de su condición 

f. Discriminación contra mujeres migrantes
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migratoria, que se agravan en aquellas 
sin un estatus migratorio regular y, entre 
ellas, en las caminantes” (Martínez Londo-
ño, 2022). No obstante, la situación que se 
vive en el Tapón del Darién con miles de 
personas provenientes no solamente de 
Venezuela, sino también de Haití, Ecua-
dor, Cuba, China e India, también genera 
preocupaciones. 

En términos generales, a las mujeres ex-
tranjeras les solicitan documentos adicio-
nales que den cuenta de un estatus migra-
torio regular. Con esto se desconoce que 
la atención de la IVE puede brindarse a 
través de los servicios de urgencias y sin 
necesidad de estar afiliadas al sistema de 
salud. A esto hay que agregar que muchas 
mujeres migrantes desconocen que en 
Colombia el aborto es legal, lo que difie-
re de su estatus en Venezuela y dificulta 

la búsqueda de información y de servi-
cios, especialmente para quienes están de 
paso; también sufren violencia, maltrato y 
discriminación (xenofobia) durante la aten-
ción; y por sus condiciones migratorias 
experimentan fallas en el sistema de re-
ferencia y contrarreferencia, debiendo en 
muchos casos desplazarse a otros lugares 
para ser atendidas sin contar ni con los re-
cursos económicos ni las redes de apoyo 
para ello (Triviño et al., 2019; Martínez Lon-
doño, 2022). 

El siguiente caso fue acompañado y ase-
sorado legalmente por La Mesa por la Vida 
y la Salud de las Mujeres. Además de si-
tuaciones como las antes descritas, pone 
de presente el impacto de las condiciones 
socioeconómicas en la salud, la decisión 
de interrumpir y el acceso mismo a la in-
formación.

Eva es una mujer de 25 años, es una migrante venezolana sin lugar permanente 
de residencia y viaja junto con su hijo pequeño. Durante su recorrido como ca-
minante es víctima de violencia sexual por parte de su compañero sentimental, 
de lo que resulta un embarazo no deseado. A raíz de esto, Eva tiene su salud 
afectada: no come, no duerme y bebe muy poca agua. De manera autónoma, 
busca información sobre la IVE y se dirige a un hospital público, donde con 25 
semanas de embarazo solicita una interrupción. Allí le piden cédula de extran-
jería o un documento que evidencie su ingreso legal al país. También le piden 
copia de la denuncia o el nombre del agresor, y ofrecen interponerla dentro 
del hospital. Dadas las barreras y su estado emocional, se retira del hospital. Sin 
embargo, Eva está decidida a interrumpir la gestación, así que busca asesoría en 
una línea de atención y llega a la Personería del municipio de los hechos, don-
de le informan sus derechos y la remiten a La Mesa por la Vida y la Salud de las 
Mujeres. Al comunicarse con la organización manifiesta su deseo de interrumpir 
y que lleva varios días sin comer, por lo que se le brinda apoyo para su alimen-
tación. La Mesa la asiste también con la solicitud de la IVE ante una IPS pública. 
En la cita que le agendan en la IPS, le realizan una valoración médica, en la cual 
se evidencia que, por causa de las condiciones precarizadas en las que está 
viviendo, su estado de salud se encuentra afectado, y este puede generar com-
plicaciones durante el procedimiento de interrupción del embarazo. Con esta 
información Eva decide continuar con el embarazo. Frente a sus condiciones de 
salud la IPS no ofrece atención.
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de una migrante venezolana con estatus 
migratorio irregular, dedicada a activi-
dades sexuales pagadas, quien requería 
practicarse una IVE (grupo focal 3, 15 de 
septiembre de 2023). La atención se le 
gestionó en un municipio a seis horas de 
distancia; lamentablemente, según le ex-
plicó al personal de la Defensoría, no po-
día asistir al lugar ya que no tenía a quién 
encargar, durante su ausencia, el cuidado 
de sus tres hijos, por lo que dijo que resol-
vería de otra manera.   

Al respecto, una de las Duplas de Género 
que cumple sus funciones en un departa-
mento de frontera señaló cómo la presen-

cia, atención y acción humanitaria de or-
ganismos internacionales y organizaciones 
nacionales evitó que la situación de dere-
chos humanos fuera mucho más grave; sin 
embargo, produjo un desentendimiento 
por parte del Estado, que, a través de sus 
instituciones, dejó de tener conocimiento 
de los casos y no desarrolló capacidad 
(grupo focal 5, 18 de septiembre de 2023), 
la que se sigue necesitando y más en un 
nuevo escenario de flujos migratorios 
mixtos. El riesgo de esta suplantación de 
responsabilidades estatales también había 
sido identificado por La Mesa en uno de 
sus informes sobre barreras en mujeres mi-
grantes venezolanas (Martínez Londoño, 
2022).

La Sentencia C-055 de 2022 reconoció que 
otras personas con capacidad de gestar —
entiéndase hombres trans y personas no 
binarias— ven comprometidos sus dere-
chos con la penalización del aborto, mo-
tivo por lo cual se reconoció la potestad 
que tienen de decidir sobre la interrupción 
de un embrazo. Al igual que para las mu-
jeres, para estas personas los servicios de-
ben ser accesibles e inclusivos, sin discri-
minación de ningún tipo. 

De acuerdo con el Diagnóstico sobre 
Derechos Sexuales y Reproductivos con 
énfasis en el acceso a la Interrupción Vo-
luntaria del Embarazo (IVE) en el depar-
tamento del Quindío, 2015-2019 (Rodas 
Chingaté et al., 2022), las personas con 
identidades de género diversas están más 
expuestas a violencias psicológicas, físicas 
y económica, las que ocurren en todos los 
ámbitos, incluidos los institucionales, como 
en los que se da la atención del aborto. 

La mayoría de personas entrevistadas ma-
nifestaron no tener conocimiento de casos 

de hombres trans y personas no binarias 
que solicitaron un aborto. En las entrevistas 
las referencias se dieron en dos sentidos: 
por un lado, sobre la necesidad de la aten-
ción diferencial; y, por otro, aunque en me-
nor medida, con información concreta en 
torno a la discriminación que experimen-
tan en los servicios. 

De acuerdo con una encuesta realizada 
por Profamilia a hombres trans y personas 
no binarias que necesitaron servicios de 
aborto, el 44% consideró que su identidad 
de género fue una barrera (Asociación 
Profamilia y ATAC, 2020). Se suma a ello la 
dificultad de la atención para aquellos que 
ya tienen documentos de identidad mas-
culina, por ser la IVE una opción para las 
personas identificadas como mujeres. Los 
hombres trans que están en tratamiento 
hormonal pueden terminar enterándose 
tardíamente del embarazo, dada la ausen-
cia de la menstruación, y pueden necesitar 
una mayor dilatación del útero, que tiende 
a cerrarse por las hormonas, y experimen-
tar debilidad por la pérdida de calcio que 

g. Discriminación contra hombres trans y personas no binarias
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provoca la testosterona (Rodas Chingaté, 
et al., 2022). La Fundación Unimédicos, que 
presta servicios de salud sexual y repro-
ductiva en ocho ciudades del país, acotó 
que tener que explicar cómo se produjo el 
embarazo también es discriminatorio (Luz 
María Aljuri, comunicación personal, 27 de 
octubre de 2023).

En cuanto a las peticiones realizadas, no se 
aportaron datos desagregados, un sínto-
ma de la carencia de enfoque de género 
en los sistemas de información. En el diag-
nóstico realizado en el Quindío se precisa: 

“La ausencia de este enfoque puede llevar 
a que esta población se vea obligada a 
negar su identidad de género para recibir 
servicios de salud y a la falta de informa-
ción adecuada y oportuna sobre la garan-
tía del servicio para este grupo diferencial” 
(Rodas Chingaté et al., 2022, p. 58). Esta 
es una barrera que parte de la “negación 
de la existencia de su identidad de géne-
ro por parte de las entidades prestadoras 
de servicios de salud, lo que vulnera sus 
derechos a la salud y al libre desarrollo de 
la personalidad” (Rodas Chingaté, et al., 
2022, p. 59).

Aun cuando el delito de aborto quedó dis-
minuido con la sentencia C-055 de 2022 y 
la Fiscalía General de la Nación estableció 
en su Directiva 009 de 20239 que única-
mente procede la acción penal en hechos 
posteriores a la semana 24 de gestación y 
que no se correspondan con ninguna de 
las causales despenalizadas -siendo ne-
cesario buscar que en los casos que sean 
puestos en conocimiento de la autoridad 
judicial se acredite el plazo o, posterior a 
este, alguna de las causales-, la criminali-
zación persiste. Esta es una forma de dis-
criminación y estigmatización contra las 
mujeres pues el delito existe para controlar 
su sexualidad y su reproducción, bien sea 
como castigo a la sexualidad libre o a la re-
nuncia al mandato materno, asuntos sobre 
los cuales, a juicio de algunos, las mujeres 
no deberían tener autonomía por contra-
riar el derecho natural.

De acuerdo con la información brindada 
por la Fiscalía para la elaboración de este 
Informe Defensorial, entre el 21 de febrero 

de 2022 y el 31 de agosto de 2023, existían 
119 procesos registrados en la entidad por 
el delito de aborto consentido (artículo 122 
del Código Penal). En el estudio La crimina-
lización del aborto en Colombia (Jaramillo, 
Santamaría y Forero, 2021) se evidenció 
que entre el 2008 y el 2019 el promedio 
anual de casos registrados por el delito de 
aborto fue de aproximadamente 400. Al 
comparar con el primero año y medio de 
la sentencia C-055 de 2023 se evidencia 
una disminución producto del nuevo mo-
delo: 61 casos se denunciaron entre el 21 
de febrero y el 31 de diciembre de 2022, 
y 58 entre el 1 de enero y el 31 de agosto 
de 2023, para el total de 119 procesos en el 
primer año y medio. 

Todos estos procesos se encontraban en 
etapa de indagación, es decir, el ente in-
vestigador no contaba aun con evidencia 
suficiente para imputar el delito o archivar 
la investigación. De estos, 105 estaban acti-
vos (88%) y 14 inactivos (12%), lo que quiere 
decir sin actuaciones procesales adelanta-

3.4. Criminalización

9 El índice de Gini representa la desigualdad máxima con un 1, en cuyo caso uno solo de los habitantes recibiría el total 
de los ingresos por salarios. El 0, sin embargo, significa la igualdad total de los ingresos salariales de todos los habitantes



79das. El conocimiento de los casos se dio 
por actos urgentes (75 casos, que equiva-
len a un 63%), denuncia (33 casos, 28%), de 
oficio (10 casos, que representan el 8%) y 
compulsa de copias (1 caso, 1%) 10. 

En 62 casos se había identificado a una 
persona como sospechosa. De estas per-
sonas indiciadas el 81% son de sexo feme-
nino, el 14% de sexo masculino y en el 5% 
de los casos no se tiene esta información. 
Al revisar los grupos de edad se tiene que 
el 31% de las personas indiciadas son ado-
lescentes entre 14 y 17 años, seguido de 

jóvenes entre los 18 y los 25 años (26%) y 
personas adultas entre los 27 y los 29 años 
(21%). Este dato no está disponible para el 
22% de los casos.    
Las cinco entidades territoriales en las que 
más se presentaron hechos que dieron 
origen a procesos fueron: Cundinamarca 
(11%), Bogotá D.C. (8%), Tolima (8%), Valle 
del Cauca (7.5%) y Meta (7%). A excepción 
de este último departamento, los demás 
lugares estaban entre los diez con más he-
chos investigados en el citado estudio que 
se ocupa del período en el que estuvo vi-
gente el modelo de causales. 

Tabla 2. Departamentos de los hechos y Bogotá, 21 de febrero de 2022 - 31 de agosto 
de 2023

10 Los actos urgentes son actuaciones inmediatas de la Policía Judicial que busca que no se produzcan alteraciones o 
pérdida de materiales probatorios, tales como inspecciones en el lugar de los hechos. La denuncia consiste en poner en 
conocimiento de la Fiscalía una actuación que se considera contraria a la ley, lo que da inicio a la investigación penal. La 
investigación de oficio o informes se refiere a las actuaciones de investigación y persecución que tienen lugar de manera 
rutinaria, sin necesidad de intervención del interesado. La compulsa de copias se da cuando otra autoridad tiene conoci-
miento de hechos que considera delictivos y solicita la actuación de la Fiscalía. 

Fuente: Fiscalía General de la Nación, 2023.

Amazonas
Antioquia
Arauca
Atlántico
Bogotá
Bolívar
Boyacá
Caldas
Casanare
Cauca
César
Chocó
Córdoba
Cundinamarca
Huila
La Guajira
Magdalena
Meta
Nariño
Norte de Santander
Risaralda
Santander
Tolima
Valle del Cauca
Vaupés
Vichada

1
5
2
5
10
6
5
1
2
6
3
3
2
13
4
3
3
8
3
3
2
8
10
9
1
1

DEPARTAMENTO NÚMERO DE CASOS

TOTAL 119



80 Adicionalmente, los datos suministrados 
por la Fiscalía muestran que 37 casos fue-
ron inadmitidos y archivados por tratarse 
de una conducta atípica que no encajaba 
en el delito de aborto consentido. La ciu-
dad de Bogotá (12) y los departamentos 
de Bolívar (6) y Atlántico (3) fueron los que 
registraron más casos inadmitidos. Los de-
partamentos de Córdoba, Nariño, Santan-
der, Tolima y Valle del Cauca tuvieron cada 
uno dos casos; en Boyacá, Caldas, Casana-
re, Cundinamarca, Quindío y Risaralda se 
inadmitieron un caso en cada uno.  

Por su parte, en febrero de 2022, la Defen-
soría del Pueblo prestaba el servicio de 
defensoría pública11 en 61 casos relacio-
nados con el delito de aborto consenti-
do. En mayo de 2023 los casos en trámite 
con este servicio eran 45. Debe tenerse en 
cuenta que no todas las regionales presen-
taron reporte y que los casos de ambos 
cortes de tiempo habían sido reportados 
principalmente en Valle del Cauca (34), Bo-
yacá (23) y Quindío (23).  

Si bien la información disponible en mate-
ria de criminalización no incluye variables 
sociodemográficas ni las circunstancias de 
tiempo, modo y lugar que condujeron a la 
apertura de la investigación penal —por 
lo que en este informe no es posible reali-
zar este análisis—, la cantidad de casos no 
deja de despertar inquietudes sobre la co-
rrecta implementación y efectos en el ám-
bito penal de la Sentencia C-055 de 2022 
y de los lineamientos que desde el 2016 
estableció la Fiscalía para la investigación 
y judicialización del delito de aborto, los 
que, como se dijo, fueron actualizados y 
adecuados en el 2023 mediante la Directi-
va 009. Esta nueva Directiva orienta sobre 
la aplicación de los principios de favorabi-

lidad y oportunidad, entre otras medidas 
que pueden realizar los y las fiscales, como 
la inadmisión y el archivo de los procesos, 
y requerirá un estudio de mayor profundi-
dad sobre qué está pasando con la crimi-
nalización. 

Aunque en lo legal el terreno en el que el 
delito de aborto sigue vigente es mínimo, 
el desconocimiento del marco normativo, 
la penalización social y el estigma influyen 
en seguir haciendo uso de la pena, por lo 
que se considera importante revisar que 
los hechos de estos 119 procesos sí se ajus-
ten a la conducta típica y que las mujeres 
no están siendo sometidas a procesos pe-
nales arbitrarios e intimidatorios en contra 
de sus derechos, en especial de su auto-
nomía reproductiva. 

Lo anterior se explica por cuanto, como se 
evidenció bajo el modelo de causales, la 
persecución penal no estaba obrando con 
proporcionalidad y eficacia ni como un ins-
trumento de protección de derechos, ya 
que no evitaba la práctica de abortos. Así, la 
penalización era mayor contra las mujeres 
que abortaban voluntariamente, represen-
tando un 4% del total del sistema de conde-
nas, frente a la penalización de delitos en los 
que las mujeres son las principales víctimas, 
como la violencia intrafamiliar (1.14% de las 
condenas) (Jaramillo, Santamaría y Forero, 
2021). También se demostró que el 56.7% 
de los casos que terminaron en condena 
fueron denunciados por personal de salud, 
en una clara violación del secreto profesio-
nal que tendría que haber dado lugar a la 
inadmisión y al inicio de procesos sanciona-
torios; y que las más perseguidas y sancio-
nadas eran las menores de edad entre los 
14 y 17 años (12.5% y 24%, respectivamente) 
(Jaramillo, Santamaría y Forero, 2021).  

11 El servicio de defensoría pública es dirigido por la Defensoría del Pueblo. En aras del acceso a la justicia, ofrece asisten-
cia y representación judicial en favor de las personas que por sus condiciones económicas o sociales se encuentran en 
circunstancias de desigualdad manifiesta para proveerse, por sí mismas, la defensa de sus derechos (Ley 941 de 2005).
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12 Esta categoría retoma las grandes categorías de barreras de acceso a la IVE propuestas por La Mesa por la Vida y la Sa-
lud de las Mujeres (2017) bajo el modelo de causales, a saber: desconocimiento del marco legal, interpretación restrictiva 
del marco legal y fallas en la prestación de los servicios de salud. Ahora bien, estas se actualizan a la luz del modelo mixto 
actualmente vigente, haciendo al menos tres cambios: el incumplimiento de las obligaciones legales pasa a un nivel de 
mayor jerarquía, se realizan adiciones en las subcategorías conforme a los cambios normativos —como la interpretación 
restrictiva de la libertad de conciencia—, y el desconocimiento del marco legal se integra en la quinta categoría de vulne-
raciones, que se presenta más adelante, con énfasis en el contexto sociocultural y de estigma sobre el aborto. 

En el Informe Defensorial: Violencias basa-
das en género y discriminación (2019), la 
Delegada de Derechos de las Mujeres y 
Asuntos de Género nombró las barreras 
de acceso para la atención en salud de 
las  mujeres, en particular de las víctimas 
de todos los tipos de violencias basadas 
en género, como un impedimento para el 
restablecimiento de los derechos vulnera-
dos. De manera puntual, las barreras de ac-
ceso a la IVE fueron comprendidas como 
una vulneración de derechos. A pesar del 
importante cambio jurisprudencial, las ba-
rreras se siguen presentando, dificultando, 
en consecuencia, la adopción efectiva del 
modelo actualmente vigente y la plena ga-
rantía de derechos.

Las barreras en el acceso describen “el 
conjunto de conductas que por acción 

o por omisión constituyen limitaciones u 
obstáculos para que las mujeres accedan 
de forma efectiva al aborto legal, en el 
servicio de salud, sin importar el régimen 
de afiliación” (González Vélez y Castro 
González, 2017, p. 12), y que, por lo mismo, 
contradicen el marco normativo vigente.

En esta categoría de este Informe 
Defensorial se presentan barreras de tres 
tipos12: las primeras por incumplimien-
to de las obligaciones legales frente a la 
IVE y los derechos de las mujeres asocia-
dos; las segundas son barreras en el ac-
ceso relacionadas con interpretaciones 
restrictivas y sesgadas del marco norma-
tivo; y las terceras comprenden las fallas 
en la prestación de los servicios de salud.    

3.5. Barreras en el acceso 

En la deliberación que condujo a que la 
Corte Constitucional eliminara el delito de 
aborto hasta la semana 24 de gestación, 
se expuso que la protección de la vida es 
insuficiente si se circunscribe al derecho 
penal, por lo que este aplicado sin racio-
nalidad, en un claro entrometimiento de 

parte del Estado y de forma abiertamen-
te discriminatoria sobre las mujeres más 
vulnerables, se configura en un obstáculo 
para la materialización del derecho a la sa-
lud, a la salud reproductiva y a la autono-
mía (Sentencia C-055 de 2023).



82
Esquema 5. Categoría: barreras en el acceso

Fuente: elaboración propia.

Estos incumplimientos se dan principal-
mente en el sector salud y abarcan el des-
conocimiento del derecho a la intimidad y 
la dignidad, la demora en la respuesta de 
las solicitudes, la inobservancia de la nor-
matividad —incluida la Resolución 051 de 
2022 y la RIAMP—, las falencias en las redes 
de prestadores del servicio; y en el sector 
justicia tienen que ver con las fallas en las 
decisiones de las tutelas, como se vio en 
uno de los casos anteriores. 

Comportamientos de hostigamiento, cul-
pabilización, desinformación y estigmati-
zación emprendidos por personas y gru-
pos en su mayoría religiosos se vienen 
registrando en varias ciudades del país. 
Mediante vigilias y plantones, grupos de 
personas hacen presencia disuasoria en 
las afueras de centros de salud (Profami-
lia, 2023d) y buscan incidir mediante en-
gaños en las decisiones de las mujeres 
y en el compromiso de los prestadores 
(Cerosetenta y Manifiesta media, 2023). Es-

tas expresiones de oposición encuentran 
también su espacio en el interior de hos-
pitales. Algunas clínicas han permitido el 
ingreso de grupos religiosos que ofrecen 
una especie de consejería a las mujeres 
que buscan abortar, con el propósito de 
que cambien de opinión, aunque cruzan-
do límites al invadir la esfera personal y 
poner en duda la dignidad de las mujeres. 
La Mesa y Oriéntame recogen en el infor-
me del primer año de implementación de 
la Sentencia C-055 el testimonio de una 
mujer que relata que durante la consulta 
el médico afirmó que la sentencia la iban 
a tumbar (Niño Contreras et al., 2023). Esta 
aseveración no puede confundirse con la 
objeción de conciencia, ya que esta no 
busca distorsionar la información ni obs-
truir los servicios.

El Código de Seguridad y Convivencia Ciu-
dadana de 2016 establece en su artículo 40 
que el siguiente comportamiento no debe 
realizarse y que afecta a grupos socia-

a. Incumplimiento de las obligaciones legales frente a la IVE y los 
derechos de las mujeres

Incumplimiento de las
obligaciones legales frente

a la IVE y los derechos
de las mujeres

Interpretaciones 
restrictivas y sesgadas
del marco normativo

Fallas en la prestación 
de los servicios 

de salud



83les de especial protección constitucional: 
“Dificultar, obstruir o limitar información e 
insumos relacionados con los derechos 
sexuales y reproductivos de la mujer, del 
hombre y de la comunidad LGBTI, inclui-
do el acceso de estos a métodos anticon-
ceptivos”. Con esto debe señalarse con 
preocupación que la obstrucción de la 
información no ocurre únicamente en los 
escenarios mencionados, lo que viene de 
la mano de grandes retos para la delibera-
ción democrática; y que las acciones no se 
limitan a restringir la información, sino que 

impiden también el acceso físico a los ser-
vicios y socaban la dignidad e intimidad.

El siguiente caso fue acompañado por las 
Duplas de Género y por La Mesa por la Vida 
y la Salud de las Mujeres. En él se identifica 
el desconocimiento de la dignidad de la 
mujer, un derecho fundamental que abar-
ca la autonomía frente al proyecto de vida, 
las condiciones materiales concretas para 
la existencia y la posibilidad de vivir sin ser 
sometidos a humillación ni tortura, esto es, 
un trato acorde a la condición humana.

Samanta tiene 35 años. Con 18 semanas de gestación 
accede a la IVE a través de su EPS. El procedimiento 
inicia en una IPS especializada y debe terminarlo en 
una clínica de tercer nivel. Una vez es trasladada re-
cibe trato discriminatorio del personal de salud, por 
ejemplo, la ubican en una sala de partos con mujeres 
que están atravesando ese momento, le preguntan 
insistentemente sus razones para abortar, le niegan 
medicamentos para el manejo del dolor y le impi-
den el acceso al baño. Finalmente, en una urgencia, 
Samanta se pone de pie y, frente a todas las mujeres 
que se encuentran en trabajo de parto, se produce 
el aborto sin ningún tipo de asistencia médica. Es 
entonces cuando públicamente el personal de sa-
lud le llama fuertemente su atención y la acusa por 
el “reguero que acaba de hacer”. Después de estos 
hechos, Samanta decide poner una queja, para lo 
que busca asesoría en la Defensoría del Pueblo. Asi-
mismo, solicita la incapacidad para presentarla a su 
empleador, ante lo cual la IPS emite el documento 
con todos los detalles del procedimiento e informa-
ción que hace parte de su historia clínica, tales como 
“feto de 18 semanas de gestación nacido muerto por 
aborto provocado”, el cual es enviado directamen-
te al empleador de la mujer. Al reincorporarse a su 
empleo, Samanta recibe acusaciones y trato discri-
minatorio, por lo decide renunciar. Con la asesoría 
legal de La Mesa por la Vida y la Salud de las Mujeres 
interpone una queja a la clínica por filtración de su 
información médica. 
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La incapacidad médica a la que tienen de-
recho las mujeres que se practican un abor-
to no debe revelar el motivo de la misma ni 
incluir información privada. De manera que 
en el caso se observa una violación del de-
recho a la intimidad de la mujer, que tiene 
repercusión directa en su estabilidad y en-
torno laboral. 

Al respecto, Laura Castro González, coordi-
nadora de La Mesa, llamó la atención sobre 
incumplimientos en el momento de la aten-
ción post-aborto, como el que se aprecia 
en el anterior caso, que han empezado 
a cobrar relevancia en el nuevo escena-
rio y que desde su mirada buscan que las 

mujeres sientan carga y culpa por haber 
accedido al procedimiento (comunicación 
personal, 24 de octubre de 2023). Según 
Castro, algunos prestadores pretenden 
desconocer la autonomía reproductiva de 
las mujeres, imponiendo la anticoncep-
ción que debería ser una decisión libre e 
informada: “Conocemos de prestadores 
que casi que obligan a las mujeres, o que 
les dicen de una manera tan imperativa 
que tienen que usar métodos anticoncep-
tivos, que se entiende que si no lo hacen, 
entonces no pueden acceder a la interrup-
ción voluntaria del embarazo” (Laura Castro 
González, comunicación personal, 24 de 
octubre de 2023).

Estas barreras en el acceso comprenden 
la imposición de condiciones a algunos 
grupos de mujeres (como las menores de 
edad o las mujeres migrantes irregulares), 
la solicitud de requisitos adicionales (como 
consultas de psicología y psiquiatría), in-
terpretaciones restrictivas de la libertad de 
conciencia y de las causales (cuando apli-
can) y el uso inconstitucional de la obje-
ción de conciencia. 

Siendo la voluntad de las mujeres, hom-
bres trans, personas intersexuales y perso-

nas no binarias el único requisito para la in-
terrupción en las primeras 24 semanas de 
gestación, es una barrera que se les pida 
acreditar que se encuentran incursas en 
las circunstancias de alguna causal o tener 
que explicar las razones íntimas y profun-
das que, en uso de su libertad de concien-
cia, condujeron a la decisión, lo que, como 
se vio, afecta de manera particular a niñas, 
mujeres indígenas, negras, afrodescen-
dientes, afrocolombianas y mujeres rura-
les. El especialista en Ginecología y Obste-
tricia Jorge Caro explica: 

b. Interpretaciones restrictivas y sesgadas del marco normativo

(…) “Ya no tiene que explicarle a nadie ni haber razones, sino 
simplemente decir ‘quiero abortar’. (…) Y eso es razón suficiente para 
que el sistema de salud le responda efectivamente. (…) Es curioso, 
pero todavía encuentro que por debajo de la semana 24 muchas 
personas, cuando me las comentan, dicen que es una causal uno, 
una causal dos y yo digo ‘no necesita causal. A mí no me digas 
esas cosas, no necesita decir nada’”. (comunicación personal, 17 de 
octubre de 2023)
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Estas barreras en el acceso son fallas en 
la prestación de los servicios de salud, las 
que competen tanto a las y los profesiona-
les por la falta de diligencia y las dilaciones 
injustificadas, como al nivel administrativo, 
al no contar con protocolos y rutas inter-
nas y diferenciadas, faltas en el sistema de 
referencia y contrarreferencia, de entrena-
miento médico y de disponibilidad de los 
insumos y tecnologías necesarias para los 
procedimientos, bien sean estos farmaco-
lógicos o quirúrgicos.    

Uno de los casos acompañado por las 
Dupla de Género y asesorado legalmente 
por La Mesa revela estas barreras por fallas 
en la prestación de los servicios. El caso 
fue conocido inicialmente por un profesio-
nal de la Dirección Nacional de Atención 
de Quejas de la Defensoría del Pueblo - 

Regional Huila, en un segundo momento 
fue informado a la Delegada para los Dere-
chos de las Mujeres y Asuntos de Género, 
que a su vez contactó a La Mesa. 

Sin servicios disponibles a partir de de-
terminadas edades gestacionales en sus 
ciudades de origen, las mujeres deben 
desplazarse a otros lugares, muchas veces 
sin contar con los recursos económicos 
para ello, aun cuando es responsabilidad 
de las EPS hacerse cargo de sus traslados, 
alojamiento y alimentación. Adicionalmen-
te, realizar el procedimiento por fuera del 
lugar de residencia requiere que el proto-
colo de atención contemple el retorno en 
condiciones de dignidad, lo que no suce-
dió en este caso por una acción con daño 
por parte del ICBF. 

c. Fallas en la prestación de los servicios de salud

[…] “La persona que recibe inmediatamente o en primera instancia 
a la persona que consulta la solicitud de interrupción, pues la va 
a demorar porque va a decir ‘soy objetor de conciencia’, y va a 
pasar, va a tener que esperar hasta que llegue a alguien que no sea 
objetor o no sea objetora, entonces no hacen la atención, no hacen 
las historias clínicas, no tienen claro que deben hacer esos procesos. 
Y que tal vez a un no objetor debe llegarle ya una historia completa 
expedita para que pueda hacer un procedimiento”. (comunicación 
personal, 18 de octubre de 2023) 

Una de las Duplas de Género compartió 
que, en un municipio del departamento 
del Guaviare, a las víctimas de violencia 
sexual, puntualmente menores de edad, 
se les imponía presentar la denuncia para 
acceder a los servicios de salud, descono-
ciendo su libertad de conciencia (grupo 
focal 2, 14 de septiembre, 2023). Igualmen-
te, en palabras de la profesional del Minis-
terio de Salud se siguen presentando soli-
citudes adicionales e injustificadas, como 

Cuando se produce una declaración de 
objeción de conciencia, la administración 
de la IPS debe gestionar otro prestador. 

ordenar exámenes adicionales y consultas 
innecesarias (Liliana Oliveros León, comu-
nicación personal, 27 de octubre de 2023).

Respecto a la objeción de conciencia, to-
davía se practica de manera inadecuada 
para obstruir el acceso a la IVE. Óscar Ma-
rroquín, referente médico de Oriéntame, 
explicaba desde su experiencia en capa-
citaciones a personal médico en distintos 
lugares del país: 

De no hacerlo incurriría en negligencia, lo 
que también se aprecia en el caso que se 
presenta en la siguiente subcategoría. 



Marcela tiene 11 años de edad y vive en zona rural de un de-
partamento del sur del país. Cursa un embarazo producto 
de violencia sexual y le solicitó a su EPS interrumpirlo. En el 
proceso experimentó múltiples vulneraciones y barreras: los 
profesionales de salud de su IPS objetaron conciencia, sin que 
se planteara una alternativa de atención; la EPS negó la solici-
tud de traslado para garantizar el acceso en un lugar donde 
estuvieran disponibles los servicios de acuerdo con su edad 
gestacional, y el caso judicial por la violencia que sufrió fue 
filtrado a medios de comunicación locales, generando revicti-
mización. Luego de presentar solicitud escrita, la EPS accedió a 
asumir el traslado a la ciudad de Bogotá. Así que Marcela, con 
22 semanas de gestación, acompañada por su madre, accede 
al procedimiento en esta ciudad. 

Al día siguiente funcionarios/as del ICBF se presentan en el 
hospital donde se recupera la menor para dar inicio al proceso 
de restablecimiento de derechos, indicando a ella y a su ma-
dre que deben presentarse en el centro zonal del ICBF, para lo 
cual, informan, deben firmar la salida voluntaria del centro de 
salud. Con esta orientación y confiando en la entidad, Marcela 
y su madre firman la salida y se desplazan al centro zonal junto 
con el personal del ICBF para terminar los trámites administra-
tivos que son desconocidos para ellas. Una vez esto sucede, 
les informan que pueden retirarse, momento que coincide 
con el horario de cierre del lugar, por lo que las dos quedan 
a la intemperie en una ciudad desconocida. La menor y su 
madre no cuentan con recursos para volver al hospital, al que 
no podrían reingresar por haber firmado la salida, tampoco 
para hospedaje, alimentación o gastos adicionales; del mismo 
modo, no tienen información ni recursos para volver a su mu-
nicipio de origen o para coordinar esto con su EPS. En medio 
de esta angustiante situación, piden apoyo en líneas de emer-
gencia y atención, tras lo cual empiezan a ser acompañadas 
por la Delegada para los Derechos de las Mujeres y Asuntos 
de Género y la Secretaría Distrital de la Mujer de Bogotá, que a 
su vez solicitan asesoría legal de La Mesa por la Vida y la Salud 
de las Mujeres. La organización solicita a la EPS el retorno de la 
menor y su madre a casa, sin obtener respuesta positiva. Por 
parte del ICBF tampoco hubo respuesta sobre la salida de la 
menor del centro zonal. Ante esto, La Mesa brinda apoyo eco-
nómico para hospedaje, alimentación y, finalmente, traslado al 
municipio de origen, que era el deseo de la menor y su madre. 
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La disponibilidad de servicios de aborto 
es insuficiente en algunas zonas del país, 
particularmente en zonas rurales, remotas, 
empobrecidas y con presencia de grupos 
armados ilegales. La barrera es más fre-
cuente en tanto aumenta la edad gesta-
cional, por lo que en algunas zonas, tra-
tándose incluso de ciudades capitales, no 
hay capacidad instalada ni rutas para la re-
misión de casos que superan el primer tri-
mestre de gestación o determinadas eda-
des. En Cali, por ejemplo, una de las cinco 
ciudades con mayor desarrollo del país y 
a donde acuden personas de municipios 
cercanos, “a partir de esta edad gestacio-
nal [20 semanas] se evidencia que existe 
un solo prestador en la ciudad desde el 
año 2022, que no tiene la suficiente capa-
cidad para responder a la demanda del 

Para el Ministerio de Salud este panorama 
hace parte de las fallas estructurales que 
tiene el sistema de salud (Liliana Oliveros 
León, comunicación personal, 27 de octu-
bre de 2023). De la mano de esto, al menos 
dos de las personas entrevistadas señala-
ron con preocupación que algunas EPS no 
estén generando capacidad propia y pro-
tocolos adecuados, sino que hayan suscri-
to convenios con quienes históricamente 
han prestado servicios, sin resolver asun-
tos estructurales y teniendo menos control 
sobre el proceso (Laura Castro González, 
comunicación personal, 24 de octubre de 
2023; Martha Cecilia Castaño Parra, comu-
nicación personal, 17 de octubre de 2023). 

servicio” (Secretaría de Salud Pública de 
Valle del Cauca, 2023, p. 8). En los grupos 
focales se mencionó que en Buenaventura 
las pacientes que superan las 12 semanas 
de gestación son remitidas a las ciudades 
de Cali y Tuluá, con la limitación ya plan-
teada. En Leticia, capital del Amazonas, 
sólo se brinda atención hasta la semana 
14, y en el departamento de Santander, 
aun teniendo once prestadores, algunas 
EPS prefieren trasladar a las mujeres a Bo-
gotá o Cali para que el trámite sea menos 
engorroso, lo que puede significar otras 
complicaciones para aquellas que tienen 
hijos y no pueden ausentarse de su lugar 
de residencia (Patricia Caicedo, comuni-
cación personal, 17 de octubre de 2023). 
En Chocó, como explica Vilma Portal de 
Médicos sin Fronteras, 

A propósito, en uno de los grupos focales 
se realizaron quejas sobre prestadores que 
exigen pago anticipado por parte de las 
EPS, lo que condiciona y retrasa la atención 
(grupo focal 5, 18 de septiembre de 2023).

Como parte de la disponibilidad de los 
servicios, al poner la mirada sobre el en-
trenamiento y capacitación de los equi-
pos, según la encuesta Actitudes, Prácticas 
y Conocimientos de los y las Ginecólogas 
Colombianas frente a la Interrupción Vo-
luntaria del Embarazo (IVE) y la Objeción 
de Conciencia (El Espectador, 2022), efec-
tuada por el Grupo Médico por el Dere-
cho a Decidir - Colombia en asocio con La 

“si una paciente requiere interrumpir su embarazo de forma segura, 
debe viajar hasta Quibdó, lo que puede representar uno o dos 
días de viaje dependiendo de la vereda en donde viva la persona. 
Estando en el municipio Pie de Pató, hemos sabido de mujeres 
que les niegan el servicio y les dicen que deben ir a Profamilia en 
Quibdó”. (Médicos sin Fronteras, 2023)



88 Mesa por la Vida y la Salud de las Mujeres y 
la Federación Colombiana de Obstetricia y 
Ginecología (FECOLSOG), de 46 especialis-
tas encuestados, solamente entre el 50% y 
el 58% habían recibido entrenamiento en las 
técnicas recomendadas por la OMS. Otra si-
tuación que pone en duda la prestación de 
los servicios es la brecha de atención, pues 
la no disposición a hacerlo aumenta de ciu-
dades capitales a ciudades intermedias (del 
28 al 30%) y es mayor en ciudades peque-
ñas (40%), una forma de sintetizar lo que su-
cede con la disponibilidad de los servicios.

En cuanto a la disponibilidad de los in-
sumos necesarios para la garantía de 
la IVE, en la zona norte del país, en sus 
actividades de inspección y vigilancia, 
la Secretaría de Salud de Barranquilla 
(2023) ha encontrado dificultades en el 
equipo de AMEU de algunos vigilados.

Sobre los medicamentos, la Fundación 
Oriéntame advirtió en mayo de 2022 —unos 
pocos meses después de la despenaliza-
ción del aborto hasta la semana 24 de gesta-
ción— niveles críticos frente a la disponibili-
dad de misoprostol en el país, situación que 
meses antes, en noviembre de 2021, había 
sido calificada de la misma manera por la Fe-
deración Colombiana de Obstetricia y Gine-
cología, sin que el INVIMA hubiese adopta-
do medidas al respecto (Bohórquez, 2023). 

El misoprostol es el método más seguro, 
eficaz y frecuentemente utilizado para 
la práctica de abortos médicos antes 
de la semana 12 de gestación; se em-
plea también en la etapa previa de al-
gunas interrupciones del embarazo con 
método quirúrgico y sirve además para 
otros tratamientos gineco-obstétricos, 
razón por la cual se considera un me-
dicamento esencial. En Colombia está 

incluido en el Plan de Beneficios en Salud 
y se comercializa con fórmula médica. 

De acuerdo con la declaración de Ma-
ría Mercedes Vivas, Directora Ejecuti-
va de Oriéntame, al medio Manifiesta, 
para agosto de 2023, en el país sólo ha-
bía dos farmacéuticas autorizadas para 
la producción y comercialización de mi-
soprostol, y varios oferentes no habían 
renovado sus registros, ocasionando una si-
tuación de niveles críticos (Bohórquez, 2023). 

Al respecto, la Secretaría Distrital de Salud 
de Bogotá describió el siguiente obstáculo 
por parte de algunas IPS de atención prima-
ria de los procedimientos de IVE: “Algunas 
IPS no cuentan actualmente con los insumos 
necesarios para su realización” (2023, p. 14). 
En Santander, el diagnóstico elaborado por 
Profamilia estableció disponibilidad muy 
baja del medicamento (Profamilia, 2023d). 

Esta escasez de misoprostol afecta no solo 
la atención presencial e intramural, sino tam-
bién la modalidad de atención a través de 
telemedicina, una alternativa que ha venido 
ganando terreno, aun cuando, como seña-
laba Marta Royo, Directora Ejecutiva de Pro-
familia, la conectividad y el manejo de algu-
nos canales y plataformas sigue siendo un 
reto en algunas zonas y poblaciones (comu-
nicación personal, 31 de octubre de 2023). 

Adicionalmente, la integrante de una red 
de acompañamiento de Cali reiteró esta 
información sobre la escasez del miso-
prostol al medio Manifiesta (Bohórquez, 
2023). En efecto, esto perjudica el aborto 
autogestionado y el acompañamiento que 
ofrecen redes feministas en varios lugares 
del país como una posibilidad para quie-
nes no tienen acceso o expresan reser-
vas y distancias frente al sistema de salud. 



89En virtud de lo anterior, la Fundación Orién-
tame solicitó en mayo de 2022 al INVIMA 
que declarara el medicamento en desa-
bastecimiento y como “vital no disponi-
ble”, lo que permitiría una fabricación e 
importación extraordinaria. Al momento 
de escritura de este informe, sobre este 
pedido no se conoce respuesta oficial. 
Según la Dirección de Medicamentos y 
Productos Biológicos, a julio de 2023 se 
estaba haciendo seguimiento a la dispo-
nibilidad del misoprostol (INVIMA, 2023).

Sobre las barreras identificadas en esta ca-
tegoría, que impiden el cumplimiento nor-
mativo y la garantía de derechos, llama la 
atención la respuesta de la Secretaría Distri-
tal de Salud de Barranquilla, que identifica 
una única barrera: “Desistimiento materno, 

Para ser superadas, las barreras exigen 
gestiones por parte de organizaciones de 
la sociedad civil y la movilización de otros 
recursos estatales, como la intervención 
de la Defensoría del Pueblo. En los casos 
acompañados por la entidad se identifi-
can centros hospitalarios que niegan los 
procedimientos, dilatan injustificadamen-
te la prestación del servicio o solamente 
brindan la atención tras el envío de men-
sajes, la realización de llamadas, la pre-
sencia in situ de las Duplas de Género, la 
radicación de oficios y la interposición de 
tutelas u otras acciones legales. En algunos 
casos, ni con estas gestiones se logra que 
las entidades respondan por sus funciones. 

Es así que incumplir el marco normativo y 
vulnerar los derechos de las mujeres tie-
ne altos costos para la ciudadanía y para 
el Estado mismo, por lo que las solucio-
nes deben ser estructurales, entendien-

cuando la madre decide continuar con su 
gestación. No se han identificado a la fe-
cha barreras de tipo administrativo en la 
prestación de este servicio” (2023, p. 8). 
Esta contestación ignora las responsabilida-
des estatales en garantizar las condiciones 
para el acceso y el entorno sociocultural 
del aborto, evidenciando que el estigma 
y el tabú también se manifiestan en la ins-
titucionalidad. Valga recordar que Atlántico 
y el distrito de Barranquilla son territorios 
priorizados en el Plan de aceleración para 
la reducción de la mortalidad materna, y en 
enero de 2022, mientras la Corte Constitu-
cional discutía la demanda que fue fallada 
en la Sentencia C-055, Lorena Gelis Palomi-
no, de 37 años y madre de tres hijos, mu-
rió en esta capital como resultado de un 
aborto inseguro. 

do las dimensiones culturales de la IVE. 
No obstante, no puede perderse de vista 
que los incumplimientos, las vulneracio-
nes y las prácticas coercitivas con relación 
a la decisión de interrumpir el embarazo 
pueden dar lugar a procesos sancionato-
rios de tipo administrativo, penal y disci-
plinario, según la Resolución 051 de 2023. 

El Tribunal Nacional de Ética Médica (2023) 
informó no poseer información acerca 
de los procesos en los tribunales sec-
cionales, los que hacen las veces de pri-
mera instancia. Según el ICBF, del 2018 a 
octubre de 2023, la Oficina de Control 
Disciplinario estudiaba presuntas irregula-
ridades frente a la IVE de una autoridad ad-
ministrativa del departamento de Antioquia.  

Varias de las personas entrevistadas se 
quejaron de la nula actuación de la Pro-
curaduría con relación a la IVE, a pesar de 

A manera de reflexión



90 su rol en la protección de los derechos 
humanos, la vigilancia preventiva de la ac-
tuación de las y los servidores públicos, 
y su función disciplinaria. Esta fue la úni-
ca entidad que no respondió la petición 
presentada ni accedió a una entrevista.

Respecto a las sanciones, la Superintenden-
cia Nacional de Salud (2023) tiene en su sis-
tema, desde el 22 de febrero de 2022 y has-
ta el 31 de agosto de 2023, 254 reclamos en 
salud relacionados con la IVE, los que repre-
sentan el 0.01% del total de reclamaciones 
en salud (2.105.965), los que se encuentran 
en su totalidad cerrados. Los cinco depar-
tamentos en los que se presentan más re-
clamos son: Bogotá (60), Valle del Cauca 
(47), Atlántico (19), Antioquia (12) y Nariño 
(11). Al revisar por edades, los reclamos son 
presentados por personas entre los 30 y 
37 años (75), seguido de entre los 18 y 24 
años (70), entre 25 y 29 años (64) y entre 38 
y 49 años (30); de 13 a 17 años (13), mayores 
de 63 (1) y de 6 a 12 años (1). Por último, se 
identifican reclamos de personas afro (9), 
indígenas (8) y mulatos (2); 235 personas 
no fueron incluidas en ningún grupo étni-
co. Los reclamos son sobre 33 EPS vigiladas, 
siendo los cinco con más reclamos: Sanitas 
(69), Nueva EPS (37), Salud Total (24), Sura 
(21) y Coosalud (19). En el listado también 
se encuentran reclamos que involucran a la 
EPS-I AIC (3); Pijaos Salud (1) y Mallamas (1).

En el periodo 1 de agosto de 2022 y 30 de 
junio 2023 (11 meses), los motivos más fre-
cuentes de las reclamaciones fueron: falta 
de oportunidad en la programación de 
procedimientos quirúrgicos (69); no apli-
cación de normas, guías o protocolos de 
atención; deficiencias en la seguridad del 
paciente (24), demora en la autorización de 
los procedimientos POS (21); falta de opor-
tunidad en la asignación de citas de consul-

ta especializada (19); deficiente información 
sobre derechos, deberes y trámites (16); fal-
ta de oportunidad en la programación de 
cirugía (11); falta de oportunidad en la asig-
nación de citas de ginecología (8); demora 
en la referencia o contrarreferencia (6) y de-
mora en el reconocimiento de reembolsos 
(viáticos) (5). Asuntos que se han expuesto 
a lo largo de este capítulo de hallazgos.

De acuerdo con las respuestas a las pe-
ticiones realizadas a las instituciones pú-
blicas en lo concerniente a sanciones por 
incumplimientos de las obligaciones le-
gales y fallas en la atención de la IVE en 
condiciones de calidad y sin barreras, las 
Secretarías de Salud o quienes hacen sus 
veces que fueron consultadas cuentan 
con procedimientos internos para adelan-
tar las investigaciones correspondientes. 

En Bogotá, la Secretaría Distrital de Salud 
(2023) recibió, desde el 2022 a septiembre 
de 2023, 27 quejas relacionadas con barre-
ras de acceso para el procedimiento de in-
terrupción voluntaria del embarazo por par-
te de IPS de la ciudad. Sobre el estado de 
los procesos, la dependencia informó que 
en una queja se inició el proceso adminis-
trativo sancionatorio, 21 quejas se encuen-
tran surtiendo etapa preliminar, esto es, 
recaudando las documentales necesarias 
para determinar si existe mérito para iniciar 
el procedimiento; y en cinco no se encon-
tró mérito para el inicio de una investigación 
administrativa, por lo que fueron archivadas. 

El componente de sanciones de la po-
lítica pública podría emitir también un 
mensaje sobre la relevancia que para 
el sistema de salud y el Estado tienen 
los derechos de las mujeres, de mane-
ra que incumplir el marco normativo 
que las protege genera consecuencias.
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En Colombia, los derechos sexuales y de-
rechos reproductivos y la Interrupción 
Voluntaria del Embarazo como parte de 
estos tienen rango constitucional, de ma-
nera que el Estado adquiere obligaciones 
claramente definidas respecto a su respe-
to, protección y cumplimiento, las que en-
trañan la no imposición de restricciones o 
interferencias mediante coacción, el acce-
so a los servicios de salud y la creación de 
un entorno sin discriminación ni estigmati-
zación que permitan ejercer la autonomía 
reproductiva. Particularmente para las mu-
jeres, este campo de decisión ha sido ob-
jeto de múltiples presiones, interferencias 
y violencias, alimentadas por ideas y repre-
sentaciones de las mujeres como sujetos 
subordinados y de la maternidad como su 
función social por excelencia, que respon-
dería a un llamado natural y divino. 

A nivel mundial hay cada vez más acuerdo 
sobre los resultados positivos de no pena-
lizar el aborto. Esto se refleja en la mejora 
en las condiciones de los servicios, la dis-
minución de los riesgos para la salud de 
las mujeres y el aborto inseguro, el reco-
nocimiento de su autonomía y la desestig-
matización de la práctica, por señalar unos 
cuantos efectos positivos. En Colombia, 
tras el primer año y medio de implemen-
tación de la Sentencia C-055 de 2022, que 
despenalizó el delito de aborto hasta la 
semana 24 de gestación, se tienen resulta-
dos que alientan a continuar en la consoli-
dación de una visión del aborto desde una 
perspectiva de derechos humanos, salud 
pública y de despenalización social, que 
ponga la autonomía de las mujeres en el 
centro. 

Los datos sobre búsqueda de información 
y acompañamiento de las Duplas de Gé-
nero, que aumentó en el primer año y me-
dio de la Sentencia C-055 de 2022, eviden-
cian que las mujeres consultan más, lo que 
hace pensar tanto en una mayor autoges-
tión del aborto, como en la persistencia de 
inconvenientes para acceder a la informa-
ción, por lo que deben recurrir a servicios 
especializados.

Los datos de la atención de la IVE llevan a 
concluir que las mujeres acuden más a los 
servicios de salud y que lo hacen esencial-
mente en las primeras 12 semanas de ges-
tación. De esta manera, el modelo de un 
plazo de 24 semanas y causales permitiría 
robustecer la atención en el primer nivel 
de atención, incluso mediante telemedi-
cina y de manera autogestionada, aunque 
no sin desatender a mujeres gestantes con 
edades gestacionales más avanzadas, las 
que, según muestran los casos, llegan allí 
por vulneraciones a sus derechos y barre-
ras de acceso. Precisamente este acceso 
mayoritario en el primer semestre hace 
más preocupante un escenario de posi-
ble desabastecimiento del medicamento 
misoprostol, como han alertado algunas 
voces. 

Las entidades públicas consultadas para 
la elaboración de este informe han reali-
zado acciones de distinto tipo buscando 
avanzar en la implementación. Sobresa-
le la Resolución 051 de 2023 del Ministe-
rio de Salud y la expedición de actos ad-
ministrativos que alimentan el conjunto 
de lineamientos de política pública en 
el nivel territorial. Las autoridades tam-
bién han concentrado sus esfuerzos en la 

Conclusiones



94 asistencia técnica, la promoción de dere-
chos a través de capacitaciones y la forma-
ción de instancias técnicas de articulación 
que tienen el objetivo de hacer segui-
miento y gestión de casos. En ese univer-
so, la perspectiva de derechos humanos y 
de género con la que los abordan las Du-
plas de Género confirma la pertinencia de 
su función y su rol como operadoras del 
marco normativo y los instrumentos vigen-
tes de política pública. Vale la pena aclarar 
que no todas estas acciones son novedo-
sas en el sentido de haber surgido des-
pués del fallo; sin embargo, sí se identifica 
la necesidad de actualizarlas al contexto 
normativo y buscar que sean más estables 
y con mayor cobertura para asegurar un 
entorno de mayor legitimidad.

No obstante, el pleno disfrute de la IVE 
como componente del derecho a la sa-
lud sexual y reproductiva sigue siendo una 
promesa incumplida para niñas, adoles-
centes, jóvenes, mujeres, hombres trans y 
personas no binarias e intersexuales, quie-
nes ven insatisfecho el cumplimiento de 
sus derechos. Lo anterior no es ajeno a las 
fallas estructurales del sistema de salud, en 
el que cobertura y el acceso efectivo a los 
servicios se presentan disociados, y tam-
poco a otros problemas nacionales como 
la desigualdad y la persistencia de acto-
res armados ilegales que controlan con-
ductas íntimas como las relacionadas con 
la reproducción. Este Informe Defensorial 
propone cinco categorías para organizar 
las vulneraciones a la IVE, las que respon-
den a los componentes de la salud sexual 
y reproductiva, a saber: i) acceso a infor-
mación, educación y medios para decidir; 
ii) autonomía reproductiva; y iii) acceso a 
salud reproductiva. 

La primera categoría de vulneraciones 
identificada corresponde a las barreras 
socioculturales: estigmatización y desco-
nocimiento de los derechos, asociadas a 

un clima de estigmatización, patrones cul-
turales y religiosos que se oponen a la au-
tonomía reproductiva, así como al extendi-
do desconocimiento del marco normativo 
entre mujeres y personas dedicadas a la 
prestación de los servicios. Las brechas de 
desinformación y la estigmatización gene-
ran consecuencias como la búsqueda de 
servicios inseguros, además de silencia-
miento y censura en torno al tema. Entre 
la información revisada, llama la atención 
el hostigamiento por parte de algunos 
grupos y personas que difunden engaños 
sobre el aborto y buscan disuadir a las pa-
cientes.  

La segunda categoría responde a un es-
fuerzo por reconocer las acciones y omi-
siones que coaccionan la toma de decisio-
nes libres sobre la salud reproductiva. En 
este Informe Defensorial se optó por la ca-
tegoría violencia reproductiva para nom-
brar cómo a través de la fuerza, la intimi-
dación o cualquier forma de coacción se 
afecta o impide la decisión de interrumpir 
un embarazo, al menos en tres escenarios 
y por parte de tres actores: el escenario de 
la salud con su personal, la vida social con 
actores armados y la vida familiar a través 
de integrantes de la familia. Cada uno se 
corresponde, respectivamente, con vio-
lencia obstétrica, violencia reproductiva en 
el marco del conflicto armado y violencia 
reproductiva en el ámbito familiar. En el in-
forme se señala el control que es ejercido 
por actores armados en algunas zonas del 
país, que restringen la información, forma-
ción y prestación de servicios de IVE; ade-
más del mayor riesgo de interferencia para 
las menores de edad en el seno familiar, 
en un contexto nacional de aumento de la 
violencia sexual de la que son las principa-
les víctimas.

La tercera categoría es la discriminación, 
que parte del reconocimiento de la discri-
minación histórica y sistemática de la que 



95son objeto las mujeres, especialmente en 
el campo de la reproducción. Esta situa-
ción de base se agrava para algunos gru-
pos de mujeres que viven discriminacio-
nes cruzadas, por lo que su capacidad de 
decidir recibe mayores cuestionamientos 
y también coacción buscando modificarla. 
Tal es el caso de las niñas y adolescentes, 
mujeres con discapacidad y con pertenen-
cia étnica. Lo ocurrido con las dos senten-
cias anuladas por la Corte Constitucional 
que tenían por objeto dos casos de mu-
jeres indígenas, y que originaron un nuevo 
pronunciamiento pendiente de publica-
ción al momento de la escritura de este 
informe, dio visibilidad a una situación de 
las mujeres indígenas que ven su deseo 
supeditado al de la autoridad tradicional, 
lo que es motivo de preocupación.  

Estas y otras circunstancias específicas 
que impiden la autonomía reproductiva 
requieren mayor atención por parte de 
las autoridades. Resulta entonces preo-
cupante la ausencia estatal en zonas rura-
les cuando se conjuga con presencia de 
actores armados; contextos en los que la 
distancia geográfica de los servicios de sa-
lud perjudica la atención oportuna de las 
mujeres y el respeto por sus derechos. Las 
nuevas dinámicas de los flujos migratorios 
mixtos que atraviesan el país y que tienen 
en el Tapón del Darién un punto crítico no 
son ajenas a las necesidades en torno a la 
salud reproductiva, más aún teniendo en 
cuenta que los antecedentes de la migra-
ción proveniente de Venezuela revela ba-
rreras más severas y xenofobia en el trato. 
Aunque se encontraron pocos datos sobre 
el acceso de hombres trans y personas no 
binarias, queda claro que las rutas no están 
adecuadas a la atención diferencial que re-
quieren, por lo que la identidad de género 
se configura como una barrera. 

La cuarta categoría reitera que la crimina-
lización del delito de aborto consentido 
entraña grandes contradicciones de dere-
chos humanos, toda vez que su judicializa-

ción opera casi que de manera exclusiva 
para las mujeres. Si bien el delito se redujo 
a mínimas proporciones, no dejan de des-
pertar inquietudes los casos conocidos 
por la Fiscalía en el primer año y medio de 
implementación de la Sentencia C-055 de 
2022, aun cuando estaba vigente la Direc-
tiva 006 de 2016, ahora reemplazada por 
la Directiva 009 de 2023, con lineamientos 
sobre la investigación y judicialización de 
este tipo penal. 

La quinta y última categoría de vulneracio-
nes a la IVE condensa las barreras en el ac-
ceso, que se presentan mayoritariamente 
en el sector salud. Esta categoría resume 
conductas que obstaculizan el acceso al 
aborto legal, entre ellas: el incumplimiento 
de obligaciones legales, las interpretacio-
nes restrictivas y sesgadas del marco nor-
mativo y fallas en la prestación de los servi-
cios de salud. Dos puntos neurálgicos aquí 
son la solicitud de explicar las razones que 
justifican la interrupción, lo que descono-
ce la libertad de conciencia de las mujeres 
y el estándar de que dentro del plazo de 
las 24 semanas solo es necesaria la volun-
tad de las mujeres; y la disponibilidad de 
los servicios, aún no asegurado en todo 
el territorio nacional y con puntos críticos 
en territorios pequeños e intermedios, y a 
partir de determinadas edades gestacio-
nales incluso en ciudades capitales.

Las vulneraciones a la IVE expresan pro-
fundas discriminaciones y violencias basa-
das en género que se articulan en torno a 
ideas sobre las mujeres y la reproducción, 
de manera que deben comprenderse en 
un orden social que subordina a las mu-
jeres y cuestiona sus decisiones, incluso 
una tan vital e íntima como la interrupción 
de un embarazo. Para el Estado supone un 
esfuerzo mayor en distintos niveles, espe-
cialmente en el desarrollo de capacida-
des, la articulación intersectorial, la territo-
rialización y la interseccionalidad, aunque, 
según se vio, poco se han utilizado las 
potestades sancionatorias. 
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Este panorama de aciertos y retos admite 
plantear un grupo de factores estimulantes 
para una correcta implementación de la 
Sentencia C-055 de 2022 que permita a su 
vez mayor goce y disfrute de la IVE como 
componente de los derechos sexuales y 
derechos reproductivos:

1.	 Apertura, voluntad política y compro-
miso de las autoridades, lo que incluye 
a las autoridades indígenas y otras tra-
dicionales.

2.	 Autoridad, rectoría y suficiencia de las 
autoridades sanitarias.

3.	 Entorno de legitimidad y empatía por 
la autonomía y libertad reproductiva 
de las mujeres.

4.	 Existencia de una política pública inte-
gral que dé claridad sobre las respon-
sabilidades estatales y de la sociedad 
civil.

5.	 Presencia plural de prestadores entre-
nados en métodos y capacitados en 
derechos.

6.	 Diseño de un modelo de sostenibili-
dad económica.

7.	 Actividad de una sociedad civil fuerte 
en comunicación con las autoridades 
y que realice incidencia y seguimiento.

8.	 Comunicación de los derechos y el 
marco normativo en múltiples escena-
rios sociales, no solamente en el sector 
de la salud.

9.	 Desarrollo de metodologías diferen-
ciales que conduzcan a la participa-
ción y consulta de grupos con mayo-
res vulneraciones, como las mujeres 
indígenas, migrantes, entre otras.

Los hallazgos de este Informe Defensorial 
permiten concluir que hay un terreno con-
quistado con relación al acceso a los servi-
cios, especialmente en zonas urbanas y ciu-
dades capitales, y una sociedad familiarizada 
con los ejes de la discusión en torno a los de-
rechos sexuales y derechos reproductivos, y 
en particular sobre el aborto, en un contexto 
normativo favorable a partir del cual se de-
berían afianzar las capacidades de las insti-
tuciones del Estado y actores privados con 
responsabilidades en el sistema de salud, 
frenar las vulneraciones a la IVE y potenciar 
una transformación cultural que permita la 
despenalización social del aborto. En mérito 
de lo anterior, desde la Defensoría del Pueblo 
se realizan las siguientes recomendaciones.

El cambio normativo alcanzado en febrero 
de 2022 implica la revisión y actualización 
de distintos instrumentos de política públi-
ca que se adecúen al nuevo marco norma-
tivo y reflexivo que propuso la Corte Cons-
titucional, según el cual el derecho penal 
no es una vía conveniente ni eficiente con 
relación al aborto, y que den cumplimiento 
al exhorto de formulación de una política 
pública integral sobre derechos sexuales 

y derechos reproductivos. Esta es precisa-
mente la recomendación inmediata que 
resulta de este Informe Defensorial, ya 
que diseñar esta política podría colmar y 
completar los frentes en los cuales debería 
enfocarse el Estado, y que no se limitan a la 
IVE, sino que podrían abordar un abanico 
de derechos que se encuentran estrecha-
mente relacionados. 

Recomendaciones
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La IVE requiere un abordaje integral, por lo 
que, aunque es claro el rol preponderante 
del sector salud y del Ministerio de Salud 
y la Protección Social en particular, no ex-
cluye el compromiso de otras instituciones 
estatales e incluso de la sociedad en pleno 
y de sus líderes políticos, especialmente 
en lo referido a la promoción de derechos 
y la contribución a una discusión democrá-
tica que propicie una mayor apertura de 
derechos para las mujeres, hombres trans 
y personas no binarias, así como su em-
poderamiento y el desarrollo de su sub-
jetividad política. Para esto, es pertinente 
sostener un diálogo abierto con las orga-
nizaciones de sociedad civil y espacios de 
intercambio y seguimiento.

Por lo anterior, se recomienda a todas las 
entidades estatales, en todos los niveles, 
adelantar estrategias de desestigmatiza-
ción del aborto y de promoción y difusión 
de la IVE como componente de los DSDR 
y parte del derecho a la salud, por ejem-
plo, mediante el desarrollo de campañas 
comunicacionales con información sobre 
el marco normativo y las rutas de acceso.

Al Ministerio de Salud y 
Protección Social 

	M Desarrollar un sistema de información 
confiable y veraz sobre la IVE, en torno 
al cual se suscite una cultura de análisis 
de los datos y de reporte obligatorio. 
Tomar los correctivos necesarios en 
este momento permitirá hacia futuro 
hacer seguimiento del comportamien-
to de la atención. 

	M Elaborar un nuevo estudio sobre los 
determinantes del aborto inseguro, las 
fallas en el sistema de salud, las barre-
ras de acceso para la atención de lain-
terrupción voluntaria del embarazo, 

las consecuencias sociales, económi-
cas y de salud de un acceso limitado 
al aborto, además de una evaluación 
de impacto sobre el cumplimiento de 
la Resolución 051 de 2023, de manera 
que se cuente con información oficial 
actualizada al nuevo contexto norma-
tivo que permita implementar mejoras.

	M En un escenario de reforma a la salud, 
lo relacionado con la IVE deberá ajus-
tarse al principio de progresividad y no 
regresividad en materia de derechos, 
sin afectarla como una prestación cu-
bierta de manera gratuita. 

	M Adelantar desde sus competencias las 
gestiones necesarias para que a la hora 
del acceso, bajo ninguna circunstancia, 
la atención de la IVE esté sujeta a pago 
anticipado. En esta misma medida, 
procurar, en diálogo con los actores 
del sistema de salud, que la atención 
de la IVE sea incorporada en la planea-
ción prospectiva de pagos, bajo la mo-
dalidad de pago global prospectivo, la 
cual permite garantizar la prestación 
de este servicio de manera continua, 
sin dilaciones por razones administrati-
vas, priorizando la atención integral en 
salud y fomentando la estabilización 
de un costo acorde a los precios justos 
del mercado.

	M Promover la inclusión de un eje sobre 
IVE en la Comisión intersectorial de 
promoción de los derechos sexuales y 
reproductivos. Igualmente, por tratar-
se de un espacio interinstitucional, se 
sugiere vincular a entidades del Minis-
terio Público, como la Defensoría del 
Pueblo, en cumplimiento de la función 
de promover el ejercicio y garantía de 
derechos humanos.
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A los agentes del 
sistema de salud 

	M Acatar el marco normativo y abstener-
se de incurrir en prácticas prohibidas y 
que vulneren los derechos sexuales y 
derechos reproductivos. 

	M A las EPS e IPS se les recomienda dis-
poner de servicios de calidad en to-
dos los niveles de atención y, cuando 
no sea posible, robustecer el sistema 
de referencia y contrarreferencia sin 
demoras; construir rutas de atención 
claras, adecuadas a los estándares le-
gales y con enfoque diferencial; instau-
rar procesos permanentes de entrena-
miento, capacitación y actualización 
del personal, para que brinden aten-
ción respetuosa y de calidad; y tomar 
todas las medidas necesarias para que 
la objeción de conciencia se realice 
según los patrones constitucionales, 
sin que represente un detrimento para 
las mujeres, lo que abarca tener un nú-
mero adecuado de prestadores. 

	M Fortalecer la capacitación en técnicas 
avanzadas para prestar el servicio de 
la IVE, así como ampliar la red de pro-
fesionales y reforzar el servicio en ciu-
dades pequeñas, medianas y en los lu-
gares apartados del país, tomando las 
medidas necesarias para atenciones 
diferenciales. 

	M Diversificar los enfoques de atención: 
en centros de salud, a través de tele-
medicina y teleexperticia, y enfoques 
de autocuidado que permitan que las 
mujeres, los hombres trans y las perso-
nas no binarias opten por una atención 
según sus preferencias.

	M Asegurar el suministro suficiente y 
confiable de insumos, medicamentos, 

equipos médicos de calidad y asequi-
bles para toda la población.

	M Como ha sido recomendado por los 
documentos de El Cairo y Beijing, se 
recomienda que las profesiones de la 
salud desarrollen e implementen códi-
gos de ética acordes con los derechos 
humanos y el marco normativo.

A las Secretarías de Salud 
distritales, departamentales 
y municipales

	M Propender por la realización de ac-
ciones orientadas al cumplimiento de 
las funciones de control y vigilancia al 
sector salud y el Sistema General de 
Seguridad Social en Salud que hacen 
parte de su jurisdicción, con especial 
énfasis en lo relacionado con la presta-
ción del servicio en salud de la IVE, de 
conformidad con los marcos normati-
vos emitidos por el Ministerio de Salud 
y Protección Social y la Superintenden-
cia Nacional de Salud. 

A las autoridades locales, 
distritales y departamentales

	M Los gobiernos entrantes tienen la opor-
tunidad de incorporar en sus planes de 
desarrollo las responsabilidades re-
lacionadas con la IVE para garantizar 
acceso con calidad. Es así que podrán 
evaluar, según los avances locales, 
cómo dar un mayor impulso al tema a 
través de la destinación de recursos y 
talento humano especializado.

	M A nivel nacional y local, la articulación y 
trabajo conjunto con autoridades indí-
genas para garantizar que niñas, ado-
lescentes, jóvenes y mujeres adultas 
con pertenencia étnica vean protegida 
su autonomía reproductiva.
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Al INVIMA

	M Pronunciarse sobre la escasez de 
misoprostol, además de declarar-
lo en desabastecimiento y como 
medicamento vital no disponible, 
para permitir su rápida importación.

A la Superintendencia 
Nacional de Salud

	M Fortalecer las acciones de vigilancia 
y control, de manera que se aplique 
tanto un enfoque preventivo como co-
rrectivo mediante sanciones.

Al Ministerio de 
Educación Nacional

	M Incorporar en sus procesos formati-
vos la educación integral en sexuali-
dad para la ciudadanía, incluyendo la 
formación de la propia autonomía re-
productiva, con enfoque de derechos, 
género, el marco normativo sobre la 
IVE e información completa, veraz y 
científica en la materia.

	M Diseñar e implementar estrategias para 
la transformación de las normas socia-
les, los estereotipos y los roles de gé-
nero que profundizan el estigma y la 
discriminación frente al aborto.

Al Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar

	M Tomar las medidas necesarias para que 
las menores de edad que desean inte-
rrumpir sus embarazos no vean vulne-
rados sus derechos y cuenten con el 
acompañamiento institucional necesa-
rio para la garantía de su voluntad.

	M Impartir un lineamiento técnico para la 
atención y el acompañamiento en ca-
sos en los que las niñas y adolescentes 
en ejercicio de su derecho a la auto-
nomía reproductiva deciden acceder 
a la IVE.

	M Actualizar su Lineamiento técnico para 
la atención de niños, niñas y adoles-
centes con derechos amenazados y/o 
vulnerados, víctimas de violencia se-
xual, lo que debería estar antecedido 
de un estudio de los puntos críticos 
sobre la autonomía reproductiva de las 
niñas y adolescentes. 

A la Fiscalía General 
de la Nación

	M Evaluar la implementación de los li-
neamientos de investigación y judi-
cialización de la Directiva 006 de 2016 
y la Directiva 009 de 2023, además 
de capacitar a fiscales y jueces sobre 
la misma para que las alternativas allí 
definidas sean aplicadas de manera 
inmediata a las mujeres actualmente 
incursas en procesos. 

A la Procuraduría 
General de la Nación

	M Realizar, en materia de prevención 
y control de la gestión, las acciones 
que correspondan al cumplimiento de 
las funciones de vigilancia superior y 
control disciplinario, orientadas a velar 
por la protección y defensa de los de-
rechos humanos; en este caso, de los 
derechos sexuales y los derechos re-
productivos, con especial énfasis en la 
IVE, y de manera descentralizada.  
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